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Pero, ¿quién está moviendo las negociaciones
agrícolas y cuáles son sus intereses y priori-
dades? Ciertamente no son los agricultores
campesinos que están sufriendo enormes
padecimientos bajo el régimen despiadado del
Acuerdo sobre la Agricultura. Tampoco son los
países empobrecidos del Sur cuyas economías
agrariaºmás del 80% del comercio agrícola
mundial. Los gobernantes de Estados Unidos y
la Unión Europea son los fieles sirvientes, y a
veces también los accionistas de estas empre-
sas gigantescas, y su tarea es conseguir a toda
costa el mayor grado posible de acceso a los
mercados del tercer mundo para sus empresas
y sus grandes productores agroindustriales, al
tiempo que proteger sus propios mercados con
murallas cada vez más altas. Por eso les lla-
mamos los nuevos conquistadores.

Esta compendio fue recopilado –con bastante
poco tiempo—por REDES/Amigos de la Tierra
Uruguay y Focus on the Global South  para
coincidir con la 5ª Conferencia Ministerial de la
Organización Mundial del Comercio en Cancún.
Los artículos están divididos en cuatro sec-
ciones. En la primera se hace un recuento
histórico de la evolución del acuerdo agrícola de
la OMC y presenta un panorama general de las
repercusiones de la liberalización de la agricul-
tura en los países del Sur. En la segunda sec-
ción se examinan las políticas agrarias de los
actores más poderosos en las negociaciones
agrícolas de la OMC –Estados Unidos, la Unión
Europea y el Grupo CAIRNS—y se analiza lo que
actualmente está a consideración en la mesa de
negociaciones agrícolas para Cancún. La tercera
sección incluye varios estudios de caso ilustra-
tivos del impacto negativo del Acuerdo Agrícola
de la OMC en tres países del Sur, todos ellos

miembros del ultra neoliberal Grupo de
CAIRNS: Uruguay, Filipinas e Indonesia. Por
último, la cuarta sección presenta un bosquejo
de políticas alternativas al régimen
agropecuario de la OMC y un manifiesto que
reivindica la soberanía alimentaria de los pueb-
los frente a las imposiciones de la OMC en
materia agropecuaria y alimentaria.

Esperamos  que esta colección de artículos,
varios de ellos escritos por agricultores y orga-
nizaciones campesinas, ayuden a romper el
mito según el cual la llave del desarrollo de los
países del Sur estaría en la agricultura de
exportación y la liberalización de los mercados
agropecuarios. La realidad indica lo contrario.
Lo que más necesitan los países en desarrollo
no es en primer lugar mayor acceso a los mer-
cados de alto poder adquisitivo de los países del
Norte. Lo que necesitan es poder defender del
dumping a sus propios mercados, y a sus pro-
pios agricultores defenderlos de las grandes
empresas agroindustriales depredadoras,
destructivas y fuertemente subsidiadas. Esto es
imposible bajo el régimen actual del Acuerdo
sobre la Agricultura, y las propuestas que están
sobre la mesa de negociaciones en Cancún
solamente agravarán la situación.

REDES/Amigos de la Tierra Uruguay
Focus on the Global South
Septiembre de 2003
La cuenta regresiva hacia la 5ta Conferencia Mi-
nisterial de la OMC en Cancún ha comenzado,
pero aún no están ni remotamente dadas las
condiciones para que la reunión de lanzamiento
de una nueva fase de liberalización comercial
global sea exitosa.

La agricultura es el tema más controvertido del programa de la OMC para Cancún. Es el tema
que puede “salvar o quebrar” las negociaciones de la OMC y la mayor parte de los comentaris-
tas coinciden en que si no hay avances en agricultura, nada más se mueve en la OMC.
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La razón principal es el estancamiento de las
negociaciones para un nuevo Acuerdo sobre
Agricultura (AsA). El bloqueo en agricultura tie-
ne su paralelo en el Acuerdo de Derechos de
Propiedad Intelectual relacionados con el Co-
mercio (ADPIC) y el tema de la salud pública.
Quizás no por simple coincidencia el AsA y el
ADPIC son dos acuerdos clave en la OMC que en
lugar del libre comercio promueven derechos
monopólicos. Estos acuerdos ejemplifican el
principio rector que tanto ha contribuido a la
erosión de la legitimidad de la OMC en los últi-
mos años: proteccionismo para los países ricos
y libre comercio y apertura de los mercados pa-
ra los pobres.

La historia de cómo la agricultura cayó bajo ju-
risdicción de la OMC es un escándalo en sí mis-
ma. Vale la pena revisar esa historia para en-
tender la crisis actual en las negociaciones so-
bre comercio agropecuario.

El origen del Acuerdo Agrícola

En pocas palabras, antes de la Ronda Uruguay
la agricultura estaba de facto fuera de la disci-
plina del GATT, principalmente porque EE.UU.
logró en 1950 una exención al Artículo XI del
GATT que prohibía las restricciones cuantitati-
vas a las importaciones. Frente a la amenaza de
EE.UU. de abandonar el GATT si no se le permi-
tía mantener los mecanismos proteccionistas
para el azúcar, los productos lácteos y otras
commodities agropecuarias, se le concedió a
Washington “una exención sin límite de tiempo”
para otros productos agropecuarios.  Esto con-
dujo a una aplicación laxa del GATT en el caso
de otros países productores agropecuarios por
temor a ser acusado de tener normas diferen-
ciales.

EE.UU. y otras potencias agropecuarias no sólo
hicieron caso omiso al Artículo XI, sino que

también explotaron el artículo XVI que eximía a
otros productos agropecuarios de la prohibición
del GATT a los subsidios. Uno de los efectos de
estas acciones fue la transformación de la UE
que pasó de ser un importador neto de alimen-
tos a un exportador neto en 1970. Al comienzo
de la Ronda Uruguay a mediados de los ’80, la
Política Agrícola Común de la UE (PAC) había
evolucionado hacia lo que se describe como
“una compleja red de garantías de precios y
ventas, subsidios y otras medidas de apoyo que
mantuvieron los ingresos de los agricultores
aislados de las fuerzas del mercado.” 

Con los precios en el mercado interno fijados
muy por encima de los precios mundiales y sin
controles sobre los volúmenes de producción,
los agricultores europeos incrementaron su pro-
ducción. Los crecientes excedentes sólo podían
ser despachados a través de las exportaciones,
haciendo estallar la competencia por lo merca-
dos de terceros países con los agricultores sub-
sidiados de EE.UU. hasta ese momento predo-
minantes. La competencia entre las superpo-
tencias agrícolas se volvió feroz, pero no fueron
sus agricultores subsidiados los que necesaria-
mente sufrieron. Las víctimas fueron principal-
mente los campesinos del Sur, tales como los
pequeños criadores de ganado de África Occi-
dental y de Sudáfrica, quienes fueron llevados a
la ruina a consecuencia de los bajos precios de
las exportaciones Europeas de carne subsidia-
da.

Con el crecimiento de los subsidios estatales
para apoyar la dura competencia por los merca-
dos de terceros países, la UE y EE.UU. gradual-
mente comenzaron a darse cuenta que conti-
nuar por el mismo camino sólo los conduciría a
una situación en la que ambos perderían. A fi-
nes de los ’80, por ejemplo, casi el 80% del
presupuesto de la UE estaba destinado a apo-
yar los programas agrícolas, y EE.UU. había
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inaugurado un nuevo conjunto de programas
costosos tales como el Programa de Promoción
de las Exportaciones, para recuperar mercados
tales como el mercado de trigo de África del
Norte que había caído en manos de la UE. 

Esta comprensión mutua de la necesidad de
contar con reglas en la lucha por mercados de
terceros países es la que llevó a la UE y a
EE.UU. a presionar por la inclusión de la agricul-
tura en la Ronda Uruguay. En efecto, fueron só-
lo la UE y EE.UU. quienes negociaron el deno-
minado “Acuerdo de Blair House” en 1992 y
1993. Estas dos superpotencias luego le pasa-
ron este acuerdo, ahora formulado como Acuer-
do sobre Agriculura, al resto de los miembros
de GATT en 1994 para que lo aprobaran o lo re-
chazaran como un todo. En lugar de promover
seriamente un mecanismo para fomentar el li-
bre comercio las dos superpotencias agrope-
cuarias recurrieron a la retórica del libre comer-
cio y ofrecieron concesiones mínimas hacia la li-
beralización, para así institucionalizar un siste-
ma de competencia monopólico en el que cada
uno busca sacar ventajas en los márgenes.

La institucionalización del dumping

¿Cómo fue que el AsA logró esto?

En primer lugar, institucionalizó los fuertes sub-
sidios a la agricultura del Norte aunque dispo-
nía que el “apoyo interno” –cuantificado en una
medida abarcativa denominada “medida global
de la ayuda” (MGA)- debía reducirse en un 20%
en un período de 6 años.

En segundo lugar, institucionalizó los subsidios
a las exportaciones al tiempo que hacía una
concesión mínima de que los mismos se reduci-
rían en un 21% en relación al volumen en un
período de 6 años y en un 36% en relación al
valor total, sin compromisos para reducciones
mayores al final del período.

En tercer lugar, institucionalizó y eximió de los
recortes a los subsidios directos a los ingresos
de los agricultores sobre la base dudosa de que
estos “no tenían, o en todo caso eran mínimos,
efectos que distorsionaran la producción.”  Las
medidas denominadas de “Compartimiento Ver-
de” ó “Compartimiento Azul”, tales como los
programas de la UE de “retirar tierra de la pro-
ducción ”, dan derecho a los agricultores a reci-
bir subsidios si ellos dejan 15 % de su tierra sin
cultivar. También incluyeron los llamados “pa-
gos por deficiencia” de EE.UU. que era un sub-
sidio directo a los ingresos, estable porque se

mantenía constante sin importar si las cosechas
habían sido buenas o malas. Se proyectaba que
los pagos por deficiencia en los EE.UU. prome-
diarían los US$ 5.100 millones al año, entre
1996 y el 2002. 

La verdad es que los pagos directos a los agri-
cultores europeos y estadounidenses no están
escindidos de la producción ya que sin ellos la
producción agrícola sería escasamente renta-
ble. Los pagos por deficiencia, por ejemplo, co-
rresponden a un quinto o un tercio de los ingre-
sos agrícolas en EE.UU.  En otras palabras, al
consagrar la noción de pagos escindidos como
subsidios intocables en el Compartimiento Ver-
de, EE.UU. y la UE estaban, como lo plantea un
analista, “quitando los apoyos directos a los
mercados y reemplazándolos por subsidios di-
rectos a los agricultores [del Norte].” 

En cuarto lugar, eximió de los recortes a los cré-
ditos a las exportaciones y a los programas de
ayuda desgrabada con bajos intereses tales co-
mo el Programa PL-480 de EE.UU. y el Progra-
ma de Seguros para los Créditos a las Exporta-
ciones que tenían como principal objetivo el
abrir mercados en el exterior. El Programa PL
480 le da a los países en desarrollo 30 años pa-
ra pagar un préstamo que le es otorgado para
comprar una commodity de EE.UU. como el
arroz, a una tasa de interés del 1% y con un pe-
ríodo de 5 años de gracia.  El Programa de Se-
guros para los Créditos a las Exportaciones ga-
rantiza los pagos a los bancos estadounidenses
de préstamos contraídos por bancos extranje-
ros para la compra de commodities agrícolas
estadounidenses. 

En contraste con las subvenciones masivas en
los países de la OCDE, los agricultores en mu-
chos países en desarrollo tienen muy poco apo-
yo financiero. En las palabras de los negociado-
res de Filipinas en Ginebra, la esencia de la
compleja sección sobre subsidios fue “que los
países desarrollados que subvencionan fuerte-
mente pueden retener hasta un 80% de sus
subsidios que distorsionan el comercio, mien-
tras que los países en desarrollo que no han
aplicado medidas de apoyo que distorsionen el
comercio no pueden subsidiar más del 10% del
valor total de su producción agrícola.” 

En efecto, los países en desarrollo han sido pe-
nalizados por políticas que han significado la
“subvención negativa” de su sector agrícola.
Un estudio estimó que para 18 países en desa-
rrollo la “tributación” o la transferencia de valor
de la producción agrícola para subsidiar a otros
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sectores de la economía, equivalía a un prome-
dio de 30% del valor de la producción desde
1960 a 1984. 

La institucionalización de varios mecanismos de
subvenciones fue una de las razones de la falta
de progresos para limitar los tremendos impac-
tos negativos de la agricultura del Norte en los
mercados mundiales en los siete años transcu-
rridos desde que el AsA entró en vigor en 1995.
Otra razón clave fue lo que se ha dado a cono-
cer como “arancelización sucia” –es decir, con-
vertir los aranceles y las barreras no arancela-
rias o cuotas en tasas arancelarias iniciales al-
tas.

Para fijar las tasas arancelarias se tomó como
referencia el período base de 1986-88 en el que
eran bastante altas en contraste con las de
1995 cuando el AsA entró en vigor. En el caso
de EE.UU., por ejemplo, entre 1992 y 1996 los
aranceles promedio subieron del 5,7 al 8,5%
para la producción agrícola y pecuaria, del 6,6
al 10% para los productos alimenticios, y del
14,6 al 104,4% para los productos de tabaco.
La manipulación de la arancelización para lograr
el mismo impacto que con las cuotas fue parti-
cularmente evidente en el caso de los produc-
tos de tabaco, para los cuales EE.UU. impuso un
arancel ad valorem del 350% para las importa-
ciones de productos que sobrepasaran las cuo-
tas mínimas de acceso.  En efecto, un estudio
realizado por UN ESCAP sobre el proceso de
arancelización mostró que los aranceles conso-
lidados de la UE para el año 2000 eran casi dos
tercios más elevados que los aranceles equiva-
lentes en 1989-1993, mientras que en EE.UU.
eran 75% más elevados. 

Otro mecanismo utilizado para limitar el acceso
a los mercados a las exportaciones provenien-
tes de los países en desarrollo fue el de las re-
ducciones arancelarias selectivas, dicho de otra
manera, el mantener los aranceles altos en pro-
ductos sensibles y reducir los aranceles en pro-
ductos menos sensibles. Esta práctica fue posi-
ble ya que la reducción arancelaria del 36% exi-
gida por el AsA era promedial, una reducción no
ponderada con la única restricción de un recor-
te del 15% en cada línea arancelaria. Por lo tan-
to los países tendieron a reducir en forma sig-
nificativa los bajos aranceles existentes en los
productos no sensibles, al mismo tiempo que
reducían levemente los altos aranceles existen-
tes si el producto tenía importancia comercial.
Entonces, EE.UU. redujo en un 55% el bajo
arancel existente del 6% para el trigo común, al
mismo tiempo que limitó a un 15% los recortes

en los aranceles del 134,7% para el azúcar
blanca, una commodity sensible. 

Con un acuerdo tan sesgado no es sorprenden-
te que la protección y la subvención de la agri-
cultura en los países de la OCDE se haya incre-
mentado en la primera década de aplicación del
AsA. El monto total de susbsidios provisto por
los 30 países miembros de la OCDE subió de
US$ 182 mil millones en 1995 a US$ 280 mil
millones en 1997, a cerca de US$ 315 mil mi-
llones en el 2001 y se estima que a unos US$
318 mil millones en el 2002.  Según Oxfam In-
ternacional, EE.UU. y la UE gastaban entre US$
9 a 10 mil millones más en subsidios que en la
década anterior.  Los subsidios representaban
un 40% del valor de la producción en la UE y un
25% en EE.UU..  Mientras que los pequeños
propietarios en los países en desarrollo han so-
brevivido con menos de US$ 400 al año, los
agricultores estadounidenses y europeos reci-
bían un promedio de US$ 21.000 y US$ 16.000
en subsidios cada año, respectivamente.  ¡No
hay otra manera de describir esto que no sea
como agricultura socialista!

En ese escenario no es sorprendente que las
presiones para producir excedentes y por lo
tanto buscar nuevos mercados hayan aumenta-
do. Un informe de 1997 de los ministros de
agricultura de la UE proyectaba que el exceden-
te de trigo crecería de 2,7 millones de tonela-
das métricas a 45 millones de toneladas métri-
cas para el año 2005 y que los excedentes to-
tales de cereales subirían vertiginosamente pa-
ra alcanzar los 58 millones de toneladas métri-
cas.  El Ministro de Agricultura de la UE, Franz
Fischler dijo que la solución a esta situación en
la que hay una sobreproducción subsidiada, era
intensificar los esfuerzos para exportar granos. 

Los subvención permanente también ha profun-
dizado la dependencia de la agricultura esta-
dounidense en las exportaciones masivas. Ad-
mitiendo que “una de cada tres cuadras de pro-
ducción agropecuaria en EE.UU. está dedicada a
las exportaciones”, la entonces Representante
Comercial de EE.UU. Charlene Barshefsky sos-
tenía en 1997 que “dadas las limitaciones inhe-
rentes al crecimiento asociado a la demanda en
EE.UU., debemos encontrar nuevos mercados
para la agricultura americana. Debemos abrir
nuevos mercados para apoyar al sector agríco-
la de EE.UU. cuya productividad aumenta.” 

No es sorprendente que en la medida que fue-
ron forzados a aceptar las disciplinas del AsA
muchos países en desarrollo se consolidaran
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estructuralmente como importadores netos de
alimentos en la segunda mitad de 1990, al
tiempo que otros como las Filipinas pasaran de
ser exportadores netos de alimentos a importa-
dores netos. Un estudio de la Organización pa-
ra la Alimentación y la Agricultura (FAO) sobre
14 países en Asia, África y América Latina en-
contró que en esos países los niveles de impor-
tación de alimentos entre 1995 y 1998 excedie-
ron los de 1990 a 1994. Según informes, la in-
vasión de importaciones en varios sectores re-
dundó “en dificultades para las empresas im-
portadoras que competían en el mercado.” Los
productores expresaron su temor a que “sin
una protección adecuada del mercado, acompa-
ñada por programas de desarrollo, muchos
otros productos nacionales serían desplazados
o severamente minados, llevando a una trans-
formación de las dietas locales y a un incremen-
to de la dependencia en alimentos importados.”
El estudio de la FAO admitió que mientras que
la participación de los países en desarrollo en
las exportaciones mundiales de alimentos cre-
ció del 30% en 1970 al 37% en 1997, sus im-
portaciones de alimentos aumentaron mucho
más, del 28 al 37 % en el mismo período.  Co-
mo lo ha indicado Aileen Kwa, estos guarismos
indican que muchos países “están pasando de
ser exportadores netos de alimentos a importa-
dores netos.” 

Estancaniento

El Acuerdo del GATT-OMC estipuló negociacio-
nes para una mayor liberalización a partir del
año 2000. A comienzos del 2002 las negociacio-
nes no conducían a ninguna parte, con Estados
Unidos y la UE compitiendo para bloquearse
mutuamente. Diciendo que “[Q]ueremos ven-
der nuestra carne y nuestro maíz y nuestros fri-
joles a la gente alrededor del mundo que nece-
sita comer,” el Presidente Bush firmó una nueva
ley el 13 de mayo del 2002, que le da US$ 190
mil millones en subsidios al sector agropecuario
de EE.UU. durante los próximos diez años. La
ley incrementó ciertos subsidios en un 80%;
aumentó los precios soporte para el trigo, algo-
dón, soja y arroz, y creó nuevos subsidios para
productos como lentejas, maníes y leche. 

Igualmente insolente fue la Unión Europea. En
octubre del 2002, el Presidente francés Jacques
Chirac y el Primer Ministro alemán Gerhard
Schroeder acordaron que no habría recortes en
los subsidios agrícolas de la UE, durante sus
conversaciones sobre la ampliación de la UE. En
efecto, el monto total de subsidios aumentará
hasta el 2006, y desde el 2007 al 2013 los gas-

tos se mantendrán en los niveles del 2006.  “El
acuerdo indica claramente que la UE continuará
con la práctica del dumping hasta el 2013 por lo
menos,” señaló un analista. 

Los desacuerdos respecto a la agricultura entre
EE.UU. y la UE ayudaron a entorpecer la Terce-
ra Ministerial de la OMC en Seattle, en diciem-
bre de 1999. Una reformulación decorada de la
cuestión de los subsidios exigida por la UE sal-
vó a la Cuarta Ministerial en Doha, Qatar, de
una suerte similar.  Pero a comienzos del 2003
las negociaciones sobre agricultura estaban es-
tancadas, resurgiendo así el fantasma de que el
impasse entorpecería las negociaciones parale-
las en otras áreas tales como aranceles indus-
triales, servicios y los denominados “nuevos te-
mas” de inversiones, política de competencia y
contrataciones públicas, y conduciría a que los
resultados de la Quinta Ministerial que se reali-
zaría en Cancún, México a mediados de setiem-
bre del 2003 fueran similares a los de Seattle.

El proyecto del documento de negociación pre-
parado por el presidente de las negociaciones
agrícolas de la OMC, Stuart Harbinson, produjo
un estancamiento en la denominada “Mini-mi-
nisterial” de Tokio, realizada del 14 al 16 de fe-
brero, que fue una de las varias sesiones res-
tringidas diseñada para alcanzar un consenso
preliminar en áreas comerciales clave antes de
Cancún.  El Ministro de Agricultura de Japón,
Tadamori Oshima, rechazó las propuestas con-
tenidas en el documento de reducciones míni-
mas de entre el 25 y 45% y reducciones prome-
dio del 40 al 60% para todos los aranceles agrí-
colas en los próximos cinco años.  La Unión Eu-
ropea también atacó la propuesta de Harbinson
por ser “desequilibrada” al proponer que los
subsidios que “distorsionan el comercio” fueran
reducidos en un 60% en los próximos cinco
años y que los subsidios a las exportaciones
fueran eliminados progresivamente en los pró-
ximos nueve años.  Tanto Japón como la UE de-
nunciaron el documento como sesgado a favor
de EE.UU. que sería el único victorioso en las
negociaciones.

Marginación de los países en desarrollo

Un viejo refrán asiático dice, “Cuando los ele-
fantes pelean, el pasto queda pisoteado”. En la
lucha entre los gigantes agro-exportadores las
preocupaciones de los países en desarrollo
oportunamente se perdieron. Como lo indica Ai-
leen Kwa, el texto de Harbinson no toma en
cuenta su temor de que los subsidios de la UE
y EE.UU. se trasladarán al denominado “Com-
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partimiento Verde”, una lista de subsidios exen-
tos que incluye pagos directos masivos al sec-
tor agropecuario que distorsionan el comercio
en forma directa o indirecta. 

El texto de Harbinson también ignoraba por
completo las propuestas presentadas por Ar-
gentina y las Filipinas (ambas no fueron invita-
das a la reunión de Tokio) sobre “mecanismos
compensatorios” que permitirían a los países en
desarrollo subir los aranceles para cultivos sub-
sidiados por los países desarrollados, en mon-
tos proporcionales a esas subvenciones.  En vez
de eso Harbinson previó recortes arancelarios
del 40% para los aranceles superiores al 120%
en los países en desarrollo y del 33% para los
aranceles entre el 20 y el 120%, en ambos ca-
sos sin ninguna relación con los subsidios man-
tenidos por los agro-exportadores ricos.

El proyecto tampoco incluía recomendaciones
significativas que aplicaran el principio de “tra-
to especial y diferenciado” para los países en
desarrollo que les permitiera proteger en forma
significativa a sus sectores agrícolas por razo-
nes estructurales –en virtud de su nivel y con-
diciones diferenciadas de desarrollo agrícola.
Es cierto que el proyecto de Harbinson proponía
que los países en desarrollo pudieran clasificar
algunos productos básicos como “estratégicos”
y aplicarles reducciones arancelarias menores
que a otras commodities. Sin embargo, la pro-
puesta era vaga, el número de productos que
podían calificarse como estratégicos no era cla-
ro y los impactos positivos serían limitados en
la medida en que los productos aún estarían su-
jetos a una reducción arancelaria promedio del
10%.  Como lo indica Kwa, la propuesta de pro-
ductos estratégicos “no es más que una forma
de nublar la visión de los negociadores y Minis-
tros de comercio. Es una hoja de higuera ficti-
cia ofrecida para seducir a los tomadores de de-
cisiones del mundo en desarrollo generalmente
menos compenetrados en los detalles y enga-
ños de la OMC.” 

En esencia, el proyecto de Harbinson proponía
cambiar algunos de los términos de la compe-
tencia monopólica entre la UE, EE.UU., Austra-
lia y Canadá, al mismo tiempo que aceleraba la
eliminación de las barreras proteccionistas de
los mercados de los países en desarrollo por los
que las grandes potencias  están luchando.

A fines de junio la Unión Europea anunció que
había reformado la PAC, al decir del Comisiona-
do Agrícola Franz Fischler, “Nos estamos despi-
diendo del viejo sistema de subsidios que dis-

torsionaba en forma significativa el comercio in-
ternacional.”  Sin embargo, una observación
más atenta mostraba que la Comisión no esta-
ba reduciendo los subsidios realmente, sino
transformándolos de subsidios de apoyo a los
mercados a ayudas directas a los ingresos de
los agricultores permitidas bajo el “Comparti-
miento Verde”, con el argumento de que los se-
gundos eran menos distorsionantes del comer-
cio. No se propusieron recortes arancelarios ni
había ningún compromiso de reducir los subsi-
dios a las exportaciones. Como plantea The
Economist, la reforma de la PAC fue “más bien
una forma de esquivar el problema que un gran
progreso.” 

Unas pocas semanas antes de la Ministerial de
Cancún, la UE y EE.UU. llegaron a la Miniminis-
terial realizada en Montreal a fines de julio, con
un Texto Conjunto sobre Agricultura. Pero como
lo han indicado los críticos, el texto conjunto
reafirmó las ayudas directas a los ingresos, exi-
gió más liberalización de los mercados agrícolas
de los países en desarrollo, y limitó el trato es-
pecial y diferenciado para los países en desarro-
llo a “reducciones arancelarias menores y perío-
dos de implementación más largos.”  Más ame-
nazante aún, la exclusión de los países en de-
sarrollo de la formulación del texto conjunto
trajo a la memoria el infame acuerdo de Blair
House, cuando EE.UU. y la UE sellaron entre sí
un acuerdo –el actual AsA- y luego lo presenta-
ron al resto de la membresía del GATT como un
paquete a tomar o dejar.  Nada podría ser más
simbólico de la naturaleza del AsA que el regre-
so de la UE y EE.UU. a las negociaciones exclu-
yentes que le dieron nacimiento.

Al 2003, sería justo afirmar que la mayoría de
los países en desarrollo se han desilusionado
por completo con el sistema y especialmente
con las potencias agrícolas que conducen el
AsA. De su parte se han hecho esfuerzos para
formular mecanismos que garanticen más equi-
dad en el acuerdo, pero no han llegado a ningu-
na parte. Por ejemplo, un “mecanismo equili-
brante/compensatorio” presentado por las Fili-
pinas que hubiera permitido a los países en de-
sarrollo aumentar sus aranceles para los culti-
vos subsidiados por los países ricos en montos
calibrados en base a los niveles de subvención,
no fue siquiera mencionado en el proyecto de
Harbinson. Informando sobre la respuesta de
los países desarrollados, un negociador filipino
exasperado se quejó de que “los grandes blo-
ques (EE.UU., UE, Japón, etc) se han rehusado
a comprometernos a nosotros y a los países en
desarrollo aliados nuestros en un debate a fon-
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do sobre la propuesta.”  

En la que fuera quizás una de las mejores des-
cripciones del legado de ocho años del AsA, un
representante de un país en desarrollo en una
reunión del Comité sobre Agricultura de la OMC
el 1 de julio de 2003 expresaba: “Nuestros sec-
tores agropecuarios que son estratégicos para
la seguridad alimentaria y del sustento y para el
empleo rural, ya han sido desestabilizados en la
medida en que nuestras iniciativas de progra-
mas de desarrollo se han visto frustradas por la
enorme injusticia del ambiente comercial inter-
nacional. Incluso en el momento en que estoy
hablando, nuestros pequeños productores es-
tán siendo sacrificados en nuestros propios
mercados, aun los más resistentes y eficientes
están en peligro.” 
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Ann [Secretaria de Agricultura Ann Veneman] y
yo llevaremos este mensaje inequívoco al
mundo, los mercados deben abrirse [dijo].
Estados Unidos no tolerará el favoritismo y los
subsidios injustos. Nosotros queremos compe-
tir, queremos que nuestros agricultores compi-
tan en igualdad de condiciones. La agricultura
nunca más será entregada o ignorada cuando
nos sentemos a las mesas de negociaciones
internacionales. Será una prioridad para
nosotros...Esta administración será una buena
amiga de los agricultores americanos.
Presidente George Bush, 2 de marzo de 2001

Para un ojo desentrenado parecerá que la agri-
cultura goza de buena salud. La ‘liberal-
ización’de la agricultura ha promovido el com-
ercio en volúmenes sin precedentes y al mismo
tiempo ha provocado la caída de los precios a
valores record. El comercio internacional de
productos agrícolas se ha incrementado desde
la transformación mundial hacia el neoliberalis-
mo –de US$ 2 billones a 6 billones entre1980 y
el 2000 (estimaciones de la FAO, 2003)- y ese
crecimiento se ha dado en mayor medida
después de 1985 con el aumento dramático de
las importaciones provenientes de China, con
un crecimiento muy leve en el mismo período
en África. Pero si miramos de cerca, por detrás
de las cifras globales, las economías rurales
parecen paralizadas. Los niveles de miseria en
las áreas rurales en todo el mundo son muy
altos; ha habido un éxodo hacia las ciudades de
aquellos que se ven forzados o están dispuestos
a correr el riesgo, y los niveles de inequidad
para quienes se quedan son cada vez mayores.
Si examinamos la situación de los agricultores
campesinos y de los sin tierra, las sociedades
agrícolas tienen la apariencia de los enfermos
terminales. En esta sección analizaremos las
tendencias generales en la agricultura que han
sido provocadas o se han acelerado a causa del
Acuerdo sobre Agricultura de la OMC.

La OMC alega que su deber primordial es ‘nive-
lar el campo de juego’ del comercio. El Acuerdo
de Agricultura tiene en su corazón dos mecan-
ismos clave para lograr esto –reducir los sub-
sidios y abrir los mercados. Si el ‘libre comercio’
funcionara a nadie se le concederían ventajas
injustas en los mercados mundiales y para que
haya un mercado mundial, los productores
locales no deberían ser protegidos por arance-
les de las disciplinas de los precios mundiales
inspiradoras de la eficiencia. Esta es por lo
menos la fundamentación.

La teoría es bastante distinta de la realidad.
Durante las negociaciones de la Ronda Uruguay
del GATT, cuando se creó la OMC, el Acuerdo de
Agricultura al igual que ahora estaba estanca-
do. En 1993, luego de 10 años de negociaciones
parecía que quizás la OMC no iba a ser capaz de
incluir a la agricultura en su ámbito. EE.UU. y la
UE respondieron labrando una solución acept-
able para ambos, la cual fue posteriormente
presentada como un acuerdo no negociable, fait
accompli, a los otros participantes de la Ronda
Uruguay. El ‘Acuerdo de Blair House’ –llamado
así por el lugar de reunión en el Reino Unido-
fue una maniobra artística en varios sentidos. El
Acuerdo creó el sistema de ‘compartimientos’ ó
categorías de ayuda agrícola que eran ilegales
en el marco de la OMC (compartimiento rojo),
legales pero restringidas (compartimiento
ámbar), legales pero temporarias (compar-
timiento azul) y legales (compartimiento
verde). Al establecer un ‘período de referencia’
para determinar los niveles de ayuda permitida
que coincidía con el período en que los sub-
sidios en EE.UU. y la UE habían sido más eleva-
dos, el acuerdo fue lo suficientemente generoso
para permitir que EE.UU. y la UE continuaran
con sus negocios como de costumbre.

Estos negocios como de costumbre involucran
grandes cantidades de dinero –la OCDE estima
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“Traer a China a la OMC es una decisión que nos favorece . China hace concesiones
unilaterales para abrir sus mercados a los bienes, servicios y productos agropecuarios
americanos... mientras Estados Unidos no hace nuevos compromisos sobre acceso a los
mercados.”

Bill Clinton, conferencia de prensa, 10 de enero de 2000  



que sus miembros gastan alrededor de mil mil-
lones de dólares al día para subvencionar su
agricultura. Si estos subsidios estuvieran dirigi-
dos a los agricultores y a las comunidades
rurales que realmente necesitan apoyo para así
ayudar a fomentar la producción agrícola para
la soberanía alimentaria local estaría bien. Pero
los subsidios están sistemáticamente dirigidos a
los grandes productores de exportación, dejan-
do sólo las migajas para los pequeños agricul-
tores más necesitados y endeudados. Y cada
vez es peor. EE.UU. por ejemplo, ha duplicado
sus niveles de ayuda cobijados bajo el compar-
timiento verde pasando de US$24 mil millones
en 1986-88 a US$ 51 mil millones en 1997.
Bajo la Ley Federal de Reforma y Aplicación
Agrícola de 1996, el 1% de los beneficiarios
más privilegiados recibió un promedio de US$
83.000 anuales y el 10% siguiente un promedio
de US$ 32.000, en contraste con el participante
común del programa que recibió sólo US$ 1.200
anualmente. Entre los beneficiarios se encon-
traban 15 de las compañías incluidas en la lista
de las 500 empresas más ricas de la revista
Fortune. La Ley Agrícola de EE.UU. del 2002
tiene un sesgo similar, mantiene las subven-
ciones para los grandes establecimientos dis-
frazándolas para cumplir con las disposiciones
de la OMC.  La UE no es mucho mejor, hace
también acrobacia con su contabilidad para
mantener las subvenciones y aun así aparecer
como cumpliendo con las reglas de la OMC. A
los productores de remolacha azucarera, por
ejemplo, la UE les cobra un impuesto que
después reclama como parte de su asignación
en la OMC, aunque esta cuota es luego utiliza-
da para financiar el dumping de azúcar en los
mercados del exterior. Y EE.UU. y la UE no sólo
se mofan del espíritu del Acuerdo sobre
Agricultura sino que sistemáticamente violan
también la letra del Acuerdo. Tanto la UE como
EE.UU. postergaron durante años la notificación
de sus subsidios a la OMC, mientras que otros
países fueron forzados a fijar sus niveles de
ayuda y a declararlos. Si la OMC aplicara sus
propias reglas EE.UU. y la Unión Europea ten-
drían que haber cambiado radicalmente sus
programas de ayuda agropecuaria o reformular
el acuerdo.

Mientras que los agricultores mejor financiados
están en el norte, la gran mayoría de los
agricultores vive en el Sur Global, y son estos
agricultores, según argumentan los propo-
nentes del libre comercio, quienes se beneficia-
rían con la apertura de los mercados agrícolas.
No obstante, esto a primera vista parece bas-
tante improbable. En términos generales el

90% de los alimentos producidos en el Sur
Global están destinados al consumo interno.
Sólo el 10% se produce para las exportaciones.
La reducción de las barreras arancelarias inter-
nas hace peligrar a ese 90% a cambio de una
posibilidad de aumentar esa porción del 10%.
Es importante ver cómo funciona esto en la
práctica, quién se beneficia y quién pierde:
México ofrece un ejemplo clave. 

En México los campesinos de subsistencia rep-
resentan el 45% del total de las unidades que
cultivan maíz, y la producción para el consumo
familiar representa el 38% de la producción
local. Por lo general ellos trabajan en condi-
ciones inferiores, en suelos de baja calidad sin
riego, terrenos con pendiente, lluvias irregu-
lares, con poco o ningún acceso a la tecnología,
créditos, infraestructura de almacenamiento y
canales de comercialización. Estos productores
a menudo se ven forzados a vender sus cultivos
inmediatamente después de la cosecha cuando
los precios locales son más bajos ya que son
demasiado pobres para financiar instalaciones
de almacenamiento apropiadas.

Estos campesinos han sido blanco del ataque
frontal de la industria de maíz de EE.UU., ben-
eficiaria de las sustanciosas subvenciones del
gobierno de EE.UU.. La apertura del mercado
mexicano al maíz de Estados Unidos llevó a una
afluencia masiva de maíz subvencionado y por
lo tanto más barato. Actualmente los precios
del maíz en el mercado son de US$1,74 por
bushel y los guarismos más recientes del
departamento de agricultura presentan costos
de producción de aproximadamente US$2,66
por bushel, la diferencia es atribuible a sub-
sidios directos o indirectos.  Lo que México está
experimentando se denomina ‘dumping’ –
cuando los precios los precios internacionales
son más bajos que los costos locales de pro-
ducción.

La respuesta de los campesinos Mexicanos al
dumping ha dejado perplejos a los proponentes
del libre comercio. La teoría económica sugiere
que cuando los precios se deprimen la oferta se
contrae, pero eso no es lo que ha sucedido en
México. De hecho, cuando los precios cayeron
se incrementó la producción de maíz y esto se
predijo de antemano. Al no tener opciones ni
acceso al crédito y con ‘oportunidades’ tan lim-
itadas bajo el TLCAN los campesinos mexicanos
respondieron incrementando su dependencia en
su cultivo básico de 10.000 años de antigüedad,
expandiendo entonces el área de cultivo aun
cuando los precios se deprimieron, en un último
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esfuerzo de cultivar y vender suficiente maíz
para luchar contra la pobreza que amenazaba
sus vidas. 

Seamos claros respecto a los hilos de esta his-
toria. En primer lugar, los precios agrícolas más
bajos, precios deprimidos por debajo de los
costos de producción por los subsidios a las
exportaciones, están dañando a los agricultores
más pobres. El ingreso de la agricultura empre-
sarial en México ha beneficiado a las empresas
estadounidenses exportadoras de maíz, pero no
ha ayudado a los productores nacionales que
dependen de precios razonables para sobrevivir.
En segundo lugar, la liberalización del comercio
agrícola generalmente ha estado acompañada
de la reducción de la ayuda gubernamental
para la agricultura. Los agricultores que han
logrado beneficiarse con la liberalización,
reconvirtiéndose a la producción de cultivos de
exportación con un nicho en el mercado esta-
dounidense, fueron capaces de hacerlo porque
tenían acceso a fuentes privadas de créditos,
servicios de extensión y por supuesto tierra.
Pero aun en estos casos las ganancias han sido
marginales –el mercado estadounidense de
productos hortícolas y frutas y vegetales ya era
bastante abierto antes del TLCAN. Lo que la lib-
eralización facilitó en este caso fue la consoli-
dación del sector agrícola en manos de los
agricultores más ricos, al tiempo que generaba
una gran reserva de personas desempleadas
que eran forzadas a dirigirse a las ciudades o
emigrar para encontrar algún tipo de trabajo sin
importar el sueldo. Esta historia es la conse-
cuencia directa del Acuerdo de Agricultura y
estos son los resultados para los que ha sido
diseñado.      

La agricultura mexicana transitó por el valle de
la liberalización a inicios de los ’90 y su experi-
encia ha sido la misma que la de muchos otros
países, y los mismos efectos se prevén para
uno de los miembros más recientes de la OMC,
China. El Departamento de Agricultura de
EE.UU. pronostica que las exportaciones agríco-
las de EE.UU. a China aumentarán US$2 mil
millones por año por encima del promedio actu-
al.   Utilizando varios escenarios diferentes los
investigadores sugieren que luego de finalizado
el período de transición de 5 años estipulado
por la OMC, las importaciones de granos se
incrementarán entre el 160 y el 200%.  En la
medida en que crezcan las importaciones será
inevitable que los precios se reduzcan. Las esti-
maciones sugieren que el aumento de las
importaciones provocará una reducción de la
producción local de las commodities a granel de

entre el 2,5% y el 7,7%.  Aunque este es un
porcentaje relativamente bajo, representa una
enorme pérdida para las familias campesinas,
especialmente para aquellas que son altamente
dependientes de la agricultura. Además de que
se verán más afectados por una mayor compe-
tencia, los hogares que dependen de los ingre-
sos prediales generalmente tienden a ser más
pobres.  Para estas personas que totalizan unos
311,5 millones,  la pérdida de unos pocos yuan
a causa del crecimiento de las importaciones
puede significar la diferencia entre la super-
vivencia y la muerte por el hambre.

La caída de los precios internacionales de las
commodities  -ya sea maíz, trigo u otros pro-
ductos- está afectando claramente a aquellos
productores cuyo sustento depende de ellas. Si
hay un sector que al menos en teoría debería
beneficiarse con el comercio es el de los con-
sumidores. Pero los precios depreciados de las
commodities no necesariamente se traducen en
alimentos más baratos. En México por ejemplo,
el precio de las tortillas ha aumentado en un
22% en términos reales desde la liberalización.
Es verdad, los precios reales de las materias
primas (maíz) han caído, pero el TLCAN se hace
realidad en un contexto  en que el mercado
interno de tortillas estaba controlado por dos
grandes empresas que entre ambas controlan
el 97% del mercado interno. El fenómeno de la
concentración de los mercados agrícolas explica
el apoyo entusiasta del gobierno de EE.UU. al
Acuerdo sobre Agricultura. Observando algunas
estadísticas sabremos que:

∑ cuatro empresas (Cargill, Cenex Harvest
States, Archer Daniels Midland (ADM) y General
Mills) son propietarias del 60% de la
infraestructura de las terminales de granos de
EE.UU,
∑ tres empresas (Cargill, ADM y Zen Noh) son
responsables por el 82% de las exportaciones
de maíz,
∑ cuatro empresas (Tyson, ConAgra, Cargill y
Farmland Nation) controlan el 81% de la indus-
tria frigorífica de EE.UU.
∑ cuatro empresas (ADM, ConAgra, Cargill y
General Mills) son propietarias del 61% de los
molinos de harina

Estas empresas hacen contribuciones impor-
tantes a los partidos políticos de EE.UU. y con-
stituyen grupos de presión muy poderosos, y
tienen grandes intereses en la apertura de los
mercados sin importarles si los pequeños
agricultores son destruidos y expulsados de sus
propios mercados.
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Pero la principal razón detrás del aumento de
los precios de los alimentos ha sido la reducción
drástica de la seguridad social. La apertura de
los mercados fue paralela a la retirada de la
ayuda estatal para los pobres. En el caso de las
tortillas mexicanas, el incremento del precio
está directamente relacionado con la retirada
de las subvenciones para los consumidores en
los alimentos básicos. El panorama más gener-
al es que el Acuerdo sobre Agricultura de la
OMC fue redactado en un contexto más amplio
de neoliberalismo en la agricultura. China, por
ejemplo, se hizo miembro de la OMC en el 2001
pero ha estado reestructurando la agricultura
siguiendo los lineamientos neoliberales desde
1977. India ha sido dominada por el fervor
neoliberal por casi dos décadas, proceso que ha
sido facilitado por los cambios radicales en la
política económica estimulados por el Banco
Mundial. La política agrícola de México bajo
dirección internacional y con el apoyo de
poderosos intereses económicos internos,
aunque minoritarios, ha ido tendiendo hacia la
derecha desde 1980. En Brasil, los programas
de ajuste estructural del Banco Mundial y del
FMI iniciados en 1982 suprimieron los precios
soporte, los créditos rurales con bajos intere-
ses, la subvención de los insumos y los con-
troles del precio de la tierra, en el marco de un
proceso de ajuste del cinturón. Las políticas de
liberalización comercial englobadas en la OMC
han perpetuado estos problemas. 

Sin embargo, los pobres del campo han lucha-
do y se han resistido. En todo el mundo las
organizaciones campesinas se han movilizado
contra el Acuerdo sobre Agricultura de la OMC.
En India, la Asociación de Campesinos del
Estado de Karnataka tomó las calles aun antes
de que la OMC se hiciera realidad, para protes-
tar contra los efectos devastadores del texto de
‘Dunkel’ de la Ronda Uruguay. A partir de la
existencia de la OMC la protesta se ha general-
izado en todo el mundo. Los campesinos mexi-
canos han estado a la vanguardia de este
movimiento. Ellos tomaron las calles cuando se
suprimieron las subvenciones para las tortillas
en 1999, y nuevamente en el 2003 ante la
arremetida liberalizadora del TLCAN. En ambos
casos se llegó a un arreglo, pero de todos
modos los pobres aún no pueden competir con
los subsidios agrícolas de EE.UU..

El Movimiento Sin Tierra (MST) de Brasil tam-
bién ha estado a la vanguardia de las protestas
contra la liberalización del comercio agrícola, en
este caso contra el ALCA (Área de Libre
Comercio de las Américas) y con toda razón

porque a pesar de las protestas clamorosas de
millones de sin tierra la mayoría de las tierras
del país continúan sin ser cultivadas. El
Instituto Nacional para la Reforma Agraria esti-
ma que unas 100 millones de hectáreas de tier-
ra que no están siendo utilizadas podrían ser
cultivadas.  Si analizamos las cifras de la con-
tribución al valor total de la producción, encon-
traremos mayor evidencia de que los grandes
establecimientos no son más eficientes. Los
grandes establecimientos (mayores de 1000
ha) ocupan el 45% de la tierra pero sólo pro-
ducen el 16% del valor total de la producción y
solamente emplean a 4% de la fuerza de traba-
jo rural.  Esta realidad contrasta con la de los
predios pequeños menores de 100 ha que ocu-
pan sólo el 20% de la tierra pero son respons-
ables por el 50% del valor total de la produc-
ción y emplean al 79% de la fuerza de trabajo
rural. 

Conclusiones

Los movimientos sociales tienen a su favor la
producción de valor, la sensibilidad ambiental y
el peso que les da su accionar democrático.
¿Pero los gobiernos escuchan? Algunos críticos
más moderados del Acuerdo de Agricultura han
sugerido que podría ser reformado para incluir
topes a las importaciones por encima de los
cuales se aplicarían aranceles. México propor-
ciona una lección en esto. Bajo las reglas del
TLCAN el gobierno mexicano podría haber apli-
cado sin perjuicios aranceles a las importa-
ciones de maíz de EE.UU. que traspasaran cier-
to umbral. Pero el nivel de este umbral fue fija-
do muy alto a comienzos del período de
escalonamiento del TLCAN y luego continuó
creciendo. Cada año desde el inicio del TLCAN
este umbral ha sido sobrepasado. Aun así el
gobierno de México no decidió ampararse en
estos derechos de protección. Había incentivos
económicos claros para utilizar estos derechos
–los ingresos que le hubiera generado serían
aproximadamente US$ 2 mil millones. Pero las
presiones políticas del gobierno de EE.UU., de
los procesadores y de un creciente número de
empresas procesadoras de alimentos extran-
jeras que han invertido en México desde la
entrada en vigor del TLCAN, pesaron más que
los intereses de los pequeños productores
locales de maíz y que los ingresos potenciales
de US$ 2 mil millones.

El caso Mexicano nos señala que las reformas
paulatinas y las cláusulas de excepción son al
mismo tiempo ingenuas e insuficientes. Los
problemas que enfrenta la agricultura sus-
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tentable con un marco como el de la OMC van
más allá del Acuerdo de Agricultura –las leyes
de derechos de propiedad intelectual del
Acuerdo de Derechos de Propiedad Intelectual
relativos al Comercio (ADPIC), las considera-
ciones sobre la salud en el Acuerdo sobre la
Aplicación de Medidas Sanitarias y
Fitosanitarias, y el comercio de servicios nego-
ciado bajo el GATS (Acuerdo General sobre
Comercio de Servicios), son todos impedimen-
tos para el desarrollo de una agricultura sus-
tentable, localizada y con apoyo gubernamen-
tal. La agricultura está profundamente integra-
da en la OMC. Deshacerse del Acuerdo sobre
Agricultura no es suficiente para revertir la
inequidad e injusticia del actual sistema de
comercio agrícola internacional –las comu-
nidades rurales están profundamente afectadas
por el amplio programa de la OMC que pretende
mercantilizar el conocimiento rural, el acceso a
los servicios y concentrar poder. En el mismo
sentido, retirar la agricultura de la OMC será
insuficiente para garantizar el florecimiento de
la vida rural. La OMC es un instrumento utiliza-
do para avanzar con una agenda neoliberal
atrincherada.  La voluntad política para fomen-
tar la agricultura sustentable depende de la
democracia y la equidad tanto a nivel nacional
como en el escenario del comercial interna-
cional. El futuro de las comunidades rurales no
sólo exige sacar a la OMC de la Agricultura, sino
también acabar con el neoliberalismo en la agri-
cultura. Y esto hace parte de una larga lucha
contra los gobiernos antidemocráticos en todo
el mundo, sobre todo en Estados Unidos.

NOTAS:
Este documento no hubiera sido posible sin la asistencia
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El proyecto de declaración omite las divergen-
cias, y sus ambigüedades son peligrosas para
los países en desarrollo
El anteproyecto de la declaración ministerial pa-
ra Cancún publicado el 24 de agosto de 2003 re-
fleja las grandes divergencias entre los países
desarrollados y en vías de desarrollo que no se-
rán resueltas antes de la cita en Cancún. Por el
contrario, se hará caso omiso de esas divergen-
cias, y los miembros en lugar acordarán discutir
“marcos” en vez de modalidades detalladas. En
las áreas de la agricultura y el acceso a los mer-
cados de productos no-agropecuarios (NAMA,
por su sigla en inglés) los “marcos” que se es-
tán proponiendo para el establecimiento de mo-
dalidades constituyen una orientación general
sobre el modo en que habrán de recortarse los
aranceles. Aun cuando las fórmulas propuestas
son muy ambiciosas, ninguna de ellas aporta ci-
fras concretas de reducción arancelaria.

Son incluso más ambiguas, sin embargo, las
áreas relativas  a la protección de los intereses
de los países desarrollados –por ejemplo el lla-
mado ‘compartimiento verde’ en las negociacio-
nes agrícolas o las barreras no-arancelarias en
las negociaciones sobre aranceles industriales.
Estas áreas que tratan sobre cómo los países
desarrollados protegen sus propios mercados
carecen de elaboración.

Estas ambigüedades son sumamente peligrosas
para los países en desarrollo, ya que básicamen-
te se les pide que adhieran a marcos de reduc-
ción arancelaria sin ninguna garantía de que los
desequilibrios de las normas actuales, que habi-
litan distorsiones del mercado mundial en bene-
ficio de los países desarrollados, serán efectiva-
mente abordados.

Agricultura: los países desarrollados se manejan
con un doble discurso
Las distorsiones del comercio agropecuario a fa-

vor de los países desarrollados son bine conoci-
das. Los países de la OCDE siguen subsidiando
fuertemente su agricultura con cifras que as-
cienden a los US$ 1,000 millones diarios, y vuel-
can sus productos en los mercados liberalizados
de los países en desarrollo. La OMC sigue permi-
tiendo esas prácticas de dumping puesto que
muchos de esos subsidios están catalogados en
la OMC como ‘no distorsionantes del comercio’
(es decir, califican como apoyos de ‘comparti-
miento verde’).

Ambiciosa en acceso a los mercados, vaga fren-
te a las ayudas internas del ‘compartimiento
verde’: la producción de cultivos básicos en el
Sur desaparecerá 
El proyecto de declaración ministerial es bastan-
te detallado en lo que hace a cómo debe abor-
darse el acceso a los mercados. Eso es así por-
que los grandes intereses empresariales del
Norte están presionando para obtener mayor
acceso a los mercados de los países en desarro-
llo. En contraste, el texto es vago cuando abor-
da el problema del disciplinamiento de las gra-
ves lagunas que existen en las disposiciones so-
bre las ayudas internas clasificadas dentro del
compartimiento verde. El texto simplemente
afirma, de manera no vinculante, que “los crite-
rios de compartimiento verde siguen siendo ma-
teria de negociación”. Los países en desarrollo
han reclamado repetidamente que se le impon-
gan topes y compromisos de reducción a ese ti-
po de ayudas internas de compartimiento verde.

Esto es particularmente importante en vista del
hecho que las reformas de la política agrícola
común (PAC) de la Unión Europea constituyen
ante todo una estrategia para trasladar al com-
partimiento verde los apoyos que actualmente
califican dentro del compartimiento azul (que
serán disciplinados). Una parte importante de
los subsidios estadounidenses ya fueron transfe-
ridos al compartimiento verde. Hoy en día no
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hay topes que limiten los montos de ayuda in-
terna que los miembros le pueden proporcionar
a sus productores utilizando las disposiciones
del compartimiento verde.

Tal y como está planteado, es marco le permiti-
rá a los países desarrollados proseguir fácilmen-
te con sus programas agropecuarios sin necesi-
dad alguna de reformarlos. El dumping  esta-
dounidense –40% en el caso del trigo, 25 a 30%
para el maíz, 30% para la soja, 57% para el al-
godón y 20% para el arroz -- proseguirá a me-
nos que se discipline el compartimiento verde.
Asimismo continuará el dumping de cereales
(trigo blando, cebada, maíz y arroz), azúcar y
lácteos de la Unión Europea. La evaluación que
hace la misma  Comisión Europea de sus pro-
puestas de apoyos escindidos de la producción
es que la producción de cereales seguirá au-
mentando por lo menos hasta el 2009. 

El problema es que las ayudas y el dumping de
EEUU y la UE es en productos básicos. Si se lle-
ga a aprobar el marco propuesto se exacerbará
la tendencia a la transformación de países ex-
portadores netos de alimentos (como en el caso
de Indonesia y las Filipinas) –o al menos con
grados importantes de autosuficiencia—en im-
portadores netos. Visto el papel central de la
agricultura en el Sur, el desempleo y la insegu-
ridad alimentaria aumentarán.

Los países en desarrollo cuyos mercados están
siendo distorsionados por esas prácticas de
dumping deben asegurarse, antes de consentir
con cualquier fórmula de reducción arancelaria,
que prime y se elabore un enfoque semejante a
la reducción  general de las ayudas internas. Las
ayudas internas deben reducirse a un nivel ‘ar-
monizado’ insignificante, o de lo contrario no se
debe permitir la reducción de ningún arancel.

Recortes arancelarios muy ambiciosos
Los aranceles constituyen el único mecanismo
de defensa de los países en desarrollo contra el
dumping de EEUU y la UE. El marco de recortes
arancelarios propuesto para los países en desa-
rrollo es muy ambicioso. Se propone que inclu-
so las ‘líneas arancelarias sensibles a las impor-
taciones’ deben someterse a cierta reducción
arancelaria promedial a determinar. Dentro de
esta categoría, “los países en vías de desarrollo
dispondrán de mayor flexibilidad, bajo condicio-
nes a determinar” para designar un alista de
productos especiales (SP, por su sigla en inglés)
que estarían sujetos a recortes arancelarios mí-
nimos.

Algunos países han estado reclamando que al-
gunos productos especiales de importancia críti-
ca para la seguridad alimentaria y el empleo ru-
ral quedasen exentos de recortes arancelarios,
pero su petición fue desoída. El texto sugiere
asimismo que la lista de productos que podrían
incluirse en esa categoría especial será suma-
mente limitada. En tales condiciones y en vista
de las distorsiones actuales del comercio agro-
pecuario mundial, esta disposición no le dará
margen suficiente a los países en desarrollo pa-
ra defender a sus productores locales y asegu-
rar su seguridad alimentaria y satisfacer sus ne-
cesidades de desarrollo rural a largo plazo.

Además, todos los demás aranceles deberán so-
meterse a recortes mayores, siguiendo bien sea
una fórmula híbrida Suiza-Ronda Uruguay o una
fórmula suiza. Ambos métodos suponen grandes
recortes arancelarios y la reducción de los aran-
celes altos a niveles mucho más bajos. Si se
aprueban estos recortes arancelarios los países
en desarrollo quedarán aún más expuestos al
dumping –y de manera permanente.

Promesas vagas sobre compromisos en torno a
los subsidios a las exportaciones, pero más tra-
to especial y diferenciado para los países desa-
rrollados
A pesar de las promesas de los países desarro-
llados que se comprometieron en Doha a redu-
cir progresivamente todas las formas de subsi-
dio a las exportaciones “con vistas a su elimina-
ción total”, el texto al respecto en el proyecto en
cuestión es problemático ya que no brinda direc-
trices claras acerca de cómo ello habrá de ocu-
rrir –mas allá de formular  promesas vagas que
no se cumplirán. Cabe recordar que los subsi-
dios a las exportaciones –dumping puro y sim-
ple—hace tiempo que fueron prohibidos en el
GATT por constituir a todas luces una práctica
comercial injusta y desleal.

Es evidente que EEUU tanto como la UE quieren
continuar con sus regímenes de exportación ba-
sados en la práctica del dumping, y que aspiran
legalizarlos en el nuevo acuerdo agrícola. El tex-
to solamente afirma que los miembros deben
eliminar los subsidios a las exportaciones para
los productos que son de interés para los países
en desarrollo, sin especificar cronogramas ni fe-
chas tope y sin mayor elaboración de cuáles se-
rían los productos de interés para los países en
desarrollo que se tendrían que someter a esa
disciplina. Con respecto a los subsidios a la ex-
portación restantes, los miembros deberán
“comprometerse a reducir, con vistas a su elimi-
nación gradual, las partidas presupuestales y las
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cuotas para subsidios a las exportaciones”.

El Artículo 3.6 del proyecto de declaración re-
fuerza asimismo la falta de compromiso de los
países desarrollados para con cualquier tipo de
reforma sustantiva del sistema de subsidios a la
exportación. Allí consta que “la fecha tope para
la eliminación progresiva de todas las formas de
subsidio a las exportaciones todavía es materia
de negociación”.

Como en el caso de las lagunas existentes en las
disposiciones sobre el compartimiento verde, a
menos que estos detalles sean elaborados y ex-
plicitados satisfactoriamente, los países en de-
sarrollo no deben consentir al régimen mucho
más elaborado de reducciones arancelarias es-
bozado en el proyecto. Hacerlo reforzaría y
agravaría aún más los desequilibrios que ya
existen y el trato especial y diferenciado que ya
reciben los países desarrollados. 

Silencio acerca de la Cláusula de Paz
La fecha de expiración de la ‘cláusula de paz’ es-
tá fijada para diciembre de 2003. La ‘cláusula de
paz’ del Acuerdo sobre la Agricultura llama a los
gobiernos a ejercer “debida moderación” y abs-
tenerse de desafiar o enjuiciar aquellos subsi-
dios agropecuarios de otros miembros que se ci-
ñan plenamente a las normas de la OMC. Esta-
dos Unidos, la Unión Europea y otros países de-
sarrollados han seguido practicando el dumping
e invadiendo los mercados del mundo con sus
productos subsidiados (utilizando las normas
que permiten subvencionar las exportaciones,
partidas ilimitadas de ayuda interna cobijadas
bajo el compartimiento verde, y algunas catego-
rías de apoyo interno bajo el compartimiento
azul), y esta cláusula les ha brindado protección
efectiva.

Los países en desarrollo se han expresado uná-
nimemente afirmando que la cláusula de paz de-
be expirar en diciembre de 2003, tal y como es-
tá previsto. Una vez más, allí donde se ponen en
juego los intereses de los países desarrollados,
el texto ‘marco’ es vago y solamente menciona
que la cláusula de paz y otros detalles no han si-
do acordados aún.

Los países en desarrollo deben asegurarse ga-
rantías de que la cláusula de paz expirará, de lo
contrario no deben consentir con ningún marco
de reducciones arancelarias en Cancún.

Conclusión
En este proyecto de declaración no aparecen por
ningún lado las promesas de ‘desarrollo’que se

formularon en Doha. Para completar, los países
desarrollados están poniendo la mira en fórmu-
las de acceso a los mercados ambiciosamente
mercantilistas en las áreas de aranceles indus-
triales, agricultura y servicios.

Dada la evidencia abrumadora del hecho que la
Ronda Uruguay ha afectado negativamente a los
países en desarrollo (por ejemplo, la participa-
ción del África en el comercio mundial cayó del
8 al 2% desde entonces, y la UNCTAD estima
que las cifras de desempleo y pobreza están cre-
ciendo en los países en desarrollo y que los cien-
tos de miles de millones de dólares se proyecta-
ba para ellos durante la Ronda Uruguay eran
exageradas), cualquier ‘avance’ en Cancún será
un retroceso para los países en desarrollo.

Si el desarrollo fuese en verdad el centro, en lu-
gar de las negociaciones actuales se debería
realizar una evaluación exhaustiva de las reper-
cusiones que ya han tenido los acuerdos actua-
les de la OMC en términos del desarrollo, se de-
bería eliminar acuerdos como el de los ADPIC
[propiedad intelectual] que no tienen lugar en
verdad en una institución de comercio, y se de-
bería revertir los acuerdos vigentes que ya le
hayan ocasionado daño a las industrias y el sec-
tor agropecuario de los países en desarrollo.

Los miembros de la OMC harían bien en reflexio-
nar sobre el preámbulo del texto por el cual se
estableció la OMC, donde reza que mejorar las
condiciones de vida y el empleo son los objeti-
vos, no una liberalización homogenizante  a cos-
ta del desarrollo y otros objetivos sociales.

IATP 2002, US Dumping on World Agricultural Markets.
Comisión Europea 2003, CAP Reform: Impact Analysis of

the Mid-term Review Proposals.
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Después de 14 meses de audiencias, conferen-
cias y deliberaciones, el 13 de mayo de 2002 el
Presidente Bush firmó la Ley de Seguridad Agrí-
cola e Inversión Rural de 2002. Esta ley de US$
248,6 mil millones representa un aumento su-
perior al 80% del aporte de los contribuyentes
para la agricultura, en comparación con la ley
agrícola de 1996 (la Ley de Libertad para la Agri-
cultura), que intentó apartar a los agricultores del
sistema de subsidios y pagos complementarios,
en un intento de cumplir con las obligaciones asu-
midas por EE.UU. ante la Organización Mundial del
Comercio (OMC). Si bien hace seis años el tema
era la libertad, la nueva ley agrícola obligará a los
contribuyentes estadounidenses a desembolsar
como mínimo US$ 190 mil millones en los próxi-
mos 10 años, unos $83 mil millones más que lo
que aportan para los programas actuales. La ley
propone un programa complejo. Se centra funda-
mentalmente en ocho cultivos, los cultivos del
“programa” (algodón, trigo, maíz, soja, arroz, ce-
bada, avena y sorgo). En consecuencia beneficia-
rá en gran medida a los estados productores de
granos y cereales, que además resultan ser los
estados "indecisos" en las elecciones de mitad de
período. El diputado Larry Combest, Presidente de
la Comisión de Agricultura de la Cámara de Dipu-
tados, proclamó a los agricultores estadouniden-
ses como los ganadores de la ley.

La nueva ley agrícola contiene algunas disposicio-
nes potencialmente buenas, como por ejemplo, el
Programa de Nutrición del Mercado de Agriculto-
res y Granjeros (Farmers' Market Nutrition Pro-
gram), la ayuda para los agricultores y ganaderos
que inician sus actividades, la obligatoriedad del
etiquetado del país de origen en todas las carnes
y productos, la creación de la Subsecretaría de
Derechos Civiles en el Departamento de Agricultu-
ra de EE.UU., y la duplicación de la financiación
anual de los Proyectos Alimentarios Comunitarios
(de US$ 2,5 millones pasa a US$ 5 millones). La

ley abarca el programa de cupones para la ali-
mentación (estampillas de alimento), y restablece
algunos beneficios para los inmigrantes legales
adultos que han vivido en EE.UU. durante un pe-
ríodo mínimo de 5 años, sin exigir requisitos de
residencia para sus hijos y las personas discapaci-
tadas. También aumenta el gasto en conservación
agrícola, mediante el cual se paga a los agriculto-
res para que no entreguen sus tierras a desarro-
llos inmobiliarios, para reducir el escurrimiento
que contamina las fuentes de agua potable, y pa-
ra preservar humedales y hábitats de vida silves-
tre. Sin embargo, más del 50 por ciento (US$ 9
mil millones del total de US$ 17,1 mil millones) de
los fondos de conservación son para el Programa
de Incentivos de Calidad Ambiental (EQIP, por sus
siglas en inglés), el cual, para desgracia de las or-
ganizaciones agrícolas de base, permite que ope-
radores individuales -incluso las granjas industria-
les de las corporaciones- reciban US$ 450.000 en
un plazo de seis años.  

Pero las bondades potenciales de la ley palidecen
en comparación con los perjuicios que traerá apa-
rejados. En general, la nueva ley perjudica a los
agricultores familiares, a los consumidores, los
contribuyentes y al medio ambiente. Roba a los
pobres para pagarle a los ricos. Aumenta la deses-
tabilización que vive la agricultura familiar y las
comunidades rurales en todo el mundo, y no for-
talece la seguridad alimentaria. Este documento
de antecedentes analiza esas carencias.  

Asistencia para la agricultura empresarial

El Presidente Bush afirmó al firmar la ley que la
misma "promoverá la independencia de agricul-
tores y granjeros y preservará la forma de vida
agrícola durante generaciones. Ayuda a los agri-
cultores estadounidenses y por lo tanto, ayuda a

Traición a la agricultura: La ley
agrícola estadounidense de 2002
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los estadounidenses". Sin embargo, la compara-
ción entre la realidad de los años 1930 y la ac-
tualidad no respalda las palabras del Presidente
Bush.(1) En la década de 1930, el 25 por ciento
de la población vivía en los seis millones de es-
tablecimientos agrícolas del país; los dos millo-
nes de establecimientos agrícolas que quedan
actualmente corresponden al 2 por ciento de la
población. Las pequeñas granjas familiares han
sido sustituidas en forma masiva por grandes
establecimientos agrícolas comerciales; el 72
por ciento de las ventas están concentradas en
el 8 por ciento de los establecimientos, en gran
parte gracias a la acción de políticas similares a
las que promueve esta nueva ley agrícola.(2) 

El rasgo más destacado de la ley agrícola de
2002 es la promoción del bienestar de la agroin-
dustria. Los subsidios federales para los cultivos
no irán a parar a manos de productores pareci-
dos a la familia Joad de John Steinbeck, sino a
beneficiarios ricos, como los catorce miembros
del Congreso que redactaron la ley; ricas corpo-
raciones estadounidenses como la Westvaco (un
conglomerados de productos de papel), Chevron
y la compañía de seguros John Hancock Insu-
rance Company; y personas como Ted Turner,
máximo director ejecutivo de Time-Warner En-
tertainment, el corresponsal de ABC Sam Do-
naldson, y el multimillonario David Rockefeller
del Chase Manhattan Bank.(3) La mayoría de los
pequeños productores no recibirán más que una
factura de impuestos. La ley agrícola no hace
más que seguir inclinando la cancha en su con-
tra.(4) 

Contra la agricultura 

Si bien la ley agrícola garantiza la bonanza para
los grandes productores de los cultivos favoreci-
dos, como maíz, soya y algodón, los pequeños
productores agrícolas son estafados. No exage-
ramos si decimos que la nueva ley traiciona a la
agricultura.  

La ley ignora temas que han estado en la agen-
da de los pequeños agricultores y granjeros y
las organizaciones agrícolas durante mucho
tiempo, como la prohibición de que las empre-
sas frigoríficas sean propietarias de ganado, un
programa de incentivos para la protección del
medio ambiente centrado en la agricultura fami-
liar, y aumentos de los ingresos agrícolas me-
diante el aumento de los créditos o el subsidio a
los precios. En vez de establecer un tope anual
de subsidios basado en el sentido común, se ad-
mite un tope ridículamente alto: sólo los agricul-

tores cuyos ingresos brutos ajustados alcanzan
o superan los US$ 2,5 millones no están habili-
tados a recibir subsidios.(5) También, en virtud
de un compromiso realizado entre el Senado y
la Cámara de Representantes, se fijó el límite de
pago máximo en US$ 360.000 en vez de US$
250.000. El problema de este tope es que resul-
ta muy fácil burlarlo: las ricas corporaciones
agrícolas simplemente usan certificados genéri-
cos (CERT) para sus productos que les permiten
acceder a subsidios a los precios ilimitados.

La nueva ley sólo agrava las desigualdades exis-
tentes. El 10% de los beneficiarios más favore-
cidos por los subsidios agrícolas, cobra las dos
terceras partes del dinero, y el 80% restante re-
cibe apenas una sexta parte.(6) El 47% de los
subsidios para las commodities van a parar a los
grandes establecimientos, aquellos con ingresos
promedio de US$ 135.000. Por otra parte, la
mayoría de los cultivos no son elegibles para el
pago de subsidios. Por ejemplo, en California,
sólo el 9% de los 74.000 establecimientos reci-
bió efectivamente subsidios desde 1996; US$
1,8 mil millones se adjudicaron a menos de
3.500 establecimientos. 

La mayoría de los cultivos especiales que ali-
mentan la maquinaria agrícola de US$ 29 mil
millones del estado -como uvas, duraznos, ci-
ruelas, nectarinas, fresas, almendras, nueces y
verduras- no reciben ni un centavo de ayuda. El
monto mayor se destina a subsidiar cultivos de
algodón, arroz, trigo y cebada. De los 20 benfi-
ciarios principales de California, siete son  gran-
des productores de algodón y nueve grandes
empresas arroceras que perciben un promedio
de US$ 596.000 al año por concepto de subsi-
dios para cultivos.(7) La producción de un acre
de arroz en California tiene un costo de entre
US$ 700 y US$ 800, y su venta en el mercado
internacional reporta ¡apenas US$ 650!

El estado de Iowa, hogar del Presidente de la
Comisión de Agricultura del Senado, Tom Har-
kin, se lleva la parte del león de los fondos des-
tinados a los subsidios, US$ 1,7 mil millones. Y
Texas, el estado del republicano Larry Combest,
creador de la ley agrícola, y el demócrata Char-
les Stenholm, ambos integrantes de la Comisión
de Agricultura de la Cámara de Representantes,
es el que recibiría el mayor aumento, un monto
adicional de US$ 582 millones por año, el doble
de lo que le adjudicaba la ley de 1996. Durante
los últimos cinco años, 36.200 establecimien-
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tos agrícolas de Texas recibieron US$ 6,6 mil
millones por concepto de subsidios, mientras
que el resto, US$ 1,1 mil millones, se dividió
entre 181.000 pequeños agricultores.(8) 

Los actuales niveles de subsidios ya han lleva-
do a la superproducción, causando a su vez la
baja de los precios. Actualmente más del 40%
de los ingresos netos del sector provienen del
gobierno federal; una invitación para quienes
aspiran a recibir la mayor cantidad posible de
subsidios federales a plantar los cultivos de
mayor rendimiento, a aprovechar cada centí-
metro cuadrado y a utilizar tanto fertilizante
como aguante el suelo. Aumentar los subsidios
que ya son altos sólo empeorará las cosas. 

El aumento de los subsidios al poderoso sector
de la agricultura empresarial, contribuirá ade-
más a asegurar que continúe el éxodo de pe-
queños agricultores independientes que dejan el
campo. El dinero de los contribuyentes financia-
rá los establecimientos agrícolas más grandes
del país, ayudándolos a comprar las pequeñas
granjas familiares vecinas que luchan por sobre-
vivir y crear un "efecto plantación", convirtiendo
a granjeros independientes en aparceros. Según
Bill Christison, Presidente de la Coalición Nacio-
nal de Agricultores Familiares (National Family
Farm Coalition) y el Centro contra la Crisis Rural
de Missouri (Missouri Rural Crisis Center), los
perdedores de la nueva ley agrícola son los agri-
cultores independientes del país que luchan por
conservar sus fincas, y los contribuyentes que
aportarán los fondos para financiar los niveles
record de subsidio que establece la ley. (9) 

Nuevos mercados internacionales para las
corporaciones estadounidenses 

El pueblo estadounidense no puede comer todo
lo que producen los agricultores, granjeros y ga-
naderos estadounidenses. Y por lo tanto, hay
que vender más alimentos en el exterior. Actual-
mente el 25 % del ingreso agrícola de EE.UU. lo
generan las exportaciones, lo que significa que
el acceso a los mercados extranjeros es esencial
para el sustento de nuestros agricultores, gran-
jeros y ganaderos. 

.
"Permítanme explicarlo de la forma más sencilla
que puedo: queremos vender nuestra carne,
maíz y frijoles a los pueblos de todo el mundo
que necesitan comer".

Presidente George W. Bush (10) 

Con los mercados estadounidenses ya satura-
dos, EE.UU. está presionando agresivamente
para abrirse paso en los mercados extranjeros,
con mucho éxito. Ya hoy, uno de cada tres acres
cultivadas en los Estados Unidos de América
produce alimentos o fibra destinados a la expor-
tación, y una cuarta parte de las ventas agríco-
las son exportaciones.(11) En el marco del Pro-
grama de Acceso a Mercados de la Ley Agrícola
de 2002, ya se distribuyó un total de US$ 100
millones de dólares entre 67 grupos comerciales
estadounidenses, con el objetivo de promover
los productos agrícolas de EE.UU. en distintos
mercados del exterior. Un monto adicional de
US$ 1,34 millones de fondos federales del Pro-
grama de Calidad de Muestras (Quality Samples
Program) se repartió entre 17 grupos comercia-
les, para aumentar las ventas de exportación,
mediante la expansión a nuevos mercados agrí-
colas.(12) Toda la ley agrícola está basada en el
mito de que el comercio salvará a los agriculto-
res estadounidenses. Pero la experiencia de las
dos últimas décadas demuestra que las exporta-
ciones no han generado los resultados espera-
dos.(13) Los bajos precios de los productos
agrícolas sólo han aumentado las ganancias de
procesadores, exportadores y compañías pro-
ductoras de semillas y agroquímicos, mientras
destruyen las formas de sustento de los agricul-
tores familiares.   

Robin Hood a la inversa 

Pero la ley agrícola de 2002, no solamente fun-
ciona como un programa de asistencia para el
sector de la agricultura empresarial costeado
por los contribuyentes, también sirve para robar
a los pobres del mundo. A través de su influen-
cia sobre el Banco Mundial, el Fondo Monetario
Internacional (FMI), y los acuerdos internacio-
nales de comercio, EE.UU. abre los mercados
extranjeros para sus exportaciones, forzando a
los países pobres a eliminar subsidios y bajar
aranceles. Al mismo tiempo, sin embargo, se
defiende de la competencia extranjera aumen-
tando sus subsidios y manteniendo sus arance-
les. Estas medidas le han permitido inundar los
mercados mundiales con su excedente agrícola.
Por ejemplo, EE.UU. exporta maíz a precios que
están 20 % por debajo del costo de producción,
y el trigo a un 46 % por debajo del costo.(14)
Esto ha provocado la ruina de los productores de
maíz mexicanos. Más del 80 % de la población
que vive en condición de extrema pobreza en
México, vive en áreas rurales, y más de 2 millo-
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nes son agricultores de maíz. No hay forma de
que puedan competir con la agroindustria esta-
dounidense subsidiada. 

Un aumento drástico de los subsidios a la agri-
cultura en EE.UU. significa poner en mayor ries-
go aun las formas de sustento de los agriculto-
res del Tercer Mundo. La nueva ley fomentará el
aumento del excedente agrícola, y EE.UU. inun-
dará los mercados internacionales con produc-
tos a precios aún más por debajo del costo, pro-
vocando así la caída de los precios de estos pro-
ductos, que son los mismos en los que basan su
comercio los países en desarrollo. De esta forma
se elimina a un número cada vez mayor de agri-
cultores pobres. Se trata de un efecto Robin
Hood pero a la inversa, roban a los pobres del
mundo para enriquecer al poderoso sector agro-
empresarial. 

Un ejemplo de este efecto es el comercio de al-
godón, uno de los principales productos agríco-
las del comercio internacional. Los nuevos sub-
sidios implican que los cultivadores de algodón
estadounidenses, cuyo valor neto promedio es
de US$ 800.000, recibirán este año la mitad de
su ingreso del gobierno, aunque sólo una canti-
dad relativamente pequeña de los agricultores
estadounidenses (apenas 25.000 de un total 2
millones) cultiva algodón.(15) 

Mientras los subsidios protejan a los productores
de algodón de EE.UU. de la caída de los precios
en el mercado internacional, éstos seguirán ba-
jando los precios, alentando la producción con-
tinua, destrozando así a los productores de los
países del Tercer Mundo que no cuentan con
subsidios. Los agricultores estadounidenses tu-
vieron el año pasado una cosecha récord de
9,74 mil millones de libras de algodón, agravan-
do el exceso de producción del país y haciendo
caer los precios muy por debajo del precio de
equilibrio de la mayoría de los productores en
todo el mundo. Según un estudio del Banco
Mundial publicado el pasado febrero, esto repre-
senta un costo de US$ 250 millones de dólares
anuales para los países africanos. El informe es-
tima que la eliminación de los subsidios de
EE.UU. produciría una caída de la producción es-
tadounidense que llevaría en el corto plazo a un
aumento del precio del algodón en el mercado
internacional, lo que significaría a su vez un au-
mento de aproximadamente US$ 250 millones
en las ganancias de los países de África occiden-
tal y central. 

Esta distorsión económica resulta evidente en la
brecha entre los productores de algodón del del-
ta del Mississippi en EE.UU. y del delta del Níger
en Nigeria, África. EE.UU. es el primer exporta-
dor de algodón del mundo, incluso siendo un
productor ineficaz y caro, y África occidental es
el tercer productor más importante, estando
ambos sujetos a fuerzas de mercado que han
reducido los precios un 66% desde 1995, de 35
a 40 centavos la libra. Armados con aproxima-
damente US$ 3,4 mil millones en cheques de
subsidio que compensan cualquier déficit del
mercado, los agricultores de EE.UU. perciben
entre 70 y 75 centavos por libra de algodón. Con
la nueva ley agrícola, las expectativas de un
productor de algodón estadounidense son con-
tar con un aumento de sus ingresos de, por lo
menos, 16%. En cambio, en Mali, donde el algo-
dón constituye casi la mitad del ingreso nacional
por exportaciones, el gobierno anuncia a los
productores que este año van a obtener un 10%
menos. 

Incluso el presidente del Banco Mundial, James
Wolfensohn, reconoce que "estos subsidios es-
tán matando las posibilidades de África de salir
de la pobreza mediante las exportaciones".(17)
Mark Malloch Brown, director del Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo, estima
que los subsidios agrícolas de EE.UU. cuestan a
los países pobres cerca de US$ 50 mil millones
por año en exportaciones agrícolas perdidas.
Coincide que se trata de una cifra casi igual al
monto total de la asistencia que los países ricos
brindan a los países pobres.  

El libre comercio recibe una paliza 

Durante décadas EE.UU. ha sido el paladín del li-
bre comercio, presionando a otros a abrir sus
mercados a los productos manufacturados y a
eliminar los subsidios a la producción agrícola.
Ya en la década de 1990, ejerció fuertes presio-
nes para reducir los subsidios agrícolas en la
Ronda Uruguay del GATT. En setiembre de 2001,
EE.UU. respaldó un llamado del Grupo Cairns,
integrado por 18 países agrícolas, que promovía
la reforma del sistema de comercio internacional
y la eliminación de todo tipo de subsidios que
distorsionaran el comercio. En la cumbre minis-
terial de la OMC en Qatari, capital de Doha, en
noviembre de 2001, EE.UU. renovó su compro-
miso anti-subsidios. Apenas seis meses des-
pués, aumentó en un pródigo 80% los fondos
para la asistencia de su propio sector agrícola,
haciendo sonrojar incluso a los europeos. 
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El Presidente Bush y la Ministra de Agricultura
Ann Veneman afirman que la nueva ley no viola
los compromisos asumidos por EE.UU. en el
marco de la OMC. La ley intenta que parezca
que el aumento de la asistencia agrícola está
técnicamente dentro de los límites establecidos
por el Acuerdo sobre la Agricultura (AOA por sus
siglas en inglés) de la OMC, pidiendo al Depar-
tamento de Agricultura de EE.UU. que manten-
ga los subsidios dentro del límite de US$ 19,1
mil millones que establece el Acuerdo para el
programa de subsidios de EE.UU. La ley también
aumenta en 80% el apoyo a los agricultores, a
través de los llamados Programas de conserva-
ción del suelo, que beneficiarán a las fincas ga-
naderas y a las granjas frutícolas y hortícolas,
clasificadas dentro de la categoría de la llamada
"caja verde" de la AOA que incluye los subsidios
permitidos. Pero el estadounidense Joseph Sti-
glitz, ganador del Premio Nóbel de Economía,
describe la nueva ley como "la ilustración per-
fecta de la hipocresía de la Administración Bush
sobre la liberalización del comercio".(18) 

La "cláusula de paz" del AOA (Artículo 13) esta-
blece que durante el período de implementación
del AOA, que dura hasta fines de 2003, el apo-
yo y los subsidios que no se ajusten a las dispo-
siciones del AOA pueden ser objetados por in-
fringir el Acuerdo sobre Subsidios y Medidas
Compensatorias de la OMC. Teóricamente, esta
disposición podría ser utilizada por otros países
para plantear una disputa contra EE.UU. en la
OMC. En este proceso de disputa, el demandan-
te debería demostrar que el gasto de EE.UU su-
peró el nivel de 1992. Sin embargo, nunca se
exigió a los miembros de la OMC que informaran
los niveles de apoyo que proporcionaban en
1992, y los países industrializados como la UE y
EE.UU. no han suministrado estas cifras. De es-
ta forma, la disposición mediante la cual otros
países podrían intentar cuestionar a EE.UU. an-
te la OMC, en los hechos no puede ponerse en
práctica. 

Este doble discurso de la administración que
profesa lealtad a la economía de mercado y a la
probidad fiscal, ha provocado una ola de indig-
nación entre los países cuyo desarrollo depende
en gran medida de las exportaciones agrícolas.
Estos países están apelando a la OMC para que
aplique sanciones, amenazan con represalias y
acusan a EE.UU. de hipocresía, por adoptar una
actitud proteccionista y al mismo tiempo exhor-
tar a otros países profundizar su proceso de
apertura. El Representante Comercial de EE.UU.,

Robert Zoellick, ha reconocido: "nos merecemos
las críticas que hemos recibido". (19) 

Con la aprobación de la ley agrícola estadouni-
dense, la Unión Europea, cuyo presupuesto de-
dica a los programas agrícolas más fondos que
a cualquier otro programa, ya no es el gran pe-
cador. También los japoneses pueden sentirse
aliviados. (40% del ingreso agrícola europeo
proviene de subsidios, al igual que el 63% del
ingreso agrícola japonés).(20) Sin embargo, es-
ta ley ha enfurecido a los socios comerciales de
EE.UU. Canadá se está concentrando en comba-
tir la ley agrícola de EE.UU. en la OMC y a tra-
vés del Tratado de Libre Comercio de América
del Norte (TLCAN). El Premier de Saskatchewan,
Lorne Calver advirtió que si el gobierno federal
canadiense no toma medidas serias ahora sobre
la ley, la economía agrícola de Canadá se dete-
riorará hasta el punto en que el país ya no ten-
drá capacidad para alimentar a su propio merca-
do interno.(21) Franz Fischler, comisiario euro-
peo responsable de Agricultura, Desarrollo Rural
y Pesca, ha dicho "esta ley constituye un duro
golpe a la credibilidad de la política de EE.UU. en
la OMC, donde EE.UU. ha presentado una agen-
da orientada hacia el comercio, totalmente in-
consistente con la nueva ley. No es posible ne-
gociar sobre la base del "haz lo que yo digo pe-
ro no lo que yo hago"".(22) 

Los europeos no están solos en sus críticas. Los
países en desarrollo también han comenzado a
protestar. El Presidente Museveni de Uganda, en
un discurso en Washington en la Cámara de Co-
mercio de EE.UU., denunció que los subsidios
gubernamentales a los agricultores de los países
ricos contradicen la propia política de la Admi-
nistración Bush de "comercio en vez de ayuda",
al cerrarles las puertas a los productos de los
países más pobres. Sudáfrica, que habitualmen-
te ha obedecido los edictos liberalizadores del
Banco Mundial y el FMI, y ha eliminado el apoyo
estatal a la agricultura, probablemente se una a
la Unión Europea y a los demás países en sus
objeciones contra la acción de EE.UU. 

El Canciller brasileño Celso Lafer amenazó con
utilizar todas las opciones de defensa comercial
posibles para anular los efectos perjudiciales de
los productos subsidiados, y declaró que Brasil
presentaría una demanda contra la ley de agri-
cultura ante la OMC, debido al daño que ocasio-
nará a las exportaciones brasileñas, en especial
de soja. Brasil estima que perderá US$ 9,6 mil
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millones durante los próximos cuatro años, ya
que la ley determinará el drástico crecimiento
de las exportaciones de EE.UU., con la consi-
guiente pérdida de participación de Brasil en el
mercado, y a la vez hará caer los precios de los
productos agrícolas en el mercado internacional.
Argentina se ha unido a Brasil para procurar que
el Organismo de Solución de Controversias de la
OMC establezca un panel que determine la lega-
lidad de la ley agrícola en virtud de las reglas del
sistema de comercio multilateral.(23) También
los representantes chinos han amenazado con
tomar represalias.  

El Grupo Cairns ha declarado que la ley es per-
judicial para la economía internacional. Uruguay
está analizando los efectos de la ley sobre sus
exportaciones agrícolas, mientras que los gobier-
nos del Caribe también analizan el efecto de la
ley sobre la economía regional, en especial los
impactos sobre las exportaciones caribeñas de
arroz y azúcar. En resumen, la ley agrícola sabo-
tea la obra comercial de EE.UU. y en su lugar ha
sido detonante de guerras comerciales.  

El libre comercio no es la solución 

Uno de los grandes mitos que han perpetuado
los gobiernos de EE.UU. y la UE durante las últi-
mas décadas es que el libre comercio ayuda a los
agricultores y a los pobres. ¡Y no es así! Los in-
tentos de dejar a los agricultores a merced del li-
bre mercado sólo aceleran su destrucción. 

El énfasis en los cultivos de exportación para el
comercio, ha significado el aumento de la pro-
ducción, ya que los agricultores se volcaron al
uso sin freno de plaguicidas, herbicidas y fertili-
zantes. Muchos han dejado de rotar sus cultivos,
dedicando cada acre de tierra a producir maíz,
trigo o algún otro producto agrícola para el mer-
cado internacional, creando así extensos mono-
cultivos que para mantenerse, requieren mu-
chos más productos químicos. Esto ha destruido
nuestra biodiversidad. Los grandes estableci-
mientos industriales necesitan costosos equipos
para plantar y cosechar, aumentando la intensi-
dad del capital de la agricultura. A medida que
aumentan los costos, caen los precios en los
mercados inundados con los excedentes. Cuando
los precios bajan, los agricultores necesitan sub-
sidios, que solo se otorgan a los grandes agricul-
tores y al sector de la agroindustria. Las rentas
en efectivo y los valores de la tierra aumentan.
Esto promueve grandes niveles de endeuda-
miento. Los terratenientes ricos se hacen más ri-

cos y los jóvenes agricultores ni siquiera pueden
cubrir los costos para comenzar a producir. Se ha
creado una economía de burbuja en la agricultu-
ra. Las fincas van a la quiebra. El libre comercio
en la agricultura mata de hambre a nuestros
agricultores. 

¿Quién pagará la ley agrícola cuando llegue el
momento? Hay más sorpresas reservadas para
los contribuyentes estadounidenses. Pero el cos-
to último de la ley será la trágica desaparición de
la agricultura familiar en todo el mundo.  

Una oportunidad para el cambio 

La ley agrícola de 2002 le ofrece a la socie-
dad civil una nueva oportunidad para demo-
ler el mito hipócrita de la "agenda de desa-
rrollo" del libre comercio. La ley debe fortale-
cer a la sociedad civil para unirse a la convo-
catoria de la Vía Campesina, un movimiento
internacional de agricultores que ha denun-
ciado la liberalización de los productos agrí-
colas que promueve la OMC, así como las po-
líticas de dumping de los grandes países ex-
portadores hacia los países del Tercer Mundo.
En lugar del comercio, el movimiento de pe-
queños agricultores prioriza la producción de
subsistencia saludable, de buena calidad y
culturalmente adecuada para el mercado na-
cional y los mercados subregionales o regio-
nales. La prioridad de estos agricultores es
producir para sus familias y sus comunida-
des, y después buscar acceso al mercado na-
cional antes de orientarse a la exporta-
ción.(24) 

La agricultura y la alimentación son esenciales
para el bienestar de todos los pueblos, tanto en
términos del acceso a una alimentación segura
y nutritiva, como en su calidad de base para el
desarrollo de comunidades, culturas y medio
ambientes saludables. Todos estos principios
han sido socavados por la dependencia de los
caprichos del libre mercado promovida por el
Banco Mundial, el FMI y la OMC. En lugar de
asegurar el derecho a la alimentación para to-
dos, estas instituciones han creado un sistema
que otorga prioridad a la producción orientada a
la exportación y ha aumentado el hambre y la
pobreza en el mundo, a la vez que priva a millo-
nes de personas de sus bienes de producción y
de sus recursos, como la tierra, el agua y las se-
millas. El "mercado mundial" de productos agrí-
colas simplemente no existe. Lo que sí existe es
un comercio internacional de excedentes de gra-
nos, cereales y carne, utilizados, básicamente,
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por la UE, EE.UU. y otros miembros del Grupo
Cairns, para inundar los mercados. Escondidas
detrás de los rostros de los negociadores comer-
ciales están las poderosas corporaciones inter-
nacionales, como Cargill y Monsanto, los reales
beneficiarios de los subsidios nacionales y los
acuerdos internacionales de comercio. Es esen-
cial que este régimen comercial represivo cam-
bie radicalmente. 

La ley agrícola quizás sea un hecho consumado,
pero debemos usarla para desafiar al régimen
de libre comercio y para renovar nuestra exigen-
cia de que la OMC se retire de la agricultura. Los
gobiernos deben defender los derechos de todos
los pueblos a la soberanía alimentaria. Es tiem-
po de insistir en la creación de políticas de co-
mercio fuera de Washington, que se basen en
principios razonables y adecuados, y no en la
supuesta necesidad de mantener la dominación
política y mandar en los mercados. 

* Co-Directora del Grupo Food First /Institute
for Food and Development Policy (Instituto de
Políticas sobre Alimentación y Desarrollo), co-
rreo electrónico: foodfirst@foodfirst.org
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Desde la firma del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte (TLCAN) en 1994, los peque-
ños productores tanto en México como en los
Estados Unidos y Canadá, han sentido los im-
pactos negativos de los declives en precios y las
pérdidas de mercados tradicionales. 

“Orientado hacia la exportación” describe los
programas agrícolas de los EEUU, que han sido
diseñados por las grandes agroempresas trans-
nacionales por muchos años. La Ley Agrícola de
1996 y luego del 2002 logra su gran meta de eli-
minar un precio piso y asegurar que cada quin-
tal de maíz que se produce, sale al mercado sin
importar cuánomo tan bajos lleguen los precios.
Debido al TLCAN y otros “tratados de libre co-
mercio” los muy bajos precios en los EEUU de-
terminan los bajos precios en todo el mundo.
Los productores tanto en el Norte como en el
Sur están obligados ha producir lo mas que pue-
dan para sobrevivir. Los pagos gubernamentales
solo sirven para mantener el sistema de produc-
tos baratos mientras que muchos productores, a
pesar de los pagos, abandonan la herencia de su
familia. 

La expansión de la liberalización del comercio
quecomo se está promoviendo los EEUU a través
de la Organización Mundial del Comercio, signi-
fica menos protección para los productores
mientras que los EEUU y la Unión Europea apo-
yan sus sistemas industrializados de la agricul-
tura con pagos gubernamentales desvinculados
de la producción. (La proyección de los pagos en
los EEUU es de más de US$170 mil millones en
los próximos 10 años.) Los granos baratos y las
oleoginosasrasinos que resultan de ese sistema
se usan para alimentos industrializados para
animales que fomentan las fábricas de para la
cría de animales en todo el mundo. Los EEsta-
dos UnidosU quiere que la OMC asegure la adop-
ción a nivel mundial de los alimentos y semillas
transgénicos que fomentará aun más la indus-

trialización y control de los alimentos y la agri-
cultura por unas pocas agroempresas transna-
cionales. La industrialización de la agricultura
fomentada por los productos transgénicos solo
servirá para destruir las comunidades rurales y
hacer que los precios de la comida sean inalcan-
zable para la mayoría de los pobres del mundo.  

Cuando la agenda del libre comercio de las
transnacionales se encuentra con resistencia
dentro de las negociaciones de la OMC, los EEUU
pretende lograr fines parecidos al promover
acuerdos regionales como es el ALCA y el CAF-
TA. Los productores de lácteos temen el acuer-
do con Australia y Nueva Zelandia, y  asi que ya
están sufriendo los de precios mas bajos de los
últimos 30 años con muy pocos apoyos y un au-
mento en importaciones ilegales de sustitutos
uiciones de leche asi como los Lácteos de Protei-
naConcentrada (MPC). 

La Responsabilidad de los EEUU
Los ciudadanos de los EEUU necesitan retomar
el control de la política agrícola y alimentaria
con el finmotivo de crear un sistema de agricul-
tura suostentable y un abastacimiento seguro y
saludable de alimentos. Tenemos una história de
programas gubernamentales positivos e institu-
ciones democráticas que posibiliten el cambio.
La NFFC está proponiendo una nueva Ley Agri-
cola: The Food from Family Farms Act (El Acta
de Alimentos de las Fincas Familiares). Esta ley
establece precios justos para los productores,
reservas para la seguridad alimentaria para que
las cosechas abundantes no causen una caida
en precios, tierras fuera de la producción para
promover práacticas de conservación para evitar
la sobre-produccion, préstamos que potencien
que los productores sean dueños de sus propias
tierras y el empleo uso de prácticas sostenibles
de la producción. El Acta de Alimentos de las
Fincas Familiares incluye metas parade la coo-
peración comercial basadas en los principios de

Se necesita una Nueva Ley Agrícola y 
Nuevas Políticas Agropecuarias

Coalición Nacional de Productores Familiares, EEUUA



la Soberania Alimentaria-el derecho de cada na-
ción de diseñar su propia política que asegura la
seguridad alimentaria y que mantiene sus tradi-
ciones y que beneficien al medio ambiente y la
sociedad. 

La NFFC y sus organizaciones miembroas estan
tranbajando con sus contrapartes a nivel inter-
nacional para concientizar a los consumidores,
productores, funcionarios y el público en gene-
ral sobre , el objetivo de la Soberania Alimenta-
ria, y la idea de que si las agro empresas fueran
obligadas arequeridas ha pagar un precio justo
para los productos agrícolas, los pagos guberna-
mentales no serían necesarios. El dinero recau-
dado de impuestos serviría para muchas para
otras necesidades y para equilibrar el presu-
puesto nacional. La amenaza internacional de la
política del libre comercio requiere una respues-
ta internacional de base y una visión de un sis-
tema sostenible de la producción familiar y la
seguridad alimentaria con el abastecimiento se-
guro y saludable de alimentos-la cooperación
comercial, la Soberania Alimentaria, no al libre
comercio. 

Datos importantes sobre la agricultura en EEUU:

- 82% de las exportaciones de los EEUU son
controladas por 3 empresas transnacionales. 
- Mas del 73% de las fincas en los EEUU captan
tan solo 6.8% del valor del mercado de los pro-
ductos agrícolas, mientras que 7.2% de las fin-
cas que incluyen las grandes fabricas de anima-
les, captan el 72.1% del valor del mercado. Es-
tos datos demuestran el cambio hacia las gran-
des operaciones controladas por las grandes
agro empresas. En los primeros 7 años del TL-
CAN, los ingresos de la compania Archer Da-
niels Midland’s aumentaron de US$110 millones
a US$301 millones, mientras que los ingresos
netos de Cargill del 1998 a 2002 se incremen-
taron de US$468 millones a US$827 millones.
ADM y Cargill son dos de las principales
agroempresas que controlan el comercio del
maiz.  
- Desde 1984, el precio real de los alimentos al
consumidor  comido ha sido constante mientras
que los precios que reciben los productores han
caido en un 38%. En 1999, los productores re-
cibieron 21 centavos de cada dolar de la venta
de productos comparado a hace 10 años cuan-
do recibieron 32 centavos. Estos datos demues-
tran como los consumidores, los que pagan im-
puestos y especialmente los productores pagan
el precio para que las agroempresas puedan
aumentar sus ingresos como jamas visto en
historia. 

Los impactos a nivel internacional del libre co-
mercio en la agricultura:

- A pesar de lo prometido antes del TLCAN so-
bre los beneficios que recibirían los productores,
según el departamento del desarrollo social en
México, ahora hay máas pobres que nunca en la
historia. En el 1992 el, 36% de la poblacion ru-
ral experimentaba la inseguridad alimentaria.
Ahora este número se ha aumentado al 52.4%.
- dramáaticamente. Hoy 500,000 mMexicanos
migran cada año a los centros urbanos y a los
EEUU buscando empleo. 
- Mas del 80% de los pobres en MexicoMéxico
viven en el campo, 2 millones de ellos son pro-
ductores de maiz. Antes del TLCAN MexicoMéxi-
co solo importaba aproximadamente 156,000
toneladas de maiz al año. Ahora estan importan-
do máas de 6 millones de toneladas de maiz. 
- Entre 1996 y 2001, el número de fincas fami-
liares en Canadáa decayó en un 11% debido a
las politicas gubernamentales que apoyan la
agricultura controlada por las transnacionales,
no a las fincas familiares. 
- En precios reales, los ingresos netos de los
productores Ccanadienses han caido en un 24%
entre 1988 (1 año antes del TLC Canadáa-
EEUU) y el 2002.  

15 de junio del 2003

26



27

Los productores estadounidenses sembraron
aproximadamente 31,983,805 hectáreas
(79,000,000 acres) de maíz y producirán casi 10
mil millones de quintales o más de 250 mil mi-
llones de kilos en este año. La mayoría de este
tipo de maíz amarillo no se usa en México para
hacer tortillas o tamales. En EEUU, el maíz se
considera como carbohidratos, proteína y aceite
y es utilizado fundamentalmente como alimento
para animales, edulcorante y otros usos indus-
triales. Sin embargo, las grandes procesadoras
corporativas como Cargill y ADM pueden trans-
portar esta cantidad enorme de producción a to-
dos los rincones del mundo. El maíz barato en
EEUU crea un efecto domino para los precios de
maíz que reciben los productores tanto en EEUU
como en otras partes del mundo, que incluye el
maíz blanco para el consumo humano- desde
Botswana hasta Zacatecas, México. De hecho,
los países que no tienen grandes barreras para
las importaciones, miden las fluctuaciones en
los precios del maíz al monitorear los precios en
la bolsa de valores de Chicago. Mientras que
EEUU solo exporta 1/5 de su producción, más de
70% del maíz que se comercializa a nivel inter-
nacional proviene de EEUU. 

Las políticas agrícolas, tecnológicas y ambienta-
les que han contribuido para que EEUU sea tan
poderoso en términos de volumen de producción
y precios bajos, no se han basado en el bienes-
tar de los productores familiares ni el medioam-
biente, ni en EEUU ni en ningún otro país del
mundo. 

El maíz barato genera grandes ingresos para los
procesadores alimentarios corporativos y ha si-
do la gran meta por varios años. El resultado:
cada vez hay más productores familiares que
desaparecen, en tanto los que se quedan pro-
fundizan sus deudas. Esto lleva consigo el cierre
de escuelas, iglesias y tiendas en las comunida-
des rurales. En años recientes, el maíz barato ha

permitido que las grandes fabricas de ganado
(operaciones cerradas para la alimentación de
animales - CAFO’s)  se expandan. Los CAFOs
son los contaminadores más grandes de las
fuentes de agua y destruyen las fincas familia-
res independientes y diversificadas. Los precios
de ganado decaen y aumenta la producción por
contrato integrado verticalmente.      

En el 2002, la política agrícola de EEUU atrajo
mas atención en los medios de comunicación
que en el año previo. Lamentablemente, el de-
bate sobre la Ley Agrícola del 2002 (una ley de
6 años) muchas veces ocultó o confundió los te-
mas más importantes dejando al publico con-
fundido e indefenso. La razón podría ser que
aunque muchas veces no fue reportado, el po-
der político de los transnacionales procesadoras
de alimentos tuvo una gran influencia sobre el
debate y al fin de cuentas determinó el lengua-
je final de la legislación.   

El debate fue enmarcado intencionalmente en
términos de “los grandes versus los pequeños”
engañando al publico para ocultar el interés de
las grandes agroempresas y las implicaciones
para los productores a nivel internacional. Afor-
tunadamente,  las quejas de los líderes políticos
y del sector agropecuario han enfatizado el he-
cho de que el futuro de los productores familia-
res a nivel mundial, el medio ambiente y el
abastecimiento seguro para los consumidores
estan en juego. 

Tiene que quedar claro que la política agrícola
de EEUU es asunto de todos.                          
La nueva Ley Agrícola del 2002 continúa promo-
viendo una política de maíz barato, ya que igual
a la ley agrícola de 1996 no establece un precio
piso. Un precio piso tiene que ser un componen-
te básico de la política agrícola que empezó con
el primer programa agrícola del “New Deal” de
1933.  Esto cabe cabalmente con la política del

La política Agrícola de los Estados Unidos
es Asunto de Todos

por George Naylor*



libre comercio de los Estados Unidos que no tie-
ne en cuenta la importancia de la agricultura de
productores familiares ni la importancia de la
soberanía alimentaria de los otros países. Los
precios del maíz se mantendrán muy bajos (con
la excepción de un caso de una sequía severa);
los productores no tendrán otra opción que
sembrar hasta la máxima capacidad que les sea
posible; y no habrá reservas gubernamentales.
Dicha política causará el resultado de que cada
quintal se venderá en el mercado internacional
a precios más bajos del costo de producción sin
importar hasta donde llegue el precio. Con los
cambios climáticos mundiales, la falta de reser-
vas pone a los consumidores en riesgo de caren-
cias alimentarias y desnutrición. 

¿Cómo siguen produciendo los productores es-
tadounidenses con precios tan bajos? Muchos ya
no pueden. Pero gracias a los US$20 a US$30
mil millones que reciben cada año en pagos di-
rectos del gobierno (recaudado de los impuestos
a los habitantes de EEUU), se evita que todos
los productores se embarguen de una sola vez.
La Ley Agrícola del 2002 asegura la superviven-
cia del sistema de entrega del maíz barato mien-
tras que muchos productores familiares buscan
empleo en otros sectores. Los productores que
pueden sobrevivir en el corto plazo buscarán
otra fuente de ingreso o más tierra para produ-
cir, perdiendo su independencia frente a los ban-
queros y las transnacionales de integración ver-
tical. 

La National Family Farm Coalition (Coalición Na-
cional de Productores Familiares) tiene una al-
ternativa que beneficiará a los productores fami-
liares tanto en EEUU como en todo el mundo, a
los consumidores y el medio ambiente. Se llama
Food From Family Farms Act (La Ley de Alimen-
tos de las Fincas Familiares). Se incluye un apo-
yo de precio al costo de producción-un piso es-
tablecido para los precios, pagado por las proce-
sadoras, en lugar que por los contribuyentes. El
precio piso establecido será casi el doble del
precio actual del maíz. Las grandes procesado-
ras ya no tendrán el maíz barato para trasladar
a todas partes del mundo. La Ley proporcionará
para las reservas de las cosechas abundantes.
Se podrá almacenar en caso de un desastre en
el futuro – así las cosechas abundantes no serán
una maldición que provoque una caída en los
precios internacionales. Asimismo, las cosechas
abundantes nos permitirían establecer progra-
mas de conservación de suelos para evitar la so-
breproducción que causa desperdicios y conta-
minación. Una vez instituido, los productores
podrán recibir un ingreso de la cría de ganado

en fincas familiares nuevamente con rotaciones
de cosechas y practicas de conservación como
potreros y la cultivación de zacate. Finalmente,
los miles de millones de dólares que malgastan
con los pagos gubernamentales, se pueden uti-
lizar para ayudar a nuevos productores familia-
res a comprar tierras y equipos para recrear el
sistema de fincas familiares que han servido
tanto a nuestra nación. 

Creando un sistema alimentario democrático y
al reconocer la necesidad de la soberanía ali-
mentaria de los otros países, la Food From Fa-
mily Farms Act será una ley del pueblo.   El maíz
barato ya no se permitirá para destruir a los
productores familiares a nivel internacional
mientras que el control del abastecimiento ali-
mentario se entrega a las transnacionales. Para
lograrlo, se necesita el apoyo del público que vo-
ta y la exigencia de los productores en otros paí-
ses para una política agrícola constructiva en
EEUU— una política que se puede apreciar, la
cual servirá como un modelo para sistemas de la
producción familiar en el siglo 21. La National
Family Farm Coalition busca la oportunidad de
trabajar con otros grupos para lograr esta meta.  

* George Naylor produce maíz y soya con su es-
posa, Peggy, y sus 2 hijos jóvenes. Naylor es
presidente de la National Family Farm Coalition.
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La decisión de la Unión Europa sobre la “refor-
ma” de la PAC fue anunciada a mediados de ju-
lio, cuando los negociadores estaban reuniéndo-
se en Ginebra para intentar romper el impasse
de las negociaciones agrícolas en la OMC. Pero
no nos dejemos engañar. La UE no va a recortar
sus subsidios. Este acuerdo es sólo para trasba-
sar los subsidios de un programa a otro. El
acuerdo entre Francia y Alemania, cerrado en
octubre de 2002, congela todas las ayudas de la
UE para el período 2007-2013 a niveles del
2006. A partir de ahora hasta el 2006, la UE ten-
drá que hacer frente a la incorporación de 10
Miembros nuevos por lo que los niveles de ayu-
da aumentarán de los 43 mil millones de Euro
actuales a 50 mil millones.

La supuesta “reforma radical” es para “escindir”
o “desconectar”  un cierto porcentaje de la ayu-
da, o sea brindar subvenciones que no estén re-
lacionadas con los niveles de producción. La teo-
ría dice que de esta manera el comercio se verá
menos distorsionado. Los agricultores de la UE
recibirán pagos directos en base a un período de
referencia histórico, sin relación alguna con sus
volúmenes de producción e incluso sin importar
si producen o no.

Una buena teoría, ¿pero realmente funciona? Se
supone que los agricultores producirán menos, o
incluso no producirán, ya que de todos modos
recibirán los pagos. ¿Acaso esto ha funcionado
en el pasado? No. Desde 1990, la UE ha escin-
dido o desconectado parte de sus subsidios pa-
ra los cereales. La Comisión Europea intervino
con precios mucho más cercanos a los del mer-
cado mundial y 50% más bajos que los de la in-
tervención anterior, al mismo tiempo que cana-
lizaba pagos directos a los agricultores. Si la
teoría fuera correcta, la producción de cereales
hubiera caído ya que los agricultores podrían
haber producido menos (distorsionando menos
los mercados mundiales) y aun así recibir sus

pagos. La CTA (el Centro Técnico para la Agricul-
tura y la Cooperación Rural) constató que la pro-
ducción de cereales en la UE se incrementó en
un 25% en lugar de contraerse porque los nive-
les totales de subsidios habían aumentado. Los
pagos directos suministrados fueron calculados
para resarcir más que adecuadamente a los pro-
ductores por las pérdidas experimentadas a par-
tir de la disminución del precio de intervención.

¿Por qué los productores de la UE no siguieron
las señales económicas, de precios y subsidios
que la teoría de la escisión presume deberían
seguir? Probablemente porque la teoría es de-
masiado simplista. Hay muchos otros factores
en juego. Cultivar no es sólo un trabajo, es par-
te de la historia de la familia posiblemente de
cientos de años. Producir drásticamente menos,
o eventualmente abandonar el predio, segura-
mente implique mudarse a la ciudad y aceptar
una cultura y estilo de vida muy diferentes. Por
esta razón, los agricultores europeos se aferran
a la producción mientras puedan sin importarles
mucho la etiqueta que el gobierno le coloque a
las ayudas que les brinda.

Pero las implicancias de esta “reforma” tienen
consecuencias graves para el mundo en desa-
rrollo, en primer lugar para la producción agrí-
cola y en segundo lugar en términos de las pre-
siones que la UE va a ejercer en la próxima Con-
ferencia Ministerial de la OMC para lograr la
apertura de los mercados del Sur, no sólo agrí-
colas sino en otros sectores.

Esta “reforma” de la PAC redundará en que el
impacto de sus instrumentos sobre los precios y
el comercio sea menos transparente. Los países
en desarrollo serán testigos de una mayor pre-
sencia de productos agrícolas y procesados de la
UE en sus mercados, a precios más competitivos
aunque no menos subsidiados. En contraste con
el caso de los subsidios a las exportaciones,

“Reforma” de la Política Agrícola Común de la UE: 
No nos dejemos engañar

Aileen Kwa

Focus on the Global South



donde al menos la distorsión es transparente,
será mucho más difícil para los países en desa-
rrollo que son socios comerciales de la UE deter-
minar los niveles de ayuda (y dumping) que
afectan sus mercados.

Los países que tengan acuerdos de liberalización
comercial con la UE son especialmente vulnera-
bles, como es el caso de los más de 70 países
de África, el Caribe y el Pacífico (ACP) que están
negociando acuerdos comerciales bilaterales con
la UE. Productos de la UE con precios “competi-
tivos” inundarán esos mercados. Los países de
ACP se convertirán en terreno fértil para el dum-
ping europea.

Más aun, la “reforma” dará un empuje a las ne-
gociaciones sobre una mayor liberalización agrí-
cola en la OMC. En este momento se está afi-
nando una impresionante maquinaria de relacio-
nes públicas. A los Ministros de los países en de-
sarrollo se les dirá que la liberalización en Euro-
pa está en camino y se exigirá que los países en
desarrollo disminuyan en forma significativa sus
aranceles.

La última ronda de liberalización agrícola de la
OMC ya tuvo impactos perniciosos. Esta ronda
hará desaparecer a más pequeños productores
y exacerbará la crisis ya profunda de pobreza
rural, desempleo y hambre. Las proporciones de
este desastre humano silencioso no deben ser
subestimadas. Mientras que sólo el 5% de la po-
blación europea se dedica a la agricultura, la
mayoría de la población de los países en desa-
rrollo aún depende de ese sector para su sus-
tento –75% en China, 77% en Kenia, 67% en
India y 82% en Senegal.

El comisionado comercial de la UE utilizará esta
oportunidad para presionar por una liberaliza-
ción acelerada en el sector de los servicios, así
como para ampliar el alcance de la OMC en be-
neficio de las grandes empresas de la UE y para
iniciar nuevas negociaciones sobre inversiones,
políticas de competencia, transparencia en las
contratación pública y facilitación del comercio.
Si los Ministros del mundo en desarrollo ceden a
las fuertes presiones económicas y políticas, el
Sur se puede ir despidiendo de su último bastión
de formulación de políticas nacionales. A pesar
que las empresas nacionales de los países en
desarrollo no tienen ninguna chance de compe-
tir con las grandes empresas multinacionales, el
derecho a darle preferencia a las empresas loca-
les por sobre las empresas extranjeras se verá
cercenado, incluso en el ámbito nacional.
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La reforma, basada en la estafa del desacopla-
miento de los pagos directos, va a acelerar la de-
saparición de los campesinos.

En la perspectiva de Cancún, la UE intenta saldar
la agricultura a favor  de otros sectores.

La nueva reforma de la PAC no es el resultado de
negociaciones entre Estados miembros sino de un
regateo entre la Comisión y dichos Estados. La
Comisión por fin ha logrado imponer el desaco-
plamiento a cambio de varias concesiones nacio-
nales que terminan en una renacionalización cre-
ciente de la PAC. 

En el marco de la ampliación, no augura nada
bueno y nos lleva a prever la próxima desapari-
ción de la política agrícola europea que le dejará
a la UE desprovista de los mecanismos de regu-
lación de mercados, dotada de precios manteni-
dos a niveles muy bajos por las exportaciones y
la superproducción, en un contexto en que los
pagos directos habrán disminuído considerable-
mente, por falta de legitimidad internacional, so-
cial y medio ambiental.

La Comisión europea ha venido insistiendo mu-
cho en la necesidad de adoptar el desacoplamien-
to para poder utilizarlo como moneda de inter-
cambio en Cancún y poder obligarles a los terce-
ros países a abrir sus mercados a servicios e in-
versiones europeos. Sin embargo, no es cierto
que los terceros países acepten seguir engañados
por el desacoplamiento presentado por EE.UU y
la UE. No podemos olvidarnos de que la combina-
ción de precios agrícolas internos bajos (por de-
bajo de los costes de producción) con pagos di-
rectos disociados de la producción no modifica en
absoluto el dumping, o sea, la exportación de
productos agrícolas a precios inferiores a los cos-
tes de producción, arruinando a las economías
agrícolas de terceros países.

Fundar la reforma de la PAC en  una estafa in-
ternacional es escandaloso. La UE sigue equivo-
cada dándole todavía la prioridad a la exporta-
ción.

La posibilidad para los Estados miembros de
aplazar la puesta en la práctica del desacopla-
miento o de aplicarla parcialmente va a compli-
car mucho su puesta en marcha y posiblemente
sólo sea temporaria.

Los campesinos de explotaciones pequeñas o
medianas no podrán resistir las bajas de pre-
cios. El desacoplamiento tendrá efectos perver-
sos como el abandono de las actividades agríco-
las en las regiones desfavorecidas donde ya de-
jará de ser interesante económicamente produ-
cir por precios agrícolas inferiores a los costes
de producción. El desacoplamiento es, pués, una
medida obviamente adversa al desarrollo rural,
cuyos efectos van más allá de la reducida trans-
ferencia de fondos del primer pilar. Las grandes
explotaciones podrían entonces  ser provecho-
sas, en detrimento de las explotaciones que
realmente le permitan al mundo rural vivir.        

Contrariamente al mensaje actualmente disemi-
nado por la Comisión, no se trata en absoluto de
una reforma radical a favor de una agricultura
más duradera o más justa, arrancada a los cam-
pesinos y Estados miembros más conservado-
res. La reforma no ofrece ninguna solución a
problemas esenciales ya que:

- No se corrige en absoluto la gran disparidad en
la repartición de fondos públicos entre explota-
ciones, Estados miembros y sectores. A la inver-
sa, la referencia histórica elegida para los pagos
directos desacoplados va a petrificar dicha desi-
gualdad y los Estados miembros pueden conser-
var el 80% de los fondos transferidos para el de-
sarrollo rural. Dicha PAC no goza de legitimidad
social alguna y puede que los contribuyentes no

La reforma de la PAC es un escándalo
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mantengan largo tiempo dichos pagos directos.
Tanto más cuanto que el desacoplamiento les
permite a las grandes explotaciones cobrar cien-
tos de miles de EURO sin producir nada.

-  De ninguna forma se resuelven los graves
problemas ambientales: la ganadería industrial
va a seguir expandiéndose, la producción leche-
ra va a intensificarse y los ganaderos que optan
por el maíz subvencionado en vez de praderas
se verán recompensados por la referencia histó-
rica. A pesar de la propaganda  difundida por la
Comisión desde el mes de julio del año pasado,
en que volvió a insistir mucho en los últimos
días, el desacoplamiento no es una medida vin-
culada con el medio ambiente. Las ayudas aco-
pladas o disociadas pueden resultar buenas o
malas para el medio ambiente, y el ejemplo de
los cereales, sector en el que desde 1992 las pri-
mas vienen disociadas de la producción real, es
poco convincente. Si la UE de verdad quiere
abandonar el productivismo, la PAC que propo-
ne no parece ser el camino apropiado. 

-  No se controlan los problemas de superpro-
ducción. Por lo contrario, se estimula la super-
producción por la deregulación de los mercados,
la baja de precios (de la leche por ejemplo), las
importaciones en alza,...

-  No se corrigen las distorciones en el mercado
international (véase más arriba)

Producir y exportar por precios bajos: con dicha
PAC, la Unión Europea le da prioridad a la indus-
tria agroalimentaria, la gran distribución y las
empresas importadoras/exportadoras sin otor-
garles ninguna prioridad a los campesinos, con-
sumidores o contribuyentes.

La CPE va a seguir defendiendo otra PAC[1] fun-
dada en: 

- Una renta agrícola basada en precios agrícolas
remuneradores;
- El rechazo de cualquier dumping a la exporta-
ción e importación;
- El control de la producción; 
- El cambio de los modelos de producción muy
intensivos.

[1] Véase declaraciones en la página web de la
CPE: www.cpefarmers.org
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En la década de 1980, y al mismo tiempo en el
que se producían las negociaciones multilaterales
sobre comercio internacional en la Ronda Uru-
guay, algunos países agroexportadores se alinea-
ron bajo la propuesta de liberalización del comer-
cio agrícola a escala global, conformando el Gru-
po Cairns. Integran actualmente este grupo tres
países del denominado “Norte” -Australia, Cana-
dá y Nueva Zelanda-, y quince países del “Sur”,
entre ellos Uruguay y otros nueve países latinoa-
mericanos, cuatro países asiáticos y Sudáfrica.

El móvil principal impulsado por este grupo de
países es promover, en el seno de la Organiza-
ción Mundial del Comercio,  la eliminación to-
tal de los aranceles impuestos a las importa-
ciones de rubros agropecuarios, el acceso libre
a los mercados, la eliminación de “todos los
subsidios a la agricultura” y generar así un es-
cenario internacional favorable a la libre circu-
lación de productos originados en el sector pri-
mario de la economía.

Las consecuencias e impactos económicos, po-
líticos y sociales de las políticas impulsadas
por el grupo Cairns están siendo nefastas pa-
ra todos los países del Sur, aún para aquellos
pocos  países del Sur agroexportadores netos
como Argentina, Brasil y Uruguay.

A continuación analizaremos brevemente có-
mo se han beneficiado únicamente los países
del Norte de esta “alineación”, y de las concor-
dancias y contradicciones que están operando
al interior de propio Grupo Cairns. Posterior-
mente se presenta el caso paradigmático de
Uruguay, pequeño país agroexportador, cada
día más entrampado en la falsa salida a la cri-
sis general y de su sector agropecuario por la
“vía Cairns”.       

1. El impacto de la liberalización del comercio
mundial en la agricultura del Sur

Al finalizar el siglo XX y comenzar el XXI, los re-
sultados más significativos del actual modelo de
desarrollo, que se pretende hegemónico, han si-
do  estancamiento económico, exclusión social,
degradación y destrucción de ecosistemas natu-
rales, y restricciones políticas de participación
ciudadana. Estos resultados llevan a cuestionar
seriamente la orientación neoliberal del modelo
de desarrollo y las ideologías que pretenden im-
poner la “globalización” como único camino po-
sible. 

En el marco del modo de producción capitalista
sólo es posible comprender la condición de exis-
tencia de distintos niveles de desarrollo porque
la articulación de los distintos países en el esce-
nario internacional es desigual y combinada
(Amin, 1978). Esto refiere a que en las relacio-
nes comerciales internacionales unos espacios
pierden y otros ganan, a pesar de la retórica do-
minante que expresa desde la ideología liberal,
que los espacios que comercian desde distintos
niveles de desarrollo organizacional obtienen re-
sultados equivalentes, siempre que se presen-
ten en “igualdad de condiciones” en el mercado. 

La liberalización del comercio agrícola exterior
condujo en los países del Sur a un crecimiento
de la importación de alimentos, la baja de los
precios que reciben los productores, la ruina y el
éxodo de los pequeños productores rurales y la
concentración de los recursos en grandes esta-
blecimientos agropecuarios vinculados a empre-
sas transnacionales.  

Desde las estructuras que promueven la libera-
lización del comercio se establecen dos premi-
sas falsas para analizar las ventajas de la libera-
lización del comercio: la primera es que los paí-
ses del Sur, “mediante la liberalización del co-
mercio de productos agrícolas, lograrán la inser-
ción en el mercado mundial con la explotación
de sus ventajas comparativas”; y la segunda es

El Grupo Cairns y los intereses empresariales:
la soberanía alimentaria amenazada
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que “la liberalización irrestricta del comercio in-
ternacional de productos agropecuarios logrará
un aumento sostenido de los precios de las mer-
cancías, constituyendo un factor de desarrollo
para los países agro exportadores”. Estas premi-
sas resultan un elemento muy peligroso para las
economías de los países agrícolas, ya que los
países del Sur integrantes del grupo Cairns se
presentan al mercado internacional con produc-
tos de bajo valor y se convierten en importado-
res de productos de alto valor. Para los países
productores de “commodities” esta lógica ad-
quiere una dimensión trágica, ya que el deterio-
ro de los términos de intercambio conduce a la
fragilidad en el abastecimiento estable y seguro
de la población. 

2. El Grupo Cairns: falacias,  acuerdos y conflic-
tos

Integran actualmente el grupo Cairns Australia,
Canadá, Nueva Zelanda, Argentina, Bolivia, Bra-
sil, Chile, Colombia, Costa Rica, Guatemala, Pa-
raguay, Uruguay, Filipinas, Indonesia, Malasia,
Tailandia y Sudáfrica. El móvil principal del gru-
po se ha orientado a promover, en el marco de
las negociaciones acaecidas en el seno de la Or-
ganización Mundial del Comercio la reducción
–paulatina, hasta lograr la eliminación total- de
los aranceles impuestos a las importaciones de
rubros agropecuarios en los mercados, para de
esta manera generar un escenario internacional
favorable a la libre circulación de productos ori-
ginados en el sector primario de la economía.

Las proposiciones y la retórica oficial de los re-
presentantes gubernamentales y negociadores
enviados por los países integrantes del Grupo
Cairns ante las reuniones de la OMC han conta-
do con el aval de los representantes de Estados
Unidos, quienes han impulsado con agresividad
la necesidad de lograr una apertura  de los mer-
cados para los rubros agropecuarios. Si bien es-
te objetivo final es perseguido por todos los paí-
ses, adoptando una posición en bloque en las
negociaciones, existen diferencias a la interna
del grupo Cairns respecto a la eliminación de las
diversas formas de subsidios a la producción de
productos agropecuarios que los países del Nor-
te envían al mercado mundial. 
El Grupo Cairns sostiene que la propuesta que
impulsa, de apertura de los mercados y de libe-
ralización del comercio internacional por la vía
de la reducción arancelaria, es clave para el lo-
gro de relaciones comerciales equitativas en el
mercado internacional. Argumenta además que
esto traerá como consecuencia el desarrollo

económico de los países del Sur y la disminución
de las disparidades entre los niveles socio- eco-
nómicos entre éstos con respecto a los países
del Norte. Sin embargo, esta lógica presente en
la retórica de los representantes oficiales del
Grupo Cairns ante los acuerdos multilaterales
sobre la comercialización de productos agrope-
cuarios en la OMC constituye una solución re-
duccionista y falaz en sí misma.

Por un lado esta posición parte de la falacia de
que los aranceles son las principales herramien-
tas proteccionistas y desleales que aplican los
países del Norte para restringir los mercados de
importación de rubros agropecuarios desde los
países del Sur. Esto no es así ya que existen dis-
tintos mecanismos políticos y económicos utili-
zados por los gobiernos de los países del Norte
que afectan la denominada “igualdad de oportu-
nidades” en el escenario comercial competitivo
internacional, enmarcado en los actuales proce-
sos de globalización neoliberal.

Entre esos mecanismos se encuentran los subsi-
dios directos a las exportaciones que distorsio-
nan el libre comercio y cuya existencia es uno de
los temas problema en las negociaciones multi-
laterales llevadas a cabo en la Organización
Mundial del Comercio. El objetivo global declara-
do del Acuerdo sobre Agricultura, AsA, es “... lo-
grar reducciones progresivas y sustanciales en
los apoyos económicos domésticos y las medi-
das proteccionistas en el sector” (artículo 20),
así como el  “... logro sustancial en el acceso a
los mercados, reducción en todas las formas de
subsidios a las exportaciones en vistas a la pro-
gresiva eliminación de los mismos y reducciones
importantes en los apoyos económicos domésti-
cos que tienen como consecuencia distorsiones
en las relaciones comerciales”. (Declaración final
de la Reunión en Doha, OMC).

Con respecto a esos subsidios directos a las ex-
portaciones el Grupo Cairns propone la elimina-
ción e incluso la prohibición explícita de este ti-
po de herramienta de distorsión directa. En ju-
nio del 2002, los integrantes del Grupo propu-
sieron ante el Comité Agrícola, la disminución en
el 50% de este tipo de subsidios en el primer
año de implementación para eliminar los mis-
mos en un plazo de 3 años subsiguientes en los
países del Norte y en un plazo de hasta 6 años
en los países del Sur. 

Los países del Norte utilizan además otra herra-
mienta a modo de subsidios cuando limitan la
producción de determinados rubros agrícolas
para el mercado interno. Así se indemniza a los
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productores rurales potencialmente involucra-
dos, a modo de pago por no producir. A esta mo-
dalidad se le conoce como subsidios de caja azul
y la finalidad de los mismos son restringir la pro-
ducción y controlar los precios en el mercado in-
terno de los rubros cuya producción ha sido li-
mitada. También hay acuerdo al interior del Gru-
po Cairns de eliminar este tipo de subsidios que
constituyen una práctica desleal con respecto a
la competitividad real alcanzada por los países
del Norte en el mercado internacional y que ter-
mina siendo en última instancia una barrera a
las importaciones agropecuarias desde los paí-
ses del Sur.

Sin embargo la modalidad de dumping “legal”
instituida es la que actúa como herramienta
desleal más importante en las relaciones de in-
tercambio comercial agrícola entre los países del
Norte y del Sur. Los subsidios domésticos otor-
gados a la producción agropecuaria permiten
una reducción de los precios en el mercado in-
terno con respecto a los costos de producción.
De esta manera, el precio de los rubros agrope-
cuarios subsidiados es bajo y competitivo tam-
bién en el mercado internacional. Esta modali-
dad de subsidios ha sido un mecanismo legal
muy poderoso aplicado por los países del Norte
para alcanzar un único objetivo: contrario a
cualquier racionalidad económica, los acuerdos
del GATT permitieron desde su creación en
1947 (artículo 6.1.a) considerar que no existe
dumping cuando los precios de exportación de
los rubros coinciden con los del mercado inter-
no, aún si el precio está por debajo de los cos-
tos de producción. Esta cláusula fue incluida en
el Acuerdo sobre Agricultura. (artículo 9.1.b)
(Berthelot, 2002) 

Con este mecanismo los grandes volúmenes de
producción agrícola subsidiados por los países
del Norte ingresan al mercado internacional a
precios muy competitivos. 

Actualmente existe una cláusula, De Minimis,
que permite a los países del Norte mantener un
cierto nivel de apoyos domésticos a la produc-
ción. Para los países del Norte este nivel no
puede superar el 5% del valor de la producción
para cada rubro específico y el 5% del valor to-
tal de la producción agropecuaria del país. Para
los países del Sur, el apoyo a los rubros especí-
ficos no puede ser superior al 10% del valor de
la producción por cada rubro, y al 10% del vo-
lumen total de los rubros agrícolas producidos
en el país. (Aileen Kwa, 2002)

Si bien esta cláusula permite ventajas porcen-

tuales para los países del Sur en términos ge-
nerales, en la realidad, dada la economía de
producción agropecuaria a gran escala y con
grandes volúmenes de producción de las gran-
des potencias agropecuarias, el apoyo econó-
mico doméstico resulta en cifras muy elevadas
en millones de dólares.

El tópico de los subsidios y apoyos domésticos
a la producción agrícola es uno de los proble-
mas planteados al interior del Grupo Cairns,
ya que existen diversos puntos de vista al res-
pecto. Una posición minoritaria que impulsan
algunos países integrantes, es la de imponer
aranceles a las importaciones de rubros que
gocen de este tipo de subsidios domésticos
que falsean el precio en el mercado internacio-
nal, mientras que la posición dominante a la
interna del grupo es que se debe procurar la
reducción arancelaria. Otra posición consiste
en mantener los porcentajes establecidos en la
cláusula sólo para el volumen total de la pro-
ducción agropecuaria en los países del Sur, y
que los países del Norte reduzcan los apoyos
económicos hasta el 5% del volumen total de
la producción y se concuerde su eliminación en
un período de tiempo pre-establecido. Una
tercera posición es que deben existir tiempos
diferenciales de 5 años para que los países del
Norte eliminen todo tipo de subsidios a la pro-
ducción agrícola y de 9 años para que los paí-
ses del Sur hagan lo mismo. Este tema tiene
perspectivas de desencuentro entre las pro-
pias posiciones sostenidas al interior del Gru-
po Cairns. 

Con respecto a la reducción sistemática de los
aranceles, tema originario planteado por los
países alineados en el Grupo Cairns, en el
marco de las negociaciones multilaterales en
el seno de la OMC se están planteando distin-
tos mecanismos que atiendan dicho fin. Exis-
ten distintos objetivos y proposiciones a ins-
trumentar. La posición de la Unión Europea es
que la reducción arancelaria sea progresiva tal
como plantea la denominada Fórmula Uruguay
y de acuerdo a lo fijado en Doha, respondien-
do así a las proposiciones del Grupo Cairns.
Estados Unidos a la vanguardia, seguido por
los países integrantes del Grupo Cairns, sugie-
ren una reducción de las rebajas arancelarias
siguiendo la Fórmula Suiza, que es más drás-
tica que la Fórmula Uruguay; y los Estados
Unidos agregan que no debe existir ningún ti-
po de ventajas para los países del Sur.

La diferencia entre ambas propuestas es que la
mayoría de los países integrantes del Grupo
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Cairns plantea que los países del Norte deben
disminuir las tasas arancelarias a un máximo del
25%, aplicando un coeficiente de reducción de
25, de tal manera que aranceles de un 50% des-
cenderían a 17.8% y aranceles del 25% se re-
ducirían al 12.5%. Para los países del Sur, se
plantea la existencia de tres tipos de reduccio-
nes: aranceles iniciales de hasta 50% se reduci-
rían hasta un 25%, entre 50- 250% serían redu-
cidos en 50% y los superiores a 250% serían re-
ducidos hasta un 125% siendo éste el tope má-
ximo permitido. (Aileen Kwa, 2002)

Cabe destacar que los aranceles y las restriccio-
nes a las importaciones son los únicos medios
efectivos de protección de la producción local
que pueden disponer los países del Sur, ya que
en la mayoría de los casos, los esmirriados pre-
supuestos nacionales no tienen suficiente flexi-
bilidad para destinar recursos para los subsidios
domésticos a la producción agropecuaria.

La experiencia ha demostrado que no se logrará
un desarrollo rural justo y sustentable, ni la di-
namización de las economías campesinas, me-
diante la liberalización del comercio de los ali-
mentos. La posición dominante del Grupo Cairns
favorece a los intereses de unos pocos actores
empresariales que avanzan en el control de los
sistemas alimentarios a nivel mundial y en la
transformación de los alimentos en mercancías
cuyo único valor es el del mercado. Tanto en el
Sur como también en el Norte (ver artículos de
Anuradha Mittal y CPE) la soberanía y seguridad
alimentarias de la población y las culturas y es-
pacios rurales se han visto afectados por los
procesos de liberalización comercial, ya que los
pueblos pierden el derecho fundamental a defi-
nir sus propias políticas y estrategias sustenta-
bles de producción, distribución y consumo de
los alimentos y de gestión participativa de los
territorios y recursos naturales.

La apertura total de los mercados agropecuarios
impulsa un modelo competitivo agroexportador
favorable a las grandes corporaciones transna-
cionales agropecuarias y agrava aún más los
problemas del sector agropecuario en los países
del Sur, provocando la concentración de la tie-
rra, la desaparición de los pequeños productores
(que no pueden competir en el mercado interna-
cional) y del campesinado, poniendo en peligro
la existencia de rubros agrícolas en cantidad y
calidad en los mercados internos a precios acce-
sibles para el consumo de la mayoría de la po-
blación. Es una propuesta de desarrollo asocia-
da al crecimiento económico y a la concentra-
ción de recursos naturales y de riquezas que re-

sulta insustentable a cualquier escala temporal,
incluso la inmediata.

Los impactos del AsA ya son claramente visibles
en los países del Tercer Mundo que han visto
comprometida su soberanía y seguridad alimen-
tarias y han sido escenario del creciente despo-
blamiento de las zonas rurales. El AsA que res-
ponde a los intereses de países y grupos econó-
micos como los representados en el grupo
Cairns, no sólo no ha promovido un sistema de
comercio más equitativo y transparente, sino
que por el contrario ha fomentado la concentra-
ción de los recursos productivos, la devastación
de las comunidades rurales, la intensificación e
insustentabilidad de la producción agropecuaria
y la inseguridad alimentaria.

3. Impactos del Acuerdo Agrícola de la OMC

Tal como lo han planteado Via Campesina, Ami-
gos de la Tierra Internacional, Focus on the Glo-
bal South y otras organizaciones que luchan en
defensa de la soberanía alimentaria y la agricul-
tura campesina:

La apertura de los mercados del Sur impuesta
por los procesos de liberalización comercial lleva
a la ruina a los productores de alimentos que no
logran competir con los productos subsidiados
de las grandes corporaciones alimentarias del
Norte, y resulta entonces en un aumento en la
importación de alimentos que destruyen la pro-
ducción nacional y atentan contra la soberanía
alimentaria. El modelo impone la homogeneiza-
ción de los sistemas de producción y la especia-
lización para poder competir, dejando de lado la
diversificación productiva, básica para la sobera-
nía alimentaria.

La rebaja o eliminación de aranceles y la aper-
tura de nuestros mercados nacionales -unilate-
ral o como consecuencia del Acuerdo de Agricul-
tura de la OMC u otros acuerdos de libre comer-
cio, bilaterales, subregionales o regionales- a
importaciones agropecuarias a precios por de-
bajo del costo de producción a nivel nacional (a
menudo subsidiadas en origen) ha resultado en
la quiebra y la expulsión del campo de un núme-
ro creciente de los pequeños y medianos pro-
ductores agropecuarios que normalmente abas-
tecían al mercado interno, poniendo en serio
riesgo la producción agropecuaria y la soberanía
y seguridad alimentaria de cada una de nuestras
naciones.

El AoA ha perpetuado un sistema de subsidios
que promueve la concentración de la tierra y
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otros recursos productivos y un sistema agrope-
cuario contaminante y depredador, dependiente
de altos insumos externos y orientado hacia las
exportaciones del que sólo se benefician las
grandes transnacionales agroquímicas y semille-
ristas, los grandes procesadores agroalimenta-
rios, las grandes cadenas de supermercados y
una minoría de los grandes productores de cada
uno de nuestros países.

Mientras que los mercados del Sur se han abier-
to, EE.UU y la U.E. siguen subsidiando fuerte-
mente (tanto en dinero y créditos a las exporta-
ciones como en combustibles baratos) a sus
agricultores, con la consecuencia de no sólo di-
ficultar el acceso a estos mercados, sino bajar el
precio mundial de los productos agropecuarios y
ahogar con productos baratos los mercados que
no cuentan con protección nacional. En lugar de
combatirlo enérgicamente, el AoA ha perpetua-
do la nociva práctica del dumping agroalimenta-
rio --principalmente de excedentes altamente
subsidiados en el Norte, pero también en las re-
laciones comerciales Sur-Norte y Sur-Sur— con
consecuencias sociales y económicas devasta-
doras en cada uno de nuestros países.

Lo que se ha impuesto en la actualidad no es
realmente un mercado mundial de productos
agropecuarios sino un intercambio de exceden-
tes de producción entre grandes empresas
transnacionales las cuales definen a su antojo el
precio mundial de los productos, pero a pesar de
esos enormes excedentes en la producción
agropecuaria el hambre en el mundo continúa
creciendo a la sombra del AoA, a la par de la de-
sintegración de los sistemas productivos nacio-
nales, base de la soberanía y seguridad alimen-
taria de los pueblos en cada uno de nuestros
países;

La desregulación de los mercados promovida
por el AoA, el SPS y el TBT ha facilitado la ero-
sión del principio de precaución en el intercam-
bio de productos agroalimentarios y la invasión
de los mercados con semillas, raciones y pro-
ductos alimentarios procesados cuyo origen son
cultivos transgénicos o manipulados mediante
técnicas de ingeniería genética --potencialmen-
te nocivos para la salud y devastadores de la
biodiversidad agrícola y natural, creados por las
mismas empresas agroquímicas y semilleristas
que impulsaron la tristemente célebre revolu-
ción verde en la agricultura-- constituyendo un
serio riesgo para la biodiversidad silvestre y
agrícola claves para la seguridad alimentaria
mundial y potencialmente para la salud de los
consumidores y una grosera afrenta contra su

derecho a la información sobre el origen y con-
tenidos de los productos de consumo y su dere-
cho de elección.

La voz de los que padecen hambre, de los pe-
queños y medianos productores, de los campe-
sinos e indígenas y los productores familiares,
de los trabajadores rurales y de la industria
agroalimentaria, de los consumidores y los eco-
logistas no está representada en el Grupo Cairns
ni en las negociaciones agrícolas de la OMC, a
las que si tienen acceso privilegiado las grandes
empresas semilleristas, agroquímicas y del sec-
tor agroalimentario, así como las asociaciones
de los grandes productores empresariales
agroexportadores de nuestros países.

4. Uruguay en el contexto internacional como
país pecuario exportador

Desde la consolidación del país como Estado-na-
ción en la primera mitad del siglo XIX y como le-
gado del pasado histórico colonial, Uruguay
irrumpe en el escenario comercial internacional
como país pecuario exportador. 

A lo largo de los siglos XIX y XX la especializa-
ción productiva pecuaria -basada en las clásicas
ventajas comparativas ofertadas por los recur-
sos naturales y la incorporación tecnológica ne-
cesaria para modernizar los sistemas de produc-
ción- fue articulando al país a la división inter-
nacional del trabajo como exportador de rubros
derivados mayoritariamente de la actividad ga-
nadera.

La política oficial para el sector agropecuario na-
cional, siempre de espaldas a las realidades so-
ciales y de frente a un modelo exportador en
función de los mercados internacionales, ha
agudizado las manifestaciones de la crisis es-
tructural del sector en la última década. La
apuesta a un modelo agropecuario exportador
con sistemas de producción especializados e im-
plementado a gran escala, sustentado en el lati-
fundio y con alto nivel de inversión en insumos
químicos, es la salida oficial propuesta. 

4.1 Postura del gobierno uruguayo en el Grupo
Cairns y agricultura

Para el gobierno uruguayo, el problema central
es que históricamente la agricultura ha sido ex-
cluida de las negociaciones multilaterales de co-
mercio. Tres temas son los que deben debatirse
en el seno de la OMC: el acceso a mercados, el
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subsidio a las exportaciones, y reducciones sig-
nificativas en los apoyos económicos domésticos
que provocan en forma indirecta y/ o directa
distorsiones al libre comercio.

Con respecto al acceso a los mercados, Uruguay
propone una reducción significativa de los aran-
celes y la equiparación del comercio de rubros
agropecuarios a los logros en reducción arance-
laria en materia industrial logrados en la Ronda
Uruguay del GATT. Al mismo tiempo, se impulsa
la reducción de cuotas de importación máximas
y el aumento gradual de las mismas. Para ello,
considera como estratégica la alianza con los Es-
tados Unidos. 

Se impulsa además la eliminación total de los
subsidios a las exportaciones y una drástica re-
ducción de los apoyos financieros domésticos
que recibe el sector agropecuario en los países
del Norte, que llegan a 1000 millones de dólares
diarios, y que se entiende como indicador de la
lógica irracional en el marco del neoliberalismo
económico vigente a escala global. 

Estas medidas apuntan a lograr un comercio
más eficiente y orientado al mercado para resol-
ver los problemas que afectan a los exportado-
res agrícolas eficientes. (Pérez del Castillo,
2001). Resulta interesante destacar el concepto
de producción agrícola eficiente que sustenta el
embajador uruguayo ante la OMC, reduciendo la
salida para el sistema agropecuario sólo a la
competitividad económica y en ningún momen-
to destacando la importancia del mismo como
soporte productivo del país y garante de la se-
guridad alimentaria.

La posición oficial del Uruguay, en materia de
políticas de comercio exterior, se puede caracte-
rizar por su militancia activa a la interna del
Grupo Cairns, y por el reclamo intransigente de
la liberalización del comercio exterior a través
de la reducción arancelaria. Uruguay aparece
como uno de los aliados más serviciales en las
propuestas “manejadas hacia lo externo” de
EEUU y la OCDE, sin embargo los resultados in-
ternos y en el comercio exterior agropecuario
han sido negativos.

Para un país pecuario - agrícola exportador co-
mo es el caso del Uruguay, el mantenimiento de
la posición sobre el levantamiento de todo tipo
de trabas arancelarias y/o subsidios que afecten
en forma directa o indirecta la comercialización
de rubros del sector, podría estar traduciendo
las siguientes intencionalidades políticas y eco-
nómicas:

1) Incrementar las exportaciones y lograr ingre-
sar en nuevos mercados.
2) Intensificar los flujos comerciales existentes
a modo de lograr saldos favorables en la balan-
za comercial.
3) Lograr una mejor competitividad y eficiencia
en el mercado internacional.

Pero los resultado obtenidos indican que las in-
tencionalidades políticas y económicas solo son
parte de una estructura discursiva y que en rea-
lidad los objetivos perseguidos no se ajustan a
las necesidades internas del país. En el gráfico 1
se presenta la balanza comercial del país entre
1997 y 2001, ilustrativa de la situación plantea-
da anteriormente.

Gráfico 1. Comercio exterior agropecuario del
Uruguay en el período 1997-2001

Fuente: MGAP- DIEA. Anuarios 1998- 1999- 2000- 2001.

Existe una notoria tendencia a la disminución en
las exportaciones del sector agropecuario. Los
principales rubros tradicionales de exportación -
carnes, cuero y lana- han experimentado des-
censos permanentes en los volúmenes exporta-
dos. 

En el periodo 1990 – 2000, las exportaciones de
lana descendieron de 220.010 a 48.095 tonela-
das, mientras que los ingresos por este rubro en
la balanza comercial decrecieron de 308 mil dó-
lares a 146 mil dólares.

El renglón cárnico, clásico rubro de exportación
del Uruguay, experimentó también un sensible
decaimiento en el comercio exterior, situándose
las exportaciones en 220.010 toneladas en 1990
y en 183.044 toneladas en el 2001. Las divisas
que ingresaron por este renglón descendieron
de 275 millones de dólares a 240 millones de
dólares para ese período. Los principales merca-
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dos de importación son el MERCOSUR, el NAF-
TA, la Unión Europea e Israel. El volumen de las
exportaciones hacia estos mercados muestra
además una tendencia al descenso. Dentro del
MERCOSUR, entre 1999- 2001 las exportaciones
bajaron desde 43.619 toneladas a 25.934. Las
exportaciones a los países integrantes del NAF-
TA también descendieron desde 43.404 tonela-
das en 1999 a 37.300 toneladas en el 2001. Si-
milar situación se presenta con las exportacio-
nes hacia la Unión Europea, con un descenso de
43.249 toneladas en 1999 a 37.430 toneladas
en el 2001. 

En los rubros de origen ganadero, Uruguay in-
tenta afrontar la competencia en el mercado in-
ternacional, de países pecuario exportadores
que integran el Grupo Cairns, con volúmenes
exportables a gran escala, como el caso de Aus-
tralia, Nueva Zelanda y Argentina principalmen-
te. Sin embargo la escala de producción de Uru-
guay lo condiciona a ocupar un espacio marginal
en la dinámica estancada del mercado interna-
cional de estos rubros. 

El resultado final de las políticas tendientes a in-
tensificar los flujos comerciales ha sido una im-
portante disminución de los saldos favorables en
la balanza comercial. 

Los siguientes cuadros presentan los detalles de
lo ocurrido en el período. 
Los productos forestales se presentan en metros
cúbicos

4.2 Posición de la ARU ante la crisis del sector
agropecuario

La Asociación Rural del Uruguay, con 131 años
de existencia, agrupa al conjunto de grandes
productores agropecuarios del país y que confor-
man la oligarquía terrateniente vinculada al po-
der político uruguayo y que como institución ha
sostenido el modelo agro exportador que ha ca-
racterizado al país.

Para la ARU, la solución a los problemas estruc-
turales del sector obviamente coincide con la po-
sición oficial del Uruguay ante la OMC. Al respec-
to sostienen “... debemos adecuar nuestras em-
presas e instituciones a un mercado mundial
competitivo y con un ritmo de cambio vertigino-
so (...) Extrememos por lo tanto, las acciones
conjuntas entre el sector privado y el gobierno,
para trabajar en los distintos foros en la búsque-
da del objetivo de lograr un comercio internacio-
nal sin distorsiones”. (ARU, 2000)

Para el logro de la liberalización de la comercia-
lización y apertura de los mercados agrícolas,
consideran como centrales los ejes definidos por
el gobierno uruguayo para impulsar las negocia-
ciones multilaterales en el marco de la OMC.

Sin embargo,”...  planteamos y reclamamos al
gobierno, pragmatismo en las medidas a tomar
para proteger a nuestros productores que son
constantemente agredidos por la importación de
productos provenientes de países que subsidian
con cientos de millones de dólares. (...) pedimos
que se apliquen las medidas anti dumping que
correspondan y se consoliden los sistemas de so-
lución de controversias que son fundamentales
para países de pequeñas economías como la
nuestra”. (ARU, 2000)

Se hace evidentemente notoria la contradicción
discursiva entre el modelo neoliberal a ultranza
propuesto como marco para regir los intercam-
bios comerciales de los rubros agropecuarios y
las consecuencias de este modelo de apertura
total de los mercados para el sector agropecua-
rio uruguayo aún para el que es especializado y
a gran escala. 

4.3 Efectos de la liberalización en el sector agro-
pecuario uruguayo
El Uruguay está condicionado desde su creación
como país, e incluso desde antes, como un es-
pacio agro exportador. Las alternativas propues-
tas sobre la base de la idea central de desarro-
llo de un país industrial en un modelo capitalis-
ta moderno, han fracasado. La propuesta de un
modelo de “país de servicios y plaza financiera”
resultó también un gran fracaso. 

El modelo económico vigente, agroexportador
de rubros estancados, globalizado (con referen-
cia a la demanda global), implica producir los
bienes que se le han asignado al Uruguay en la
división mundial del trabajo, la apertura de la
economía para facilitar el comercio y disminuir
los costos internos de producción para ser com-
petitivos, es decir disminuir el costo social. Con
aplicación agresiva a partir de los años 80, este
modelo abierto al mercado del mundo globaliza-
do genera una dependencia fuerte y directa con
las oscilaciones financieras internacionales. 

El MERCOSUR se convirtió durante la década de
1990 en una trampa, con discurso regional y na-
cionalista, que oficia en beneficio de las empre-
sas regionales (la mayoría de las mayores em-
presas de la región son transnacionales con ori-
gen en países del Norte), pero que constituye en
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Exportaciones de productos seleccionados 
de origen agropecuario

2001 2000 1999 1998 1997
Producto Miles de Porcentaje Miles de Porcentaje Miles de Porcentaje Miles de Porcentaje

dólares del total dólares del total dólares del total dólares del total

Cueros 275,168 13.4 264.994 11.5 223.403 10 254.561 9.2
Productos agrícolas 235,351 11.4 216.388 9.4 290.708 13 370.024 13.4
Carne bovina 217,007 10.5 369.090 16.1 342.293 15.3 411.176 14.9
Lanas 146,077 7.1 128.953 5.6 125.626 5.6 158.256 5.7
Productos lácteos 128,656 6.2 124.673 5.4 156.481 7 181.291 6.5
Productos pesqueros 112,228 5.4 120.242 5.2 112.354 5 103.114 3.7
Productos forestales 106,219 5.2 108.990 4.7 97.361 4.3 74.116 2.7
Frutas cítricas 52,322 2.5 30.839 1.3 50.752 2.3 56.365 2
Carne ovina 23,101 1.1 32.581 1.4 26.351 1.2 33.864 1.2
Miel 9,566 0.5 3.047 0.1 10.656 0.5 6.690 0.2
Ovinos en pie 5,187 0.3 7.058 0.3 6.896 0.3 14.769 0.5
Vino 6,138 0.3 6.758 0.3 6.155 0.3 2.784 0.1
Bovinos en pie 3,899 0.2 13.491 0.6 12.606 0.6 34.517 1.2
Frutas no cítricas 3,123 0.2 3.515 0.2 3.841 0.2 4.964 0.2
Subtotal 1,324,502 64.3 1430.787 62.4 1465.847 65.5 1707.279 61.7
Otros no agropecuarios 735,889 35.7 863.770 37.6 770.951 34.5 1061.458 38.3
TOTAL EXPORTACIONES 2,060,391 100.0 2294.557 100 2236.798 100 2768.737 100

Fuente: MGAP-DIEA Anuarios 1998, 1999, 2000, 2001, 2002

Importaciones de productos seleccionados 
de origen agropecuario

2001 2000 1999 1998 1997
Producto Miles de Porcentaje Miles de Porcentaje Miles de Porcentaje Miles de Porcentaje

dólares del total dólares del total dólares del total dólares del total

Carnes 18.040 0.6 15.902 0.5 14.925 0.5 32.420 0.8
Pro. Agrícolas 24.532 0.8 49.461 1.4 17.887 0.5 33.617 0.9
Frutas fresas 14.694 0.5 14.351 0.4 14.504 0.4 17.703 0.5
Vinos 5.805 0.2 7.261 0.2 7.432 0.2 8.573 0.2
Papas 4.339 0.1 6.653 0.2 2.084 0.1 4.052 0.1
Hortalizas 6.622 0.2 9.313 0.3 7.394 0.2 7.082 0.2
Pro. Pesqueros 16.785 0.5 12.366 0.4 14.108 0.4
Subtotal 90.817 2.9 115.307 3.4 78.334 2.3 103.447 2.7
Prod Forestales 92.265 3.0 81.274 2.3 78.385 2.3 84.709 2.2
Otros 2877.761 94.1 3269.228 94.3 3214.159 95.4 3619.995 95.1
TOTAL IMPORTACIONES 3060.843 100.0 3465.809 100.0 3370.878 100.0 3808.151 100.0

Fuente: MGAP-DIEA Anuarios 1998, 1999, 2000, 2001, 2002

EXPORTACIONES DE LOS PRINCIPALES RUBROS 1990 - 2001
1990 1991 1992 1993 1994 1995

Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S
Carnes 220.010 274.754 133.104 189.769 137.094 196.933 120.359 174.887
Lana 114.056 308.176 112.706 249.532 109.603 266.750 103.942 217.755
Cuero 224.016 199.725
Lácteos 62.469 74.274 56.680 81.177
Miel
Arroz 287.301 102.010 266.825 115.813 324.600 105.168 501.983 150.057
Cítricos 69.194 23.343 78.101 29.419 108.303 40.819 114.303 39.833
Forestales (MB) 144.320 7.346 87.987 3.396
Forestales (MA)

1996 1997 1998 1999 2000 2001
Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S

Carnes 227.993 332.188 287.371 417.033 277.829 445.040 260.013 368.644
Lana 100.853 281.373 94.473 264.928 63.274 158.256 67.740 125.626
Cuero 281.991 280.527 254.561 223.403
Lácteos 143.503 140.862 181.291 156.481
Miel 9.822 12.360 6.690 10.656
Arroz 642.289 228.537 684.545 255.283 686.668 273.446 740.597 195.769
Cítricos 116.585 54.322 123.388 54.283 130.481 119.917
Forestales (MB) 510.306 27.557 690.165 34.385 632.295 31.568 711.318 35.712
Forestales (MA) 103.441 7.802 64.551 7.868 56.649 9.051 159.057 10.060

Fuente: MGAP-DIEA Anuarios 1998, 1999, 2000, 2001, 2002
Los productos forestales se presentan en metros cúbico

IMPORTACIONES DE LOS PRINCIPALES RUBROS 1990 - 2001
1990 1991 1992 1993 1994 1995
Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S

Carne Suina 587 794 900 1199 716 1729 3191 5690
Agrícolas 14727 46855 29027
Frutas frescas 7 7255 7782 8822
Hortalizas 2774 3760 4622
Madera Aserrada 5597 6641

1996 1997 1998 1999 2000 2001
Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S

Carne Suina 5298 10639 5946 13512 5590 12430 8497 12899
Agrícolas 41301 33559 33617 17887
Frutas frescas 18942 20182 17703 14504
Hortalizas 5453 6121 7082 7394
Madera Aserrada 7300 14146 14685 12396
Fuente: MGAP-DIEA Anuarios 1998, 1999, 2000, 2001, 2002



definitiva una cómoda puerta de entrada para
las empresas multinacionales con la exclusión
de las nacionales. 

El análisis de la actual coyuntura agraria uru-
guaya muestra la gravedad y profundidad de la
crisis, donde los establecimientos de todos los
tamaños y orientaciones productivas han que-
dado en una situación de generar ingresos muy
inferiores a los costos de producción y esto su-
cede en un país donde el ochenta por ciento de
las exportaciones tienen origen agropecuario.
Este panorama económico es aún más grave por
sus repercusiones en los aspectos sociales. 

4.4.  El agro en crisis: desaparición de pequeños
productores y concentración de la tierra

Entre 1980 y 2002 se presenta un especial di-
namismo en los procesos de degradación del
sector agropecuario uruguayo, que se pueden
caracterizar por la desaparición de pequeños
productores, migración del campo a la ciudad y
la consolidación de una nueva ruralidad, con-
centración de la tierra, asalarización de la pobla-
ción rural y especialización productiva.  Para ca-
si todas las producciones del sector agropecua-
rio, se verifica en el Uruguay un proceso neoli-
beral globalizador. Iniciado en las épocas de la
dictadura militar (1973 -1985) se extiende has-
ta hoy, con alguna variación de forma, pero no
de contenido y se ha caracterizado por la des-
protección de los sectores del agro vinculados al
consumo interno (azúcar, papa, trigo, etc.) y los
incentivos para favorecer el desarrollo de otros
(forestal, arroz y citrícola) orientados a la ex-
portación.

Las diversas producciones agropecuarias y sus
distintos niveles de industrialización fueron
afectados en forma diferencial. Como conse-
cuencia, en los últimos quince años todas las
producciones que no desaparecieron, mostraron
un aumento importante de producción y pro-
ductividad, en la acepción que para éstos térmi-
nos utiliza la economía neoclásica, y por lo tan-
to, no contabilizando los costos de la degrada-
ción y contaminación del medio ambiente, de la
degradación de las instituciones (cooperativas,
sindicatos, etc.) y también del medio social (in-
terior urbano y rural). 

La desaparición de productores pequeños es la
constante en todos los rubros productivos, sien-
do responsabilidad de los equipos de gobierno
que han administrado el Estado uruguayo en los
últimos 30 años. La aplicación de tecnología con
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entaje Miles de Porcentaje
otal dólares del total

280.527 10.3
416.523 15.3
384.249 14.1
264.928 9.7
140.862 5.2
92.466 3.4
75.682 2.8
54.242 2
32.784 1.2

10.621 0.4
2.45 0.1
26.207 1
2.406 0.1
1784.852 65.4
944.669 34.6
2729.521 100

entaje Miles de Porcentaje
otal dólares del total

13.512 0.4
33.559 0.9
20.182 0.5
10.537 0.3
4.917 0.1
6121.000 0.2

88.828 2.4
80.000 2.2
3547.122 95.4

0 3716.020 100.0

U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S
887 167.370 244.118 153.362 252.572
755 101.134 229.630 75.080 241.026
725 231.520 254.267
77 105.556 108.928

4.629 6.926
057 417.375 151.345 486.122 163.889
33 141.133 54.012 118.517 50.981
6 215.033 7.923 467.013 25.001

36.458 5.511

U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S
644 293.596 401.671 183.044 240.108
626 71.267 128.953 48.095 146.077
403 264.994 275.168
481 124.673 128.656
56 3.047 9.566
769 741.375 164.991 819.433 167.872

73.374 30.839 52.322
12 845.209 40.335 911.591 41.524
60 135.208 7.694 58.240 7.011

U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S
4354 1739 3974 8605

7 54901 29303
15522 16500
4332 5949
9170 9552

U$S Tons Miles U$S Tons Miles U$S
9 3877 13367 15456
7 46859 21885
4 14135 14590

8398 6616
6 9300 10289



mayor intensidad de uso de factores productivos
conduce a una mayor especialización de las ex-
plotaciones, que tienden a organizarse en gran-
des empresas, con un solo rubro de producción.
La aplicación de tecnologías inspiradas en la
"Revolución Verde" se realiza con una lógica ex-
cluyente que tiende a marginalizar otras opcio-
nes de producción.

(*) El censo del año 2000 registra un total de 57.131 explo-
taciones de las cuales 5.020 son de carácter no comercial y
se asocian a zonas contiguas a la ciudad, por lo que no  son
consideradas en los datos  del cuadro 1. 
Fuente: MGAP-DIEA, Censo General Agropecuario 2000. 

Uruguay es un país en el que el 90 % de la po-
blación vive en localidades urbanas. Pero la ba-
se económica del país es la agropecuaria, si se
considera que el 85% de las exportaciones son
productos originados en ese sector. El 10 % del
PBI lo aporta el sector agropecuario y la PEA ru-
ral es el 11% de la PEA total. La aplicación sis-
temática de una política agropecuaria de orien-
tación liberal, en el periodo de referencia, condi-
ciona la situación actual del sector, provocando
principalmente:

- Despoblamiento del campo, que según los ín-
dices de población y partiendo de la situación de
1980, señalan que migraron del campo casi
190.000 personas (INE, 1975, 1985, 1996);
- Pérdida de puestos de trabajo; en el período
1980 – 2000 se perdieron unos 80.000 puestos
de trabajo directos en el campo (DIEA, 2000);
- Pérdida de productores; en el periodo 1980 –

2000 desaparecieron 16.000 (DIEA, 2000); 
- Concentración de la tierra; más del 50% de la
superficie agropecuaria total del país está ocu-
pada por establecimientos de más de 1000 hec-
táreas (DIEA, 2000);
- Degradación de los recursos; el 35% de las
tierras agropecuarias presentan niveles severos
o moderados de erosión de tierras (MGAP,
1983); y
- Endeudamiento del sector y extranjerización

de la tierra; los últimos informes refieren a un
porcentaje de entre un 13 y 17 % de la superfi-
cie total agropecuaria en propiedad de extranje-
ros (DIEA, 2000).

5. A modo de síntesis

El actual proceso de globalización se caracteriza
por presentar un Norte proteccionista con un Es-
tado fuerte que desarrolla e integra políticas in-
tervencionistas para ajustar los desequilibrios
del mercado. El Sur aperturista, con un Estado
debilitado que deja librado el proceso económi-
co a las iniciativas de los empresarios 

privados locales pero también y fundamental-
mente a empresas transnacionales (Elías,
2003). 

Uruguay, pequeño país agroexportador inte-
grante del Grupo Cairns, impulsa como política
interna e internacional la eliminación total de los
aranceles impuestos a las importaciones de ru-
bros agropecuarios, el acceso libre a los merca-
dos, eliminación de “todos los subsidios a la
agricultura” para de esta manera generar un es-
cenario internacional favorable a la libre circula-
ción de productos originados en el sector prima-
rio de la economía. En Uruguay la paradoja es
que siendo un país agroexportador neto, las
consecuencias que estas políticas están tenien-
do son la agudización de la crisis económica, po-
lítica y social.

De esta forma, el espacio agrario uruguayo se
ha tornado progresivamente especializado y
mantiene un número reducido de rubros de pro-
ducción primaria destinado fundamentalmente a
la exportación, constituyendo un sector minori-
tario de muy alta productividad, que se articula
con un sector extensivo que mantiene sus nive-
les de ingreso por la acumulación de tierras. 

Los equipos de gobierno que se han sucedido en
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Cuadro 1. Evolución de los establecimientos rurales en Uruguay
Censos
1980 1990 2000

N° de explotaciones 68.362 54.816 52.111(*)
Superficie  total (miles de hectáreas) 16.025 15.804 16.420
Población rural 264.216 213.367 189.838
N° de trabajadores 159.446 140.430 157.009
Hectáreas por establecimiento 234 288 315
Personas residentes por establecimiento 3,86 3,89 3,6
Hectáreas por persona 61 74 86
Trabajadores permanentes por establecimiento 2,33 2,56 3.01
Hectáreas por trabajador 101 113 105



Uruguay desde la década de 1970 (dictadura y
democracia liberal) han intentado reforzar cons-
tantemente el modelo agroexportador neolibe-
ral. En lo interno, insisten en que la participación
del Estado genera más problemas que solucio-
nes y han adoptando una política de privatiza-
ción, aún desconociendo los límites impuestos al
modelo desde la acción de la sociedad civil me-
diante la democracia directa. 
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1. Apertura, productividad, exclusión y crisis ali-
mentaria en el agro uruguayo

El énfasis puesto en los últimos 30 años por el
modelo económico neoliberal en el incremento
de las exportaciones tradicionales y no tradicio-
nales y  unido a la integración regional a través
del Mercosur -en el marco de la reestructuración
de mercados internacionales- ha provocado
hondos cambios en el agro uruguayo y genera-
do una de las crisis mayores de la historia de la
sociedad uruguaya. 

El sector agropecuario ha tenido y tiene un pa-
pel estratégico en la evolución de la vida econó-
mica y social del país: contribuye con el 9% del
PBI, aporta en gran parte de los alimentos para
la población, las materias primas para la activi-
dad agroindustrial y participa en una muy alta
proporción, cerca del 80%, en las exportaciones
del país. Los cambios que se han operado en el
sector reafirman el papel agrario exportador del
país, en un proceso de "reprimerización" en las
nuevas coordenadas de la división internacional
del trabajo.

Sobre una matriz ganadera extensiva, basada
en la pradera natural, que continúa siendo la ac-
tividad agropecuaria dominante, pero que ya no
capta la renta diferencial, que hasta la década
del 50 constituyó la base de todo el proceso de
acumulación, se superponen "islas" de otras ac-
tividades agroindustriales.

La apertura económica al mundo, con el objeti-
vo de promover la competencia y lograr econo-
mías de escala en las actividades en que el país
tenga “ventajas comparativas y competitivas”
ha provocando  el desarrollo de algunos rubros
y complejos agroindustriales con capacidad ex-
portadora, principalmente citrus, arroz, lácteos
y forestación Esta corriente exportadora ha teni-
do como destino principal los países del MERCO-

SUR, y en menor medida los países europeos.
Rubros y complejos “nuevos” hoy en crisis, que
junto con los rubros tradicionales de exporta-
ción, tienen en común, la tendencia a la baja de
los precios en los mercados internacionales, las
dificultades propias de competencia desigual en
los mercados internacionales y los importantes
niveles de endeudamiento interno.

Las transformaciones ocurridas en la formación
social uruguaya no han afectado por igual a las
distintas clases sociales. En el agro la tendencia
ha sido, en forma principal, a profundizar las dos
clases básicas del capitalismo agrario, empresa-
rios y asalariados rurales, y simultáneamente a
la desaparición de un importante sector de  agri-
cultores familares. Esta “modernización” en el
agro de algunos sectores productivos, con ma-
yor concentración de capital y de mano de obra,
sobre una estructura compleja preexistente pre-
dominantemente ganadera extensiva, no ha lo-
grado homogeneizarlo, persistiendo un impor-
tante sector de agricultura y ganadería familiar
diferenciada por la capacidad de resistencia a
las políticas impulsadas.      

Lo más significativo de este proceso ha sido que
el aumento de la productividad en casi todos los
rubros, no ha contribuido a resolver los proble-
mas de empleo, ni de empleo con ingresos sufi-
cientes, ni de alimentación, para gran parte de
la población rural. Incremento de la productivi-
dad y de la pobreza en el agro son las dos caras
de esta "modernización" de fin de siglo.  

En el país el acceso a la tierra y otros medios de
producción registra históricamente altos niveles
de concentración. Las políticas liberalizadoras
han profundizado este proceso.  
Entre 1980 y 2000 desaparecieron más del
20% de los predios, de los cuales cerca del 75%
corresponden al estrato de 1 a 49 hectáreas. Los
censos de población más recientes revelan el
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fuerte despoblamiento rural. La población rural
del país pasa de representar el 17% de la pobla-
ción total en 1975 a un 11% en 1996. En sínte-
sis, una "campaña" que ha sido históricamente
despoblada de hombres y  poblada de ganado,
situación que las actuales políticas continúan
profundizado. 

Analizaremos a continuación, en el apartado
dos, cómo desde la creación de la OMC y de la
participación de Uruguay en el grupo CAIRNS el
país ha transitado hacia una mayor dependencia
e inseguridad alimentaria  para toda la población
y en particular para los trabajadores del campo. 
Posteriormente, presentamos brevemente, en el
apartado tres, dos estudios de caso de la agri-
cultura uruguaya,  que demuestran y ejemplifi-
can el impacto de dichas políticas tanto en un
rubro netamente de exportación como es el
arroz con unidades de producción empresaria-
les, como en el caso de la horticultura en la que
el destino principal de sus productos es el mer-
cado interno, presentando los casos de la pro-
ducción de poroto y de ajo. En ambos casos el
proceso ha llevado a la concentración de los re-
cursos de producción, principalmente la tierra, y
a la mayor expulsión tanto de pequeños agricul-
tores familiares hortícolas como del mediano y
pequeño empresario arrocero nacional.

2. La situación de Uruguay

La posición de Uruguay y los países que integran
el Grupo de Cairns frente a los niveles de pro-
tección que se aplican a los productos agrícolas,
ha sido solicitar que se reduzcan los niveles de
protección y se libere el comercio. Esta propues-
ta parte del supuesto que frente a una situación
de libre comercio la asignación de los recursos
será más justa y equitativa. En el caso de Uru-
guay, la acción tomada por el Estado ha sido la
de liberar el comercio agrícola y no agrícola, el
sector servicios y financiero y adecuarse a las
exigencias de la OMC y los países desarrollados
respecto a los derechos de propiedad intelectual
y patentes, en forma progresiva. Veamos breve-
mente como ha operado para Uruguay este fal-
so supuesto de ¨comercio agrícola justo y equi-
tativo¨ bajo las reglas del comercio internacio-
nal de mercancías.
Son muchos los factores que explican la evolu-
ción del comercio, distinguiéndose factores in-
ternos y externos. Debemos considerar que  la
evolución del comercio exterior uruguayo en los
años 90 y lo que va del 2000 está determinado
en gran medida por la entrada en vigor del MER-
COSUR, el ingreso a la OMC, el comercio con
otros países y por las condiciones impuestas por

la política económica doméstica. 
La política económica que aplica el país es neo-
liberal y aperturista, apuntando a un modelo de
país agro-exportador. Esto determina que en
Uruguay los resultados económicos y sociales
dependen, más de la estrategia de inserción in-
ternacional que han desarrollado sus gobiernos
que de las políticas de desarrollo interno. Esta
estrategia tiene su base en la apertura de la
economía, fomentando el desarrollo de merca-
dos externos como forma de colocar los exce-
dentes de producción. Para ello Uruguay integra
la OMC, es miembro del Grupo de Cairns y for-
ma parte del MERCOSUR. 
Esta política económica llevada adelante por el
país comienza en la década del 70, cuando se
deja de lado el modelo de protección de la pro-
ducción nacional y se abre la economía. Es un
proceso que ha llevado años, y que en la déca-
da del 90 se consolida en el acuerdo regional de
libre comercio que da lugar al MERCOSUR.  La
globalización de la economía ha sido tomada co-
mo bandera por parte de los distintos gobiernos,
explicando la línea económica seguida. El mode-
lo no es distinto al seguido por el resto de Lati-
noamérica. Apertura de los mercados, ingreso
de productos importados sustitutos de los pro-
ducidos internamente, endeudamiento externo
para afrontar el déficit en la balanza comercial,
por lo tanto necesidad de recursos económicos
para afrontar los compromisos generados, sólo
buscados con excedentes agropecuarios comer-
cializados en el exterior. La mayor parte de las
exportaciones de origen agrícola del país son pro-
ductos poco diferenciados -commodities--;  los
precios de dichos bienes han tendido histórica-
mente a la baja en los mercados internacionales.
El proceso estuvo asociado a una política econó-
mica que durante los 90 hizo hincapié en el con-
trol de la inflación, vía manejo del tipo de cambio,
que generó un retraso cambiario. Este modelo
simplificado ha generado una espiral de mayor
dependencia de las grandes potencias económi-
cas, de mayor ingerencia del capital transnacio-
nal, sumiendo al país y a la región en una crisis
económica, social y ambiental que es de las más
grandes de su historia. 
La integración regional determina que el proceso
de apertura tenga dos puntas: una es la elimina-
ción de barreras al comercio regional, la otra es
la reducción gradual de las barreras arancelarias
de la región con el resto del mundo. A modo de
ejemplo, en el período 1989 a 1996 se consigna
en un informe de la economía del Uruguay , que
el arancel externo promedio del MERCOSUR se si-
tuaba en torno a 29% en 1989, mientras que en
1996 se situaba en torno a 11,4%. Esto muestra
una reducción de más de 60%. Téngase presen-

45



te que el compromiso de la Ronda Uruguay para
países subdesarrollados era reducir los aranceles
24% en 10 años. El mismo informe determina
que las importaciones desde el resto del mundo
hacia el MERCOSUR crecieron un 20% acumulati-
vo anual, pasando de 30 mil millones de dólares
en 1991 a más de U$S 66 mil millones en 1996.
En tanto las exportaciones desde el bloque hacia
terceros países solamente crecieron un 11%
anual. Por lo que el déficit de la balanza comer-
cial del bloque aumentó un 9% acumulativo anual
en ese período de tiempo. 
La economía uruguaya ha recorrido un camino si-
milar al MERCOSUR en su conjunto, ya que la ba-
lanza comercial del país tiene un saldo negativo
desde 1991, año de inicio del acuerdo regional,
que ha significado que en el período 1991-2001
el déficit generado haya sido de casi U$S 9 mil
millones. Como dato comparativo, la deuda ex-
terna bruta del Uruguay ascendía a U$S 8,9 mil
millones al final del año 2001. Esta situación y el
resto de la política económica llevada adelante
por el país afectaron al sector exportador quitán-
dole competitividad y sobre todo generando la
desaparición de productores de tipo familiar, así
como pérdida de puestos de trabajo en el medio
rural.

A continuación presentamos -como ya mencio-
namos- dos estudios de caso de la agricultura
uruguaya,  que demuestran y ejemplifican el im-
pacto de dichas políticas: la producción de poro-
to y ajo de los pequeños agricultores hortícolas
para el mercado interno y el caso de la produc-
ción de arroz para la exportación y el impacto en
los medianos  empresarios agrícolas.
3. El impacto de las políticas neoliberales en la
horticultura y el complejo arrocero uruguayo
3.1 La resistencia de los pequeños agricultores
familiares de poroto blanco en Uruguay (*)

Desde la década del 80  el cultivo de poroto
“manteca blanco”  –que compone la  canasta
alimentaria básica de invierno de los uruguayos-
comienza a descender ante la baja de precio
provocada por las importaciones. Solamente  un
grupo de pequeños agricultores familiares ha
mantenido el cultivo hasta hoy. En los últimos
años las importaciones -bajo el paraguas de las
políticas comerciales neoliberales- han invadido
todo el mercado local de alimentos, propendien-
do a la descomposición de la pequeña produc-
ción familiar, entre ellos a un grupo de muy pe-
queños agricultores que con trabajo familiar tie-
ne entre su “canasta” de cultivos, el poroto de
manteca. Esta comunidad resiste la entrada de
este producto al país, y lucha por mantener el
cultivo abasteciendo el mercado nacional y con-

servar sus variedades adaptadas localmente
después de más de un siglo de cultivo en el país.

El poroto de manteca (Phaseolus lunatus) es
cultivado por pequeños agricultores familiares
hortícolas en las inmediaciones del poblado de
Santa Rosa, del departamento de Canelones, al
sur de Uruguay. Su ubicación responde a que se
encuentran próximos a la ciudad de Montevideo,
principal centro poblado y de consumo del país,
y que concentra a la mitad de la población total.
En términos generales y a modo de establecer
una caracterización de la producción hortícola
del Uruguay, hay que señalar que del total de los
productores el 99% son de tipo familiar. A su
vez, la horticultura no llega a controlar siquiera
el 1% de la tierra disponible para la agricultura
del país. Como complemento a esta caracteriza-
ción es necesario indicar que el rol de la agricul-
tura familiar ha cambiado en el curso del deve-
nir histórico según el proceso de acumulación
capitalista. En los primeros cincuenta años del
siglo veinte su papel fue producir alimentos ba-
ratos para el mercado interno, acompasando el
proceso de urbanización primero y el de indus-
trialización por sustitución de importaciones
después. Estos pequeños agricultores, si bien
siempre han producido alimentos para su auto-
consumo,  fundamentalmente han estando his-
tóricamente muy insertos en el mercado local y
nacional. 
Cuando en las últimas décadas cambia la políti-
ca económica y se impulsa un modelo de acu-
mulación “hacia afuera” a través de políticas
neoliberales, su papel ya no es el mismo, pues-
to que despreciando la producción para el mer-
cado interno se favorece la importación de ali-
mentos.
Este nuevo rol de la agricultura familiar conduce
a la misma a un severo proceso de abandono y
de descomposición -en un proceso de disminu-
ción de predios principalmente de menos de 50
hectáreas y concentración de la tierra en empre-
sas de más de 1000 hectáreas- que pone en ja-
que la independencia y seguridad alimentaria
del país, junto a la pérdida de biodiversidad cul-
tivada (ver Gráfico 1). Esta situación correspon-
de a la producción de poroto pero también a una
serie de rubros que no son considerados por
parte del Estado como pasibles de ser produci-
dos en forma competitiva. Los ejemplos más
claros pueden ser la producción de maní, de len-
tejas, ajo, azúcar de caña en el norte del país y
de  otros rubros hortícolas y frutícolas. En este
marco el único rubro subsidiado es la foresta-
ción, plantaciones principalmente de eucaliptus
que realizan grandes empresas extranjeras, en-
tre ellas la empresa Shell.
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Gráfico 1: Evolución del número de estableci-
mientos agropecuarios en Uruguay

Fuente: Gómez, 1998 (en base a Censos Gene-
rales Agropecuarios-MGAP).

Las familias productoras de poroto de Canelones
se encuentran afincadas en esta zona desde fi-
nes del siglo diecinueve; desde entonces el cul-
tivo ha pasado a través de la tradición familiar
de generación en generación. Este hecho tiene
como resultado la configuración de una identi-
dad cultural y el sustento socio-económico de
una comunidad rural; la que, por intermedio de
un conjunto de prácticas de manejo de varieda-
des locales de semillas de poroto, se constituye
en un agente clave en la conservación de la bio-
diversidad. 

El rol del cultivo del poroto en las unidades de
producción familiar
La información nacional acerca de cómo se tra-
baja el cultivo de poroto es escasa y antigua. Si
bien hubo cierto interés por parte de la Facultad
de Agronomía y el Instituto Nacional de Investi-
gaciones Agropecuarias entre los años 1986 y
1989, el mismo se perdió totalmente al consta-
tarse la fuerte reducción del área sembrada año
a año.
Los márgenes actuales son muy reducidos por
efecto de la disminución del precio. En palabras
del Ingeniero Agrónomo (que trabaja con estos
productores) consultado: “un kilo de poroto era
equivalente a un kilo de carne y a un dólar. Pa-
ra tener una idea, la carne barata está a 30 pe-
sos, el dólar a 17 pesos, y un kilo de poroto es-
tá a 12 pesos en el mercado”. 

A pesar de esto y las consecuencias que se ge-
neran, los mencionados productores lo siguen
plantando debido a que se adapta muy bien a
sus suelos pobres y forma de producir, requiere
de muy poco capital y proporciona subproductos
para alimentación animal. Es decir, que hasta el
momento el poroto ha sido un cultivo esencial
en la sustentabilidad del sistema productivo. 

Los suelos en los cuales se viene realizando es-
te cultivo se han venido sometiendo a agricultu-
ra intensa en la ausencia casi total de rotacio-
nes, en parte debido al manejo tradicional y en
parte a que la reducida área de propiedad se los
impide. Por lo que luego de casi 100 años de
cultivos la capa arable de los mismos ronda los
20 cm, y es justamente en estos primeros 20
cm que el poroto de manteca concentra el 80 %
de sus raíces, hecho que lo constituye en una
especie ideal para ser cultivada en ellos. Parale-
lamente, por ser una leguminosa, mejora las
propiedades físico-químicas de los suelos, hecho
que no ocurre con los demás cultivos que po-
seen tradición en la zona.

Esto se suma a que es un cultivo que requiere
de muy poca inversión. Con buenas medidas
preventivas, principalmente en lo que refiere a
selección y almacenamiento de las semillas, el
único “capital” necesario es un animal, general-
mente un buey, las herramientas y por supues-
to el factor trabajo. Los subproductos que se ob-
tienen son de gran utilidad en el sistema. Los
granos manchados que no pueden ser comercia-
lizados se destinan a la alimentación de cerdos,
y los fardos que se obtienen al retirar las plan-
tas durante la cosecha sirven para alimentar los
bueyes y caballos. Como indica un productor,
“los granos manchados se le daban a los chan-
chos, y la rama (...) se aprovechaba como forra-
je; era buen forraje”. Por otra parte la compra o
inversión en semillas no es necesaria, ya que
parte de la cosecha es seleccionada por método
visual para ser utilizada como semilla al año si-
guiente. Toda la producción nacional se basa en
el uso de poblaciones locales adaptadas al am-
biente, que se obtuvieron en cada predio tras
varias generaciones de selección. En este proce-
so participaban todos puesto que “la familia lo
clasificaba y apartaba, el trabajo del invierno era
ese: arrancabas de mañana y después de tarde,
hasta las doce de la noche a veces. Y en esto se
estaba entre dos y tres meses siempre” .

Entonces el poroto de manteca es un cultivo
que, apoyándose en el uso de variedades loca-
les y con el trabajo como principal recurso, se
adapta muy bien a la forma de producir de es-
tos pequeños productores familiares. La drásti-
ca reducción de área y de productores que se
puede observar es consecuencia de todos los
factores antes mencionados, pero principalmen-
te por la disminución que el precio de este pro-
ducto ha presentado por los crecientes volúme-
nes  importados (ver Cuadro 1).
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Cuadro 1: Evolución de la superficie sembrada y
número de explotaciones que cultivan poroto en
el Uruguay en los últimos 20 años

Fuente: Censos Generales Agropecuarios-MGAP
(1980, 1990 y 2000)

El proceso socioeconómico de los últimos 30
años y su impacto en la horticultura
En los últimos treinta años se asiste a nivel
mundial a un proceso de transformación socioe-
conómica sin precedentes que se encuentra sig-
nado por lo que se ha dado en llamar “globaliza-
ción”. 
El proceso de globalización describe la expan-
sión de las relaciones capitalistas de “mercado”,
es decir, la creciente mercantilización de nume-
rosas esferas de la actividad económica, social y
cultural que anteriormente no estaban incorpo-
radas a él. A su vez, refiere también a procesos
de integración de las diversas partes de la eco-
nomía del mundo en un “mercado mundial” que
comprende patrones de producción y consumo,
mercado de factores de producción, y la orques-
tación de una organización cada vez más trans-
nacional de la producción mundial.
Es decir, que el proceso de constitución y conso-
lidación de la globalización responde a una nue-
va etapa en la evolución del sistema capitalista
mundial que tiene por agente fundamental a las
empresas transnacionales (Teubal, 2001).
Muchos de los fenómenos que se agudizaron en
las últimas décadas en América Latina, y en par-
ticular en Uruguay, son un reflejo de la intensi-
ficación del dominio del capital sobre el agro en
el marco de un proceso capitalista globalizado.
Esta intensificación del dominio del capital se vio
alentado por la articulación de dos procesos
combinados entre sí: la implementación de polí-
ticas neoliberales y la “modernización” del agro
a través de la “Revolución Verde”. 
Las políticas neoliberales en el agro implican bá-
sicamente procesos de desregulación y de des-
protección que tienen significados diferentes pa-
ra los distintos sub-sectores. Estas políticas apli-
cadas (principalmente de apertura comercial, de
ajuste fiscal y de anclaje cambiario, impulsados
por la OMC y los organismos financieros interna-
cionales) tienen como consecuencia dos proce-
sos correlacionados que son la creciente con-
centración de la distribución de la tierra (refor-
zando la extensividad como forma de produc-
ción ganadera), y la migración de pequeños pro-

ductores del campo a los centros poblados. A su
vez la “Revolución Verde”, difundida y promocio-
nada por los grandes centros de poder mundial,
acentúa las consecuencias mencionadas, de for-
ma tal que quienes logran incorporar el “paque-
te tecnológico” recomendado son aquellos que
poseen principalmente grandes extensiones de
tierra y capital. Estos procesos afectan aún más
a la agricultura familiar.
Por su parte, en un nivel prospectivo, el panora-
ma no es para nada alentador ya que el proce-
so de integración regional (Mercado Común del
Sur, MERCOSUR) ha mantenido esta tendencia
debido al sostenimiento de las políticas de aper-
tura comercial indiscriminada. Políticas que po-
siblemente se profundicen en caso de concretar-
se el proyecto ALCA de integración de las Amé-
ricas. 
En este contexto, la situación del sector hortíco-
la se ve signada por la caída de la demanda in-
terna debido a la pauperización del salario real,
y a las políticas de apertura impulsadas desde el
Estado que facilitan la importación de alimentos
y por ende una mayor participación de las gran-
des empresas importadoras de productos ali-
menticios (Piñeiro, 1998).
Para el caso del poroto, en Uruguay las principa-
les empresas importadoras son: SILCOM S.A.,
SOLDO HNOS. S.A. y NIDERA URUGUAYA S.A.;
esta última de capital transnacional. Las mismas
controlan casi el 70 % del comercio nacional y
trabajan exclusivamente con producción prove-
niente de Estados Unidos, Perú y la Ex-Birmania.
Según datos proporcionados por una de las em-
presas importadoras, mientras que hace poco
más de diez años se trabajaba sólo con porotos
nacionales, de la actual demanda de 210 tone-
ladas 180 corresponden a lo importado y sola-
mente 30 a la producción nacional.

Es así que hoy en día los productores que se de-
dican al cultivo de poroto se encuentran en una
situación de extrema vulnerabilidad como con-
secuencia de las políticas agrícolas que se llevan
adelante. Y a su vez, la sociedad en su conjun-
to se encuentra frente al riesgo de proseguir
erosionando su biodiversidad.

La movilización y resistencia
Frente a esta situación de crisis y descomposi-
ción de la producción los productores no han
permanecido inmutables esperando la liquida-
ción final; por el contrario, han buscado defen-
der su derecho a seguir cultivando la tierra y
continuar viviendo en y del campo. Este hecho
cobra singular relevancia por tratarse de un sec-
tor que tradicionalmente ha tenido una escasa
capacidad de movilización. 
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Mientras el precio del poroto caía, los producto-
res comenzaron a diversificarse incorporando
nuevos cultivos o simplemente aumentaron la
superficie de los que ya venían realizando (bo-
niato, cebolla, zanahoria, ajo y maíz). A pesar
de estas estrategias de resistencia también ocu-
rrieron casos de abandono del cultivo, y en al-
gunos casos incluso del medio. Generándose
procesos de expulsión de familias hacia la ciu-
dad en un doloroso desarraigo cultural, perdién-
dose con ello no sólo población rural sino tam-
bién las semillas, las variedades adaptadas y los
conocimientos sociales generados por la expe-
riencia de varias generaciones. Tras algunos
años de resistencia local, la actitud adoptada fue
la de agruparse e iniciar movilizaciones junto a
otros pequeños productores del país que desde
abril de 1999 han realizado a nivel nacional cor-
tes de ruta, marchas, actos y presión directa so-
bre el poder político. Realizando también impor-
tes movilizaciones de los pequeños y medianos
productores del país y sus organizaciones junto
a la central única obrera PIT-CNT, que no tenía
antecedentes en la historia nacional. A pesar de
la lucha, el gobierno hace oídos sordos a los re-
clamos; existe una ausencia total de respuestas,
pues se apuesta a un modelo de desarrollo pro-
ductivo basado en grandes productores empre-
sariales. 
A partir de las transformaciones socioeconómi-
cas ocurridas a nivel mundial y las políticas neo-
liberales del ámbito nacional, la producción de
poroto en el marco del sector hortícola sufre una
drástica reducción de su producción. Esta reduc-
ción se ve acompañada en muchos casos por la
emigración de familias enteras a los cinturones
de pobreza de las ciudades. Este proceso impli-
ca un cambio radical en las formas de vida de
las familias al dejarlas en una situación de altí-
sima vulnerabilidad social, además de la pérdida
de biodiversidad cultivada representada en las
variedades locales adaptadas de poroto mante-
ca. A su vez, los conocimientos asociados que se
han desarrollado a través del tiempo en el seno
de esta comunidad de agricultores constituyen
un patrimonio irrecuperable. 
Al no estarse desarrollando un modelo producti-
vo sustentable se está poniendo en jaque la se-
guridad alimentaria, entendiendo que la misma
se logra manteniendo y promoviendo una base
estable de producción local de alimentos. Para
lograrla son necesarios medios que protejan y
promuevan la oferta nacional de alimentos,
acortando la distancia entre la producción y el
consumo en lugar de aumentar la liberalización
del mercado de alimentos. Esto último no es
más que expresar con otras palabras lo que los
productores de poroto reclaman.    

Estos modelos de desarrollo deben de compren-
der entonces a la sustentabilidad desde cuatro
dimensiones fundamentales: social, ecológica,
política y económica. El caso del poroto, al igual
que el de muchos cultivos alimenticios podría
revertirse si se adoptara un modelo de desarro-
llo sustentable a tiempo. Porque como sostuvo
uno de los productores entrevistados: “Aquí las
cosas ‘mañana’, es tarde; tiene que ser hoy” .

3.2. Importando ajo de China y España
La horticultura uruguaya ha sido de los sectores
que ha sufrido más el impacto de la reducción
arancelaria. A la eliminación total de aranceles
por la integración regional se le suma la existen-
cia de bajos aranceles externos comunes del
MERCOSUR. Este rubro se caracteriza por ser
muy intensivo en el uso de mano de obra, ocu-
pando mucha mano de obra de tipo familiar,
siendo en muchos casos una producción más de
subsistencia que comercial. 
Desde la incorporación al MERCOSUR el sector
se ha visto desprotegido de la competencia que
se produce por parte de los productores de los
países vecinos. En estos países hay sectores
productores que manejan áreas y volúmenes
sumamente altos en relación al mercado domés-
tico uruguayo. Pero la mayor competencia pro-
viene en ciertas ocasiones y para ciertos produc-
tos de fuera de la región. Así ocurre por ejemplo
con el ajo, producto que ingresa pagando un
AEC de 10%, desde destinos como España o
China. Veamos los datos.
Durante los últimos 3 años (2000-2002) y lo que
va del 2003 han ingresado 1.560 toneladas de
ajo, de las cuales 700 toneladas eran provenien-
tes de China y España . Informa el Mercado Mo-
delo de Montevideo que en la última semana de
julio de 2003 ingresó ajo proveniente de China,
a un precio mayorista 32% más bajo que el ajo
nacional y un 15% más barato que el ajo prove-
niente de Argentina . Esta diferencia en los pre-
cios resulta a pesar de tener que pagar 10 % de
arancel externo común. 
Otro impacto que produce el ingreso de produc-
tos extranjeros subsidiados o que compiten des-
lealmente con los mercados es la saturación de
los mismos. El ingreso de ajo al Uruguay duran-
te los años 2000-2002 fue en promedio de 480
toneladas anuales, correspondiendo 206 tonela-
das anuales a China y España. En tanto, la pro-
ducción de ajo nacional según fuentes oficiales
fue de 1.486 toneladas en el año 1998, mientras
que en 1990 era de 1.036 toneladas . Pero to-
memos el dato de 1999, una importación anual
de 480 toneladas representa el 32,3% de la pro-
ducción nacional y el 14% proviene de destinos
extra-regionales.
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Esta situación no es exclusiva de la producción
de ajo, porque se podría sostener que un culti-
vo no es razón suficiente para proteger un sec-
tor. Pero la situación descripta trasciende al cul-
tivo de ajo.

Importación (ton)
2002 2001

Hortalizas de hoja 106 295
Frutos 3.118  2.464 

Raíces, tubérculos 
y otros 14.829 15.826

Fuente: MGAP-DIEA.
A su vez es importante destacar que entre 1990
y 1999, sólo en la región sur del país se perdie-
ron 2.595 explotaciones con cultivos hortícolas,
pasando de algo más de 8 mil a 5.490 explota-
ciones. Sin embargo, la superficie destinada a la
producción de cultivos hortícolas en dicha región
se mantuvo constante, visualizándose una con-
centración de la producción en un menor núme-
ro de productores. Otro dato que se desprende
de la misma encuesta indica que sólo el 2,5% de
los horticultores tiene menos de 30 años y más
del 50% tiene más de 50 años. Además, los pro-
ductores con menos de 5 años en la producción
eran el 2,4% del total.
Esto muestra que hay un proceso que no sólo
implica concentración de la producción sino que
además hay un envejecimiento de la población
productiva, sin que exista recambio generacio-
nal. Este aspecto tiene muchas causas, pero es
claro que la desregulación de la producción y la
libre competencia por parte de mercados subsi-
diados es una de ellas.
La producción hortícola, como ya se dijo, tiene
ciertas particularidades, puesto que hace un uso
más intensivo de la mano de obra. Este rubro
ocupa apenas el 1% de la superficie productiva
de todo el país y emplea al 10% de los trabaja-
dores permanentes del sector agropecuario .
Además de representar el 4,5% del VBP agrope-
cuari,o según datos de la misma oficina guber-
namental.
A su vez, el impacto que produce el ingreso re-
lativamente libre de productos como el ajo, no
sólo se refleja en los precios de mercado. Ya que
esa oferta de productos importados es produc-
ción que el país está dejando de realizar, con el
consecuente impacto negativo que esto tiene,
ya que vimos que se pierden agricultores, su co-
nocimiento del cultivo y el patrimonio de varie-
dades locales adaptadas. Simultáneamente la
población rural se envejece, mientras en las zo-
nas urbanas aumenta el número de personas in-
digentes y pobres expulsadas de la ciudad y el

campo y las tasas de desempleo aumentan. Es-
ta situaciones, no sólo se originan por el ingre-
so de productos agrícolas importados, pero po-
líticas que tiendan a fomentar el autoabasteci-
miento de aquellos productos que se pueden
cultivar contribuirían a revertir en parte estas si-
tuaciones, aliviando la presión social que ellas
generan.

3. 3 El arroz y los arroceros
Un caso que resume el impacto asociado de es-
tas variables, y que se vio afectado por la reduc-
ción de aranceles es el del sector arrocero. Este
sector logró abastecer al mercado interno prác-
ticamente desde sus inicios (décadas del 30 y
40). En la década de 1970 se incorporó tecnolo-
gía de los Estados Unidos que permitió incre-
mentar la producción generando excedentes ex-
portables. Esta nueva tecnología promovió, en-
tre otros aspectos, la sustitución de mano de
obra por maquinaria. Fue el inicio de las políti-
cas neoliberales. 
En la década del 90 el sector se vio fuertemen-
te estimulado por condiciones de competitividad
favorables con el Brasil, que permitieron a los
productores y molinos orientar prácticamente
todo el comercio exterior hacia ese destino.
Considerando que el excedente exportable re-
presenta el 90 por ciento de lo producido en el
país, se entiende que una decisión implica un
riesgo elevado.
En tanto Uruguay controlaba su inflación con el
control del tipo de cambio, Brasil lo hizo con la
determinación de paridad cambiaria: un dólar
igual a un real. Esta política permitía a los moli-
nos exportar a este mercado sin problemas, ya
que las condiciones en lo que hacía a la compe-
titividad del producto eran buenas. Esta situa-
ción cambió en enero de 1999 cuando Brasil
abandona su política monetaria de paridad fren-
te al dólar.
Las desavenencias en torno al comercio del
arroz comienzan en el ámbito del MERCOSUR en
el año 1995, momento en el cual se definió un
arancel externo común para el arroz de 10%.
Esta situación generó alarma dentro del ámbito
de los productores y molinos, y Uruguay planteó
dentro de las normas de la OMC la creación de
un paraguas agrícola. Esto se produce ante la
sospecha de subsidios por parte de los EE.UU. y
con una banda de precios fijada por la Comisión
de Comercio del MERCOSUR, que permitió au-
mentar el arancel de 10 a 35%.
En 1998 se presentan dificultades en Brasil pa-
ra el abastecimiento interno. Brasil es un país
que no tiene cubierta su demanda interna con
su producción. A su vez, el arroz es un compo-
nente básico de la dieta de la mayor parte de la
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población. A falta de producto en la región, se
produce un aumento de los precios. 
A partir de ese momento se comienzan a dar
una serie de dificultades con el sector arrocero y
el ingreso del producto a Brasil. En una primera
instancia las condiciones no eran favorables pa-
ra el ingreso por problemas económicos, ya que
Brasil devaluó su moneda en enero de 1999.
Además, en respuesta a la situación del año an-
terior la producción regional aumentó generan-
do un excedente. En ese mismo año ingresa
arroz subsidiado de Estados Unidos que deprime
los precios aún más. El Arancel Externo Común
para el arroz cáscara ese año era de 13%, y la
estimación de la Asociación de Cultivadores era
que el mismo debía ser de 40% para evitar la
competencia desleal del arroz subsidiado.
Durante el año 2000 se produce el ingreso de
arroz subsidiado proveniente de EE.UU.. El tipo
de arroz producido en Uruguay es de grano lar-
go, considerado de alta calidad en los mercados
internacionales. Este tipo de arroz es el que pro-
ducen los Estados Unidos. El mercado mundial
de arroz es reducido en comparación al volumen
producido, solamente se comercia el 5% de lo
producido. Dentro de los exportadores de arroz
de grano largo de alta calidad encuentran Uru-
guay y EE.UU. La existencia de subsidios en
EE.UU. determina que la distorsión del mercado
mundial de arroz de calidad se vea muy afecta-
da, ya que los otros grandes exportadores (Tai-
landia, India, Vietnam) producen un grano dis-
tinto, que tiene otros precios en el mercado
mundial. Aun así los subsidios lo deprimen aun
más, afectando a los productores de esos países
asiáticos que son campesinos. 
La importación de arroz subsidiado redundó en
una distorsión del mercado regional de arroz. El
arancel para arroz cáscara se encuentra en tor-
no al 14%. El problema surge a partir del pago
de un subsidio en los EE.UU., que por bolsa de
50 kg de arroz cáscara es de U$S 5,53 en pro-
medio para el período 1988-2002. Pero si se
considera el subperíodo 2000-02 el mismo osci-
ló entre U$S 7,21 y 9,61 por bolsa de 50 kg  de-
terminando que, en una situación de bajos pre-
cios a nivel mundial, los productores del país del
norte puedan continuar con su producción ex-
portando sus excedentes a precios bajos, hecho
que genera una depresión en los precios aún
mayor.
Esta situación incidió fuertemente sobre el sec-
tor productivo uruguayo, determinando una ba-
ja en los precios internos que provocaron una
caída en la superficie sembrada que pasó de
208.000 ha en la zafra 1998/99, año récord en
superficie, a 160.000 ha en la zafra 2001/02. El
impacto fue mayor en lo que refiere a número

de productores, puesto que el mismo se redujo
de 732 a 482 en dichas zafras. Vale destacar
que la reducción en el número de productores
que plantan arroz se dio más acentuadamente
en el estrato que siembra hasta 100 ha por año,
ya que en dicho estrato se pasó de 263 a 98
productores lo que representa una desaparición
de 73% de los productores . 
Esto muestra que el 66% de los productores que
dejaron de plantar en ese período pertenecen al
estrato de menor superficie. Así podemos afir-
mar que para el sector arrocero uruguayo la
combinación de subsidios en los países desarro-
llados y la reducción de aranceles afectó más a
los productores de menor tamaño. Esto no sig-
nifica que sean productores familiares, puesto
que por la dotación de capital y uso de mano de
obra que demanda el cultivo, hace que en gene-
ral se trate de productores de tipo empresarial.
Pero aún así se ven afectados aquellos que tie-
nen menos recursos.
Asimismo viene ocurriendo que hay un cierto
número de productores arroceros que son de
origen brasileño. Esto cruzan la frontera en bus-
ca de nuevas tierras para desarrollar el cultivo.
Por las características de los mismos, en gene-
ral demandan grandes superficies de tierra. Por
ello se puede inferir que además de que los pro-
ductores que más abandonaron el cultivo son
aquellos con menor superficie de chacra, se tra-
ta en su mayoría de productores nacionales; por
tanto, se acentúa la proporción de productores
de origen extranjero. 
Esto no resulta exclusivamente de la reducción
de aranceles en la región y de la aplicación de
subsidios en los países desarrollados, sino que
también obedece a las políticas neoliberales,
que permiten el pasaje de la tierra a manos ex-
tranjeras. Pero no podemos tampoco disociar
una política de otra, ya que el modelo incluye to-
das estas situaciones en forma conjunta, agra-
vando la situación de aquellos que cuentan con
menores recursos. Las relaciones de dependen-
cia no sólo se producen en la dirección sur-nor-
te, sino que también se dan en las regiones en
que el gran capital tiende a concentrarse, elimi-
nando aquellas situaciones intermedias de te-
nencia de tierra y capital. O se tiene en gran
cantidad o no se tiene, esa parece ser la consig-
na del capitalismo.
El impacto social de la reducción del área arro-
cera, no solamente afecta a los productores de
menor tamaño, también afecta la mano de obra
que es contratada para trabajar en el cultivo. El
impacto económico también se ve en los pue-
blos y ciudades de la zona arrocera del país, ya
que en muchos de estos lugares, el arroz repre-
senta el principal motor de la economía local,
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viéndose agudizados los problemas de desem-
pleo en estas regiones del país.
5. A modo de conclusión
Estas cifras de la horticultura y el arroz sirven
como marco para explicar algunos efectos que
se producen a partir de la apertura al mundo de
una economía tercermundista como la urugua-
ya. Creemos que es un camino equivocado y ne-
fasto para la economía nacional en su  conjunto
la insistencia -por parte de algunos sectores so-
ciales- de abrir la economía en forma unilateral,
para a partir de allí negociar la eliminación de
las barreras que al comercio imponen los países
desarrollados Estos sectores defienden la políti-
ca neoliberal y aperturista por razones corpora-
tivistas, ya que siempre que se definen políticas
macro hay quienes pierden, pero también están
los que ganan. En una visión global es claro que
quienes ganan son las transnacionales y el gran
capital, pero también es cierto que hay sectores
nacionales en los países tercermundistas que
responden a esos intereses y ganan con esta
políticas.

(*) El apartado 3.1 es un extracto del trabajo de
Redes Amigos de la Tierra Uruguay, José P. Sán-
chez, Milton Silveira y Carmen Améndola “Ga-
nando en conciencia por la biodiversidad: La re-
sistencia de los pequeños agricultores familiares
de poroto (Phaseolus lunatus) en Uruguay”,
Montevideo, 2002, publicado por Amigos de la
Tierra Internacional.

NOTAS:
Grupo de Cairns, esta integrado por países exportadores de
productos agropecuarios, integrado por países desarrollados
y subdesarrollados. 

Informe publicado en la sección económica de la página
web de la embajada uruguaya en Chile. www.uruguay.cl

Fuente: Unidad de Información Comercial de la Comisión
Administradora del Mercado Modelo, en base a DGSA-MGAP.

Fuente: Informe semanal de precios e ingresos al Mercado
Modelo, Semana del 28 de julio al 2 de agosto de 2003.
CAMM.
Fuente: DIEA-MGAP, PREDEG. Encuesta hortícola en el Sur,

Anticipo de Resultados. Diciembre 1999.
Fuente: DIEA-MGAP. Censo General Agropecuario 2000.
Fuente: Revista de la Asociación de Cultivadores de Arroz,

Junio de 2003, Año IX, Nº 34. págs. 12-23.
Fuente: MGAP-DIEA, Encuesta Arrocera Zafra 2001-02,

Serie Encuestas Nº 208, Julio 2002.
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Para las Filipinas el Acuerdo sobre Agricultura
(AsA) fue el acuerdo más importante de la OMC.
La razón es que el sector agrícola del país conti-
núa empleando a casi la mitad de la fuerza labo-
ral y contribuyendo con más del 20% al producto
bruto interno. Sin embargo, como asegura un in-
forme, cuando “se consideran todas las activida-
des económicas relacionadas con las agroindus-
trias y la provisión de insumos agrícolas extra pre-
diales, el sector agrícola definido ampliamente re-
presenta dos tercios de la fuerza laboral y el 40%
del PBI.”  Por lo tanto la agricultura juega “un pa-
pel estratégico en el desarrollo económico general
del país mediante sus fuertes efectos vinculantes
como fuente de alimentos y proveedora de mate-
rias primas para el resto de la economía, y como
una fuente de demanda de insumos no agrope-
cuarios y de bienes de consumo y servicios.” 

Durante el debate nacional sobre la ratificación de
la OMC, el gobierno fundamentó su posición pro
OMC con el argumento de que el libre comercio in-
crementaría la eficiencia de la agricultura filipina.
No se trata de un caso de imposición del proceso
de liberalización agrícola a tecnócratas vacilantes
como fuera en otros países en desarrollo, sino que
los tecnócratas neoliberales que comenzaron a
dominar las agencias económicas estatales duran-
te las administraciones de Aquino y Ramos que-
rían liberalizar la agricultura. En efecto, las dos
administraciones impusieron un programa de libe-
ralización exhaustivo (Decreto del Ejecutivo 470)
que incluía tanto a la industria como a la agricul-
tura.

La liberalización agrícola, sin embargo, se retrasó
a causa de la resistencia de los agricultores, tan-
to grandes, como medianos y pequeños. En efec-
to, la Carta Magna para los Pequeños Agricultores
aprobada en 1991, fue percibida como un intento
de amplio alcance para consolidar la protección ya
que estipulaba la prohibición de las importaciones
de aquellos productos que podían ser producidos

localmente en cantidades suficientes. En este con-
texto, someter al sector agrícola del país a la dis-
ciplina del Acuerdo sobre Agricultura de la OMC
fue visto como un paso clave para destruir el pro-
teccionismo agrícola.

Además,  ingresar al mundo del Acuerdo sobre
Agricultura tornaría más productiva a la agricultu-
ra filipina al promover el cultivo de commodities
con alto valor agregado como brócoli y flores. Con
estas commodities consideradas “exportaciones
exitosas” que incrementarían la participación de
Filipinas en los mercados mundiales,  los tecnó-
cratas agrícolas vieron la liberalización del comer-
cio que vino de la mano con la membresía en la
OMC, como la posibilidad de eliminar progresiva y
gradualmente gran parte de la producción de
arroz y maíz que involucraba a la mayor parte de
la fuerza laboral agraria. El plan de Desarrollo
Agrícola de Mediano Plazo de la administración de
Fidel Ramos –teniendo ya en mente el posible in-
greso a la OMC- preveía limitar la producción de
arroz y maíz a 1,9 millones de hectáreas para así
liberar 3,1 millones de hectáreas hasta entonces
cultivadas con arroz y maíz para la cría de gana-
do y cultivos comerciales. 

Para asegurarse el apoyo popular para la ratifica-
ción de la OMC el gobierno aseguró que el régi-
men del AsA entre otras cosas:  
- crearía 500.000 nuevos puestos de trabajo en la
agricultura anualmente;
- incrementaría los ingresos anuales por exporta-
ciones agrícolas en P3.400 millones, mejorando
por lo tanto la balanza comercial de productos
agrícolas;
- incrementaría el valor agregado bruto anual de
la agricultura en P60 mil millones.

Para alivianar los sufrimientos de la transición el
parlamento asignó P128 mil de millones para
mejorar la infraestructura agropecuaria y crear
“redes de seguridad”, los cuales serían liberados

El Acuerdo Agrícola de la OMC y la Desaparición
de la Agricultura Filipina
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anualmente en montos de P32 mil millones.

Después de la ratificación el gobierno actuó pa-
ra que la legislación filipina fuera compatible con
la OMC. La Carta Magna para los Pequeños Pro-
ductores fue revocada. Se promulgó una legisla-
ción de máximo alcance, Ley de la República
8178, que ponía fin a las cuotas de importación
transformándolas en contingentes arancelarios.
El sistema de contingentes arancelarios cubría
15 líneas arancelarias de importaciones agríco-
las “sensibles”, incluyendo animales vivos, carne
fresca y refrigerada, cerdo, carne de pollo, car-
ne de cabra, papas, café, maíz y azúcar. Para es-
tas commodities se le exigió a Filipinas que dis-
pusiera un “volumen de acceso mínimo” con
aranceles bajos, equivalente al 3% del consumo
interno en el primer año de aplicación de la OMC
y al 5% a los 10 años. Por encima de la cuota, las
importaciones serían gravadas a tasas más altas.
Para el maíz, por ejemplo, teniendo como referen-
cia el período acordado de 1986-88 para el cálcu-
lo del consumo interno, el volumen de acceso mí-
nimo que se debía permitir ingresar con un aran-
cel bajo del 35% sería 65.000 toneladas métricas
en 1995, aumentando a 227.000 toneladas métri-
cas en el 2004.  Por encima de ese volumen de ac-
ceso mínimo los aranceles ascendían al 65%.

En virtud del anexo 5 del AsA se les permite a los
países mantener una cuota para “los productos
agrícolas primarios que sean los predominante-
mente básicos en la dieta tradicional.”  En el caso
de las Filipinas era el arroz. Pero de todos modos
se le exigió al país que incrementara el volumen
de acceso mínimo del 1% del consumo doméstico
para el primer año, al 4 % a los diez años, o dicho
de otra manera de las 30.000 toneladas métricas
en 1995 a las 227.000 toneladas métricas en el
2004. 

Al igual que con los demás acuerdos que com-
prende la OMC, EE.UU. actuó como el inspector lo-
cal del organismo con sede en Ginebra, controlan-
do con ojo de águila los procesos legislativos y de
aplicación en Filipinas. Este proceso fue bastante
invasivo  y el mismo fue más allá del alcance de
la letra del AsA. Por ejemplo, EE.UU. intervino en
la emisión de licencias para los importadores de
carne de cerdo y pollo, acusando al gobierno fili-
pino de entregar “la mayoría de las licencias de
importación a los productores locales que no te-
nían interés en importar.”  Cuando Filipinas se re-
sistió, EE.UU. amenazó con suspender los arance-
les preferenciales para las exportaciones de Filipi-
nas comprendidos en el Sistema General de Pre-
ferencias. Filipinas cedió y más tarde, en 1998,
emitió un memorando de entendimiento en el que

se detallaban sus concesiones. Según un informe
del Representante Comercial de EE.UU. de aquel
momento “la evaluación de la elegibilidad de Fili-
pinas para recibir acceso preferencial en el marco
del Sistema General de Preferencias...fue inte-
rrumpida.” 

A fines de la década, no sólo no se habían mate-
rializado los beneficios prometidos a partir de la
membresía en el AsA, sino que además la agricul-
tura filipina estaba en medio de una crisis. 

Lejos incrementarse a razón de 500.000 puestos
de trabajo anuales, el empleo agrícola cayó de
11,29 millones de personas en 1994 a 10,85 mi-
llones en 2001. 

Las exportaciones agrícolas como los productos
del coco supuestamente aumentarían a partir de
la membresía en la OMC, pero no se registraron
cambios significativos en el valor de las exporta-
ciones, aumentando de US$ 1.900 millones en
1993 a US$ 2.300 millones en 1997, cayendo lue-
go a US$ 1.900 millones en el 2000. Por otro lado
las importaciones masivas, el gran temor de los
críticos del GATT, se hicieron realidad duplicándo-
se prácticamente su valor pasando de US$ 1.600
millones en 1993 a US$ 3.100 millones en 1997,
volviendo a bajar a US$ 2.700 millones en el
2000. Se consolidó así la condición de Filipinas co-
mo país importador neto de alimentos, con una
balanza comercial agropecuaria que pasó de tener
un excedente de US$ 292 millones en 1993 a un
déficit de US$ 764 millones en 1997 y 794 millo-
nes en el 2002. 

Sectores clave de la agricultura filipina estaban en
una situación bastante mala a finales de la déca-
da.

La crisis de la producción de arroz
La producción de arroz en el país estaba en crisis
a causa de diversos factores, incluyendo la falta
de programas efectivos de ayuda gubernamental.
Sin embargo, la política del gobierno de resolver
los problemas de “crisis de oferta” de corto plazo
con importaciones masivas no podía tener otro
efecto que desalentar aún más la producción de
arroz. La excepción del arroz bajo el Anexo 5 limi-
taba a Filipinas a importar un volumen equivalen-
te al 1% del consumo interno en 1995, que alcan-
zaría el 4% para el 2005. Pero en realidad, el go-
bierno citando la necesidad importó volúmenes
que sobrepasaban esa cuotra, por lo que las im-
portaciones se dispararon de las 263.000 tonela-
das métricas en 1995 a 2,1 millones de toneladas
métricas en 1998, 863.999 toneladas métricas en
1999 y 639.000 toneladas métricas en el 2000. 
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Semejantes volúmenes mantuvieron bajo el pre-
cio del arroz lo que redundó en que no resultara
atractivo para los productores el incrementar la
producción. Los precios promedios del arroz al
productor aumentaron en un “mísero 0,89 anual-
mente” entre 1997 y 2001.  No es sorprendente
que el total de la producción de arroz haya aumen-
tado marginalmente a fines de 1990 y alcanzara un
promedio de crecimiento del 1,9 anual para el total
de la década –muy por debajo de las tasas regis-
tradas en los dos grandes proveedores de las Filipi-
nas: 3% anual en el caso de Tailandia y 4,5% anual
en el caso de Vietnam.  En otras palabras, las im-
portaciones masivas en volúmenes superiores a los
determinados por la cuota contribuían a la erosión
continua del sector del arroz y a convertir a las im-
portaciones del grano en una situación fija y per-
manente en la economía agraria.

Los tecnócratas neoliberales, el Banco Asiático de
Desarrollo y la OMC sacaron ventaja de esta situa-
ción para presionar por la eliminación de la cuota
para el arroz, con la que Filipinas aún podía bene-
ficiarse después del 2005 según el Anexo 5 del
AsA. A una tasa arancelaria del 100%, que esta-
ba siendo considerada por una la Ley de Diputa-
dos 3339 –la denominada “Ley de Redes de Segu-
ridad para el Arroz”- el precio del arroz importado
sería el mismo que el del arroz producido local-
mente. Sin embargo, proveería poca protección a
los productores locales de arroz ya que como lo
señala un estudio, la tasa hubiera sido “insuficien-
te para invalidar las potenciales conveniencias y
ventajas del aprovisionamiento de productos por
una sola fuente en el exterior, en lugar de incurrir
en los costos relacionados con la concentración  y
creación de stocks a partir de varios productores
y proveedores [locales].”  En otras palabras, mu-
chos costos e incertidumbres se eliminarían al de-
pender de uno o unos pocos proveedores extran-
jeros en lugar de muchos proveedores locales.

A una tasa arancelaria del 50%, que algunos en el
Departamento de Agricultura estaban consideran-
do, se permitiría que el arroz importado a precios
relativos del 2002 se tasara en P11 a P12 el kilo,
que sería menor que el precio más bajo del arroz
nacional que era de P14. 

Pero incluso estas consideraciones para eliminar la
cuota del arroz y transformar los aranceles fueron
hechas teniendo en mente el AsA. El controverti-
do “proyecto de Harbinson” (llamado así por su
autor el Presidente del las Negociaciones Agrícolas
de la OMC, Stuart Harbinson), que sirve como el
documento negociador para una mayor liberaliza-
ción comercial bajo el AsA, propone reducir radi-
calmente los aranceles de los países en desarrollo

que estén por encima del 120% en un 40% y
aquellos que estén entre el 20% y el 120% en un
33%. La arancelización del arroz en conjunción
con la adopción del borrador de Harbinson por
parte de la OMC conducirán definitivamente a una
crisis aún más grave del sector arrocero del país.

Con muy poca compasión de la tecnocracia neoli-
beral por su situación y con tremendas presiones
desde diferentes sectores en pro de la liberaliza-
ción, el futuro de dos millones de agricultores in-
volucrados en la producción de arroz –alrededor
de un 20% de la fuerza de trabajo- era altamen-
te incierto.  

¿Condición terminal para el maíz?

La suerte del sector del maíz era igualmente gris.
La principal área de producción de maíz en las Fi-
lipinas es Mindanao y el costo del maíz de Minda-
nao en Manila es 2 pesos por kilo menor que el
costo del maíz extranjero.  Como en el caso del
arroz, un sector que había sido descuidado por
largo tiempo por el gobierno fue forzado a abrirse
a la competencia internacional que no estaba en
condiciones de enfrentar. A diferencia del arroz,
sin embargo, las importaciones de maíz no esta-
ban sujetas de cuotas restrictivas. Un volumen de
acceso mínimo, inicialmente de un 3% del consu-
mo interno en 1995 y del 5% para el año 2004,
sería gravado con un arancel bajo del 35%. Por
encima de esa cantidad el AsA aún permitía que el
maíz entrara sin limitaciones de volumen, aunque
la tasa arancelaria se incrementaría al 100%.

Cuánta protección permitían estos arreglos es aún
una interrogante sin respuestas. Un estudio de
Oxfam de Gran Bretaña afirmaba en 1996 que las
importaciones provenientes de EE.UU., el mayor
exportador de maíz del mundo, podían estar dis-
ponibles a un precio 20% por debajo del precio in-
terno para finales de los ´90. El estudio indicaba
también que para “el año 2004 la diferencia de
precios podría ser aún mayor, llegando al 39%, en
la medida en que los aranceles se redujeran bajo
el acuerdo de la Ronda Uruguay.”  

De no haber prácticamente importaciones en
1993 y 1994, el ingreso de maíz a las Filipinas au-
mentó vertiginosamente de 208.000 toneladas
métricas en 1995 a 558.000 en 1996, 462.120 to-
neladas métricas en 1998 y 446.430 en el 2000.
El gobierno se mostró bastante liberal al adminis-
trar los volúmenes acceso mínimo para el maíz.
Según un informe, una porción significativa del
volumen de maíz que ingresó en 1996 sobrepa-
sando el volumen de acceso mínimo de 135.000
toneladas métricas, parecía haber ingresado con
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una tasa arancelaria del 35% y no del 100%, gra-
cias a una orden administrativa que permitía la
ampliación del límite del volumen de acceso míni-
mo en épocas de “escasez.”  Este fue el resultado
de una alianza cada vez más fuerte entre expor-
tadores extranjeros de maíz y los procesadores y
consumidores locales, tales como los molinos de
alimento animal y los criadores de ganado que te-
nían mucho interés en las importaciones de maíz
a bajo costo.

Entre los factores causantes de la depreciación del
precio del maíz se encuentra el maíz barato de Es-
tados Unidos que ingresó en el marco del progra-
ma PL 480, que tenía como objetivo ganar merca-
dos externos para el maíz estadounidense ofre-
ciendo a los gobiernos extranjeros créditos a las
exportaciones a largo plazo y a intereses bajos
para que importaran commodities agrícolas de
EE.UU., incluyendo soja, arroz y maíz. El PL 480
era uno de los varios instrumentos de dumping
que fuera considerado legítimo por el AsA. Desde
1997 ha ingresado un promedio de US$ 20 millo-
nes en commodities agrícolas de EE.UU. bajo ese
programa, cifra que alcanzó los US$ 40 millones
en el 2001.  En el 2002, ingresó maíz por un va-
lor de US$ 2 millones en el marco de este progra-
ma,  llevando a que los cultivadores locales pro-
testaran porque las importaciones de maíz amari-
llo bajo el PL 480 eran especialmente dañinas en
términos de deprimir los precios locales cuando
ingresaban durante la cosecha de maíz. 

No es sorprendente que Mindanao fuera destruido
por el nuevo régimen agro-comercial con un mar-
cado sesgo importador. La limitada liberalización
comercial de fines de los ’80 ya había sumergido
en una crisis a la producción de maíz antes de la
entrada en efecto del  AsA. Como lo indicara Ke-
vin Watkins de Oxfam después de una visita de
campo a Mindanao, “las crecientes importaciones
de maíz han estado asociadas con una marcada
reducción de la producción de maíz nacional y del
área cultivada. En South Cotabato, donde se pro-
duce la mayor parte del maíz de Mindanao, en el
último año hubo una reducción de la producción
del 15%.” 

La tendencia parece haberse acelerado después
de la adhesión del país al AsA. Después de un via-
je a Bukidnon en 1996, Charmaine Ramos un ana-
lista de MODE informó: “Me encontré con que la
parte sur de la provincia está siendo reconvertida
a paso firme del maíz al azúcar.”  Varios años des-
pués, la analista Aileen Kwa de Focus on the Glo-
bal South, afirmó que los productores de maíz en
“Mindanao...han sido aniquilados. No es poco co-
mún ver cómo los agricultores dejan que su maíz

se pudra en el campo porque los precios internos
del maíz han caído a niveles [con los que] ellos no
han sido capaces de competir.”  Esta observación
era confirmada por la información macroeconómi-
ca. Mientras que la producción se mantuvo estan-
cada, el área de tierra dedicada a la producción de
maíz en todo el país sufrió una contracción seve-
ra pasando de las 3.149.300 hectáreas en 1993 a
2.510.300 hectáreas en el 2000.  

Durante el debate en torno a la ratificación de la
OMC el gobierno admitió que los productores tra-
dicionales de maíz y arroz estarían entre los per-
dedores bajo el régimen del AsA, ya que unos
45.000 productores de maíz serían desplazados
anualmente. Ellos estarían entre los 350.000 pro-
ductores agrícolas que se estimaba serían despla-
zados anualmente según las proyecciones del De-
partamento de Agricultura.  Sin embargo, el incre-
mento del empleo en cultivos selectos de exporta-
ción y de alto valor agregado, que supuestamen-
te devendría del ingreso a la OMC se traduciría en
una ganancia neta de 500.000 puestos de trabajo
por año. Pero estas estimaciones eran muy cues-
tionables. Según el secretario de agricultura que
ejercía en el momento del debate en torno a la ra-
tificación de la OMC, los 45.000 productores de
maíz candidatos al desplazamiento serían absorbi-
dos por la creciente industria de ensilaje que
abastecería a la industria de cría de ganado esti-
mulada por el régimen de la OMC.  Pero en los
años siguientes la cría de ganado demostró ser
una industria muy poco exitosa, atrofiada por un
régimen de importaciones de carne muy liberal
establecido para acatar el propio AsA. La produc-
ción de ganado tuvo movimientos mínimos regis-
trando 213.000 toneladas métricas en 1995 y
261.000 en el 2001. 

La deprimente realidad de los cultivadores de
maíz fue destacada por Charmaine Ramos: “[S]ó-
lo los agricultores con predios relativamente gran-
des son capaces de reconvertirse fácilmente. Los
pequeños productores son forzados a dar su tierra
en arriendo simplemente porque no tienen los
medios para financiar las inversiones necesarias
para pasar a cultivos de alto valor comercial.”  Ke-
vin Watkins ofreció una explicación sobre esta
tendencia:

[E]l argumento de que los productores de alimen-
tos básicos desplazados simplemente se pasarán
a la producción 
de cultivos comerciales es de alguna manera su-
rrealista. Los altos costos de capital para entrar en
los mercados alimentarios comerciales y la impor-
tancia de la infraestructura, que es inexistente en
las áreas más marginales de las que la gente se-
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rá desplazada, significa que la mayor parte de los
beneficios de la agricultura comercial se concen-
trarán en los productores más prósperos. 

El “escenario más realista” para los productores
de maíz bajo el régimen del AsA era “pobreza más
intensa, desplazamiento y migración a los centros
urbanos.”  En efecto, durante una audiencia sobre
la OMC organizada por la Comisión Especial sobre
Globalización de la Cámara de Diputados, el único
sector que el Departamento de Agricultura estaba
dispuesto a reconocer que había sufrido a causa
del ingreso al AsA era el del maíz. 

El Asalto a las Industrias de Carne, Aves y Horta-
lizas

El impacto negativo de la liberalización del comer-
cio bajo el régimen de la OMC fue más allá de los
cultivos tradicionales como el arroz, maíz y azúcar
para abarcar los productos de alto valor agregado
como cerdos, aves y vegetales.

La importación masiva de presas de pollo, sobre
todo de Estados Unidos, prácticamente mató a la
industria luego de que la presión de Washington
diera como resultado la liberalización de la emi-
sión de licencias de importación, lo que llevó a que
las importaciones de presas de pollo crecieran en
un 101% en 1998 y 2021% en 1999. El precio de
importación del pollo a principios del 2000 era
P25,83 por kilogramo, o sea 50% más bajo que el
precio promedio del pollo local que recibía el agri-
cultor, que era P53,15 por kilogramo. 

A los infortunios de la industria local se sumó la li-
beralización de las importaciones de carne conge-
lada que fue vista por los consumidores como un
sustituto del pollo y del cerdo. Los informes indi-
can que las importaciones de carne barata se
quintuplicaron entre 1993 y 1998, una tendencia
que amenazaba acelerarse cuando un decreto del
ejecutivo retiró a las importaciones de carne de la
cobertura del Volumen de Acceso Mínimo. 

Las importaciones baratas así como otros factores
resultantes de la crisis financiera asiática conduje-
ron al cierre de dos de las cadenas más grandes
de producción de pollos, de unos 30 estableci-
mientos comerciales que criaban unas 100.000
cabezas de ganado cada uno y cinco cooperativas,
en 1997.  

A los productores avícolas se unieron los produc-
tores porcinos amenazando con “montar un blo-
queo de alimentos rehusándose a vender sus po-
llos y ganado.”  Los criadores de cerdos manifes-
taron que las importaciones de alimentos liberali-

zadas bajo el régimen del AsA trajeron aparejadas
reducciones anuales de P5 a P10 por kilo de los pre-
cios del cerdo que recibía el agricultor, cifra que se
disparó a P14 y P17 en el 2002. Esto se tradujo en
una reducción del 50% del precio en sólo un año.
Los datos confirman las afirmaciones de los produc-
tores locales de una oleada repentina y masiva de
importaciones a causa de la liberalización del co-
mercio. Las importaciones de cerdo crecieron de
menos de 1.000 toneladas métricas en 1993 a
7.000 toneladas métricas en 1997 y a 15.790 tone-
ladas métricas en el 2000.  En el 2002 se esperaba
que las importaciones alcanzaran los 47 millones de
kilogramos, 43% más que las del año 2001 cuan-
do se importaron 33 millones de kg. 

Los productores de hortalizas supuestamente es-
tarían entre los beneficiados por la liberalización
comercial liderada por el AsA. En efecto, se espe-
raba que el AsA promoviera la reconversión de los
productores de arroz y maíz a cultivos de alto va-
lor agregado tales como brócoli, lechuga, zanaho-
rias y coliflor. La liberalización comercial de hecho
golpeó a una industria creciente y la golpeó fuer-
te. De sólo 10.000 kg en 1999, el volumen de hor-
talizas frescas importadas subió a 1,1 millones de
kg en el 2000 y a 2 millones de kg en el 2002.
Combinada con el contrabando de hortalizas la
afluencia dio como resultado que la lechuga im-
portada, por ejemplo, se vendiera a sólo P90 por
kilogramo mientras que la lechuga nacional se co-
mercializaba a P200 por kilogramo. 

A este diferencial masivo contribuyó la aplicación
de un arancel del 7% para las hortalizas importa-
das en concordancia con el Decreto Ejecutivo 470,
una tasa mucho más baja que el arancel del 40%
al que se había comprometido Filipinas bajo la
OMC. Incluso con una tasa del 40% de todos mo-
dos los productos importados tendrían un precio
ventajoso frente a la producción local.

Si el cuenco de maíz del país, Mindanao, fue ame-
nazado por las importaciones de maíz, el cuenco
de ensalada del país, Benguet, peligró a causa de
la invasión de hortalizas extranjeras. Según un in-
forme,

...Los productores de hortalizas en Benguet han
perdido P2 mil millones en transacciones fracasa-
das entre julio y agosto de 2002 a causa del dum-
ping de por lo menos un millón de kg de vegeta-
les de China, Australia, Nueva Zelanda y Holanda.
La inundación de kilogramos de vegetales impor-
tados (ya sea de contrabando o no) en los merca-
dos Benguet, Mt Province, las Cordilleras, Panga-
sinan, Luzón Central y del Norte y Metro Manila
representó riesgos considerables y generó des-
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ventajas enormes para los pequeños productores
de hortalizas del país. 

El informe continuaba alertando que se perderían
P6 mil millones anualmente y que “decenas de mi-
les de productores serían desplazados si la afluen-
cia de hortalizas extranjeras continuaba.” 

Rechazando las bananas y el atún de Filipinas

Al hacerse miembro de la OMC Filipinas ingresó en
el peor de todos los mundos posibles: aunque
abrió sus mercados agrícolas a los productos ex-
tranjeros, los mercados clave en el exterior se
mantuvieron cerrados para las exportaciones de
Filipinas.

EE.UU. por ejemplo, mantuvo en forma descarada
su juego de normas paralelas. La orden adminis-
trativa No.25 que exigía a los importadores de
carne obtener una certificación de seguridad adi-
cional fue suspendida en 2002, un año después de
que EE.UU. amenazara con presentar una denun-
cia ante la OMC.  Entre tanto, el propio EE.UU.
emitió una nueva directiva que exigía la certifica-
ción de una agencia del gobierno de Filipinas de
que ciertos productos de carne y cerdo cumplían
con ciertas normas de procesamiento.  

Las  nuevas restricciones al acceso a los mercados
impuestas por las superpotencias agropecuarias
en infracción de las normas de la OMC fueron es-
pecialmente perturbantes. La industria del atún
fue amenazada de ser severamente dislocada
cuando EE.UU. y Europa impusieron aranceles al-
tos a las importaciones de atún. Al tiempo que
permitía las importaciones libres de impuestos de
atún proveniente de los países andinos, EE.UU.
aumentó los aranceles para las importaciones de
atún de las Filipinas del 6,5 y el 30%. La UE apli-
có aranceles preferenciales para sus antiguas co-
lonias (los llamados países de ACP) al tiempo que
imponía un impuesto del 24% al atún de Filipinas.
Los ingresos por las exportaciones de atún enlata-
do cayeron precipitadamente de US$ 130 millones
en 1998 a US$ 64 millones en 2001. 

Como Estados Unidos daba cuenta del 38% de sus
exportaciones de atún y la UE del 15%, estas me-
didas proteccionistas cínicas representaron una
seria amenaza para la viabilidad de la industria fi-
lipina de atún. El Departamento de Comercio e In-
dustria estimó que las posibles pérdidas por el tra-
to discriminatorio sólo en el mercado de EE.UU.
serían de US$ 50 millones anuales. 

Una decisión de la UE de reducir los aranceles pa-

ra las exportaciones de atún enlatado de Filipinas
fue aclamada como una victoria por parte del go-
bierno. Pero era prácticamente insignificante si
uno lee la letra chica. Tal como informara Business
World, “el impuesto del 12% sólo es aplicable a un
volumen específico de importaciones de atún lla-
mado contigente arancelario. Este contingente
arancelario sería compartido por Filipinas, Tailan-
dia e Indonesia. De este contingente 9.000 tone-
ladas métricas corresponderían a Filipinas, 13.000
a Tailandia y 2.750 a Indonesia.” 

Incluso Australia, un aliado de las Filipinas en el
denominado Grupo Cairns, un grupo de países de-
sarrollados y en desarrollo agro-exportadores,
golpeó a Filipinas invocando normas sanitarias y
fitosanitarias, una táctica típica de Washington. A
mediados de 2002, habiendo transcurrido varios
años desde que se solicitara la admisión de bana-
nas de Filipinas, el gobierno Australiano se opuso
a la importación. La razón invocada fue que las
bananas filipinas podían traer pestes y enferme-
dades que podrían arruinar la industria bananera
australiana. Pero el hecho es que Filipinas venía
exportando bananas desde los años ’60 a países
con normas de cuarentena exigentes tales como
Japón y Nueva Zelanda.

La verdadera razón que explica esta decisión es la
fuerte presión de la industria bananera australia-
na. La industria australiana producía 20 ton por
hectárea en contraste con Filipinas que cosechaba
50 ton por hectárea, una diferencia que llevó a
una disparidad notoria en el precio: 60 centavos
de dólar por cada kilo de bananas australianas y
20 centavos de dólar por kilo de bananas filipinas. 

La renuncia del Estado

En la actualidad, habiendo pasado ocho años des-
de que Filipinas ingresara en la OMC hay un reco-
nocimiento generalizado de que su sector agríco-
la no estaba preparado para la adhesión al Acuer-
do sobre Agricultura. En efecto, son pocos los que
hoy cuestionarían los argumentos de los críticos
respecto a que la liberalización del comercio com-
binada con el abandono de las políticas de desa-
rrollo agrícola por parte del gobierno probó ser
una fórmula mortal. 

Los especialistas neoclásicos en la agricultura fili-
pina han sido atrapados entre su propensión ideo-
lógica hacia la liberalización y el reconocimiento
–aunque de mala gana- de que el proteccionismo
no es el principal problema de la agricultura filipi-
na. En efecto, el economista Ramon Clarete, uno
de los principales intelectuales gestores del ingre-
so de Filipinas al AsA, admitió antes del ingreso a
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la OMC que el sector agrícola tenía “la menor pro-
tección arancelaria efectiva en la economía” y los
productos alimentarios tenían una protección efec-
tiva aun más baja que el resto de la agricultura.  La
protección efectiva para los productos agrícolas en
1970 y la mayor parte de los ’80 oscilaba entre el
5 y el 9%, mientras que las tasas de protección
efectiva para el sector manufacturero oscilaban
entre el 44 y el 79%.  Las tasas efectivas de pro-
tección para las manufacturas y la agricultura ten-
dieron a igualarse a mediados de 1990 a causa de
las reformas arancelarias, pero esto se debió en
gran medida al hecho de que los aranceles para las
manufacturas fueron recortados.
Un equipo de economistas neoclásicos identificó
que los principales cuellos de botella para el logro
de una mayor productividad agrícola eran los pro-
blemas relacionados con “la débil base tecnológica,
distorsión de los precios, debilidad de las estructu-
ras de derechos de propiedad, limitaciones en las
operaciones en el mercado de tierras, servicios pú-
blicos de apoyo insuficientes, y gobernabilidad dé-
bil,” y no el proteccionismo agrícola.  Aunque ellos
no podían descifrar el problema a causa de su
ideología con sesgo anti-estatal, lo que en efecto
estaban diciendo estos economistas era que la fal-
ta de una intervención gubernamental efectiva, in-
tegral y coordinada era la principal causante del
estado anémico de la agricultura filipina.

El abandono virtual de la agricultura por parte del
gobierno queda en evidencia ante el hecho de que
aun cuando la mayoría de la fuerza de trabajo es-
taba empleada en la agricultura y el sector contri-
buía con un 21,5% de valor agregado bruto, el pre-
supuesto destinado a la agricultura en el 2001 era
de sólo P12.800 millones ó 3,4% del gasto público.
Del total de la asignación presupuestaria anual,
menos del 40% “ha sido destinado a gastos relacio-
nados con el fomento de la productividad tales co-
mo irrigación, investigación, desarrollo, ampliación
de las pesquerías, y otros servicios de apoyo.”  Los
gastos en investigación y desarrollo de 0,27% del
valor agregado bruto de la agricultura estaban muy
por debajo de la meta del 1%. 

No es sorprendente que sólo 1,34 millones de un
total de 4,46 millones de hectáreas de tierra irri-
gable eran realmente irrigadas. Sólo el 17% de la
red de caminería de Filipinas estaba pavimentado
en contraste con el 82% en el caso de Tailandia y
el 75% en Malasia. La productividad global de los
cultivos era anémica, con una productividad me-
dia en el arroz de 2,87 toneladas métricas por
hectárea, muy por debajo de los rendimientos
promedio en China, Vietnam y Tailandia. 

Frente a gobiernos que jugaban un papel agresi-
vo y activo en la protección y fomento de su agri-

cultura, no sólo EE.UU. y la Unión Europea sino
también los países asiáticos vecinos, Filipinas es-
taba mal equipada para ingresar al AsA.

Para evitar que el sector agrícola se convirtiera en
un obstáculo a la ratificación del Acuerdo de la
OMC, la administración de Fidel Ramos prometió
que asignaría y liberaría fondos para la moderni-
zación de las redes de seguridad. El fondo prome-
tido –denominado Plan de Acción del Departa-
mento de Agricultura- sumaba P128 mil millones,
que serían liberados en montos de P32 mil millo-
nes anuales.  Esta cifra incluía “P27 mil millones
para el mejoramiento de la infraestructura de rie-
go, P8 mil millones para la construcción de cami-
nería desde las zonas rurales a los mercados,
P762 millones para el mejoramiento de la infraes-
tructura post-cosecha y P64 millones para la ins-
talación de centros de acopio de granos.” 

Sin embargo, según un experto agrícola en 1995
sólo se asignó el 44% de los 32 mil millones pro-
metidos para ese año. De este monto total el fi-
nanciamiento para proyectos nuevos –aquellos
que se iniciaron después de la ratificación del
Acuerdo de la OMC- sumaba la triste cifra de
2.800 millones. En 1996 los P32 mil millones pro-
metidos se redujeron a P14.600 millones, de ese
total la financiación para nuevos proyectos era de
P2.200 millones, un guarismo aún menor que el
de 1995.  Siete años más tarde el Departamento
de Agricultura admitió que sólo se habían liberado
el 50% de los fondos del propuesto Plan de Acción
del Departamento de Agricultura. 

El fracaso del programa de redes de seguridad su-
puestamente sería encarado por la Ley de Moder-
nización de la Agricultura y de las Pesquerías
aprobada en 1998, que estipulaba la asistencia
gubernamental integral cubriendo áreas como irri-
gación, infraestructura de post-cosecha, créditos y
financiación, e investigación y desarrollo. Pero co-
mo lo indica un informe, “a pesar de contar con
una asignación presupuestaria aprobada por el le-
gislativo, la ley nunca se puso en práctica ya que
el gobierno no podía siquiera cubrir las necesida-
des presupuestarias anuales del Departamento de
Agricultura.” 

Durante el debate sobre la ratificación los partida-
rios de la OMC promovieron la idea de que el AsA
generaría una situación en la que Filipinas llenaría
los nichos de mercado con aquellos rubros en los
que tuviera “ventajas comparativas”, como era el
caso de los cultivos de exportación de alto valor
agregado, tales como flores, espárragos, brócoli y
arvejas. Estos partidarios como el entonces Se-
cretario de Agricultura Roberto Sebastián no hicie-
ron sus deberes.



La reconversión a la producción de “cultivos de
exportación no tradicionales de alto valor agrega-
do” les exige a los agricultores inversiones que es-
tán más allá de las posibilidades de los pequeños
productores. Por ejemplo, en el caso de las flores
los datos de Ecuador revelan que la inversión de
capital inicial promedio es de US$ 200.000 por
hectárea. Los costos anuales de los insumos son
también muy elevados, sólo los agroquímicos tie-
nen un costo de US$18.900 por hectárea.  En el
caso de las arvejas, brócoli y coliflor, según datos
de Guatemala los costos anuales de producción
alcanzan los US$ 3.145, US$ 1.096 y US$ 971 por
hectárea respectivamente, en contraste con los
US$ 219 por hectárea para el maíz. 

Es más, las ventajas comparativas de estos culti-
vos sólo pueden concretarse mediante inversiones
significativas en apoyo tecnológico e investigación
y desarrollo. Como lo han indicado varios analis-
tas, la producción de cultivos de exportación no
tradicionales de alto valor agregado tiene un ses-
go que discrimina contra los pequeños producto-
res porque “muchos cultivos requieren de una so-
fisticación tecnológica considerable en relación a
la producción tradicional, ya sea porque son nue-
vos para la región, requieren cuidados especiales
en la post-cosecha por ser perecederos, o porque
son producidos para satisfacer la demanda de los
consumidores extranjeros a quienes les preocupa
la calidad cosmética del producto.” 

Sin una ayuda financiera gubernamental masiva
no había forma de que Filipinas iniciara una pro-
ducción significativa de cultivos con alto valor
agregado y mucho menos aún que tuviera venta-
jas comparativas al producirlos

No resulta sorprendente que la agricultura filipina
ingresara al peor de todos los mundos a mediados
de 1990: liberalización masiva del comercio com-
binada con una falta de apoyo efectivo del gobier-
no. A pesar de reconocer de mala gana el hecho
de que la falta de una ayuda integral del gobierno
era el sine qua non de la supervivencia de la agri-
cultura, los economistas y tecnócratas neoclásicos
que pasaron a controlar las altas esferas de la bu-
rocracia económica en los ’80 y ’90, apoyaron el
impulso liberalizador de la OMC. En muchos casos,
en realidad, como en el caso de las importaciones
de hortalizas y carnes, ellos apoyaron recortes
arancelarios más profundos que los exigidos bajo
las reglas del AsA. Trágicamente la doctrina susti-
tuyó a la observación y el análisis.
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Desde 1995 Indonesia ha reformado sus políticas
agrícolas y comerciales en concordancia con los
acuerdos de la Ronda Uruguay y ha ratificado los
acuerdos de la OMC mediante la ley no. 7/1994.
Al mismo tiempo el gobierno de Indonesia aplicó
a partir de junio 1994 la política de desregulación
de las inversiones más significativa hasta la fecha,
que diluyó sustancialmente o más bien suprimió la
regla de desinversión obligatoria que había sido
un principio clave de las políticas de inversión ex-
tranjera de Indonesia desde 1974. La aprobación
del 100% de propiedad extranjera bajo el paque-
te desregulador de las inversiones de junio de
1994 y la supresión de las normas de desinversión
obligatoria para los socios minoritarios, reflejó un
retroceso dramático de las políticas de inversión
extranjera de Indonesia, haciendo que las mismas
pasaran a ser más liberales que las de otros paí-
ses del Este Asiático.

En este contexto, la liberalización de la agricultu-
ra no puede disociarse de los programas de ajus-
te estructural impuestos por el Banco Mundial y el
FMI durante la crisis financiera de 1997. El econo-
mista Sritua Arief describió el programa del FMI
para Indonesia como un “paquete neoliberal” con
todas las características clásicas de eliminación de
la intervención estatal, privatizaciones y mayor li-
beralización de los flujos comerciales y de capital.

Aun cuando los proponentes de la liberalización
comercial prometieron que la apertura de los mer-
cados mundiales beneficiaría a Indonesia y le
brindaría enormes oportunidades de exportación,
la realidad es que la liberalización de la agricultu-
ra ha transformado radicalmente a Indonesia,
convirtiéndolo de exportador neto de alimentos a
importador neto.

En el 2000, las principales importaciones eran tri-
go (3,58 millones de toneladas), soja (1,27 millo-
nes de toneladas), maíz (1,26 millones de tonela-
das), carne fresca y congelada (73.068 tonela-
das), ganado (96.685 toneladas) y leche y pro-
ductos lácteos (147.865 toneladas).

En la actualidad Indonesia es el mayor importador
de arroz del mundo, importando casi el 50% de
las provisiones mundiales. Según datos de la sec-
ción de seguridad alimentaria del departamento
de agricultura, entre 1980 y 1989 Indonesia im-
portó un promedio de 510.870 toneladas anuales
de arroz. En  el período 1990-1999 el promedio
fue de 1,5 millones de toneladas anuales. Según
un informe del Departamento de Agricultura de
Estados Unidos, Indonesia importó 1,5 millones
de toneladas de arroz en 2001 y 2,5 millones en

La agricultura de Indonesia 
bajo el régimen de comercio mundial: 
de crisis en crisis

Indra Lubis

Federation of Indonesia Peasant Union (FSPI)



2002. La mayor parte de estas importaciones pro-
venían de Estados Unidos en el marco del Progra-
ma PL480 (créditos a largo plazo).

El hecho de que hayan ingresado enormes volú-
menes de arroz al país no significa que los cam-
pesinos de Indonesia no puedan producir alimen-
tos suficientes para la población. Más bien esta ha
sido la consecuencia de la liberalización comercial.
Bajo el programa del FMI, Indonesia fue obligada
a reducir los aranceles a las importaciones –inclui-
dos los productos agrícolas- a recortar los subsi-
dios y a centrarse en el sector industrial. Al mis-
mo tiempo, los campesinos de Indonesia no tie-
nen suficiente tierra y el gobierno y los monopo-
lios han tomado control de otros recursos produc-
tivos entre 1980 y 1990. En el caso del arroz, en-
tre setiembre de 1998 y diciembre de 1999 el go-
bierno de Indonesia dispuso un arancel cero para
las importaciones de arroz y a partir del 2000 a la
fecha definió un arancel especial de IDR 430 por
kg o de un 25% (Informe del Gobierno de Indo-
nesia, Informe de Políticas Comerciales, 2003).
Esta reducción radical de los aranceles se efectuó
bajo mandato del FMI a través de una Carta de In-
tención, a pesar de que el Acuerdo sobre Agricul-
tura le permitía a Indonesia fijar los aranceles del
arroz en un 180% hasta el 2004. Esto no signifi-
ca que la OMC sea mejor que el FMI, sino que el
FMI estaba en una mejor posición para presionar
a Indonesia a reducir radicalmente los aranceles a
través de los condicionamientos de sus présta-
mos.

También sufrieron los productores de azúcar por
los bajos aranceles aplicados por el gobierno de
alrededor de IDR700 por kg ó del 60%. En 2002
Indonesia tenía un Índice de Dependencia de las
Importaciones del 10% para el arroz, 20% para el
maíz, 55% para la soja y 50% para el azúcar. Es-
tos montos duplican las cifras de 1998.

La soja también tiene un arancel cero. La mayor
parte de la soja importada proviene de empresas
agrícolas de EE.UU. y se sospecha que contiene
transgénicos. Esta soja importada está fuerte-
mente subvencionada en el país de origen y el
precio en Indonesia es muy bajo comparado con
el de la soja producida en el país. La importación
de soja ha sido un desastre para los campesinos
que no tienen incentivos para producir, reducién-
dose por lo tanto la producción nacional. En 1992
la producción nacional de soja era de 1.869.713
toneladas, pero en el 2002 cayó a 673.056 tone-
ladas, prácticamente un tercio del volumen de
1992. (Kompas, 2003).

También han ocurrido cambios en BULOG, la em-

presa estatal responsable de proteger el precio de
los productos agrícolas y de distribuirlos. BULOG
fue creada principalmente para cumplir una “fun-
ción social” aunque durante el régimen de Soe-
harto fue utilizada para generar beneficios para la
familia de Soeharto y sus aliados. En setiembre de
1998 el monopolio de BULOG sobre el arroz, maíz,
azúcar y soja fue abolido y BULOG fue transfor-
mada en una organización mixta con fines de lu-
cro. En enero 2003 BULOG declaró que además de
tener una función social también debía generar
ganancias. Esto significa que ahora BULOG está
importando alimentos a Indonesia y este año Car-
gill ganó la licitación para proveer azúcar importa-
da.

En 1960 los campesinos de Indonesia perdieron
sus semillas locales a causa de los programas de
la revolución verde. Ahora están llegando semillas
que son más ‘peligrosas’ –las semillas transgéni-
cas y las terminator. A través de su empresa en
Indonesia, PT Monagoro Kimia, Monsanto ha for-
zado y manipulado a los campesinos de South Su-
lawesi a utilizar algodón transgénico en lugar de
las variedades locales de algodón que han sido
cultivadas en la región por generaciones. La com-
pañía le da créditos a los campesinos, pero esto
los vuelve dependientes desde el punto de vista fi-
nanciero y los ata a la producción de algodón
transgénico. El resultado es que los campesinos
de Indonesia no tienen derecho a definir o defen-
der sus propios modelos de producción.

La OMC está violando los derechos de los agricul-
tores
Desde la aprobación del acuerdo de la OMC hace
nueve años, la liberalización comercial de la agri-
cultura orientada hacia las exportaciones ha con-
vertido a Indonesia en un país dependiente de las
importaciones de alimentos. La liberalización co-
mercial inducida por las normas de la OMC y las
políticas impuestas por el FMI han arruinado el
sustento de los campesinos y los trabajadores ru-
rales que son la mayoría de la población en Indo-
nesia, destruyendo su capacidad de satisfacer sus
necesidades alimentarias y de otro tipo. La OMC
refleja un programa que sólo sirve para promover
los intereses corporativos dominantes que ya mo-
nopolizan el comercio internacional.

La OMC y sus políticas neoliberales incrementarán
la violación de los derechos de los campesinos en
Indonesia. La liberalización comercial de la agri-
cultura es un acto de violencia contra la humani-
dad. Más aún, frenará la aplicación de una refor-
ma agraria genuina en Indonesia que ha sido una
demanda pendiente desde la era colonial. Y sin
una reforma agraria genuina no habrá justicia so-
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cial, bienestar y libertad en Indonesia.

La agricultura no es una mercancía cuyo único va-
lor sea el del mercado. La OMC debe salir de la
agricultura.

La tierra, el agua y los recursos agrarios son la
madre tierra.
La agricultura no es una mercancía.
La agricultura es cultura y es vida.
Sin campesinos y agricultores no hay alimentos.
Si no hay alimentos no hay vida.

Medan, Indonesia
Agosto de 2003
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Los alimentos y el agua son las necesidades más
básicas de los humanos, por eso la agricultura es
esencial para todos. 

Una de las principales causas del hambre y la
desnutrición de más de 826 millones de personas
en el mundo contemporáneo es la distribución
inequitativa de los recursos, la tierra y los ali-
mentos. El proceso actual de liberalización del
comercio que la Organización Mundial del Co-
mercio (OMC) auspicia –-especialmente a través
del Acuerdo sobre la Agricultura (AsA)— es par-
te de ese problema, no de la solución. Las políti-
cas impulsadas por la OMC, el Banco Mundial y
el Fondo Monetario Internacional (FMI) han esti-
mulado el desarrollo de un sistema agropecuario
y de producción de alimentos totalmente insus-
tentable. La globalización de los sistemas de
agricultura y alimentación se ha caracterizado
por la imposición de un modelo de producción
agropecuaria industrial, orientada hacia la ex-
portación y con fuerte influencia de grandes em-
presas transnacionales (ETN) interesadas que
definen cada vez más qué, cómo, cuándo y dón-
de se producen y se comercializan los alimentos. 

Lo que se requiere es cambiar por sistemas de
producción y comercialización de alimentos que
consagren la sustentabilidad social, ambiental y
económica. Amigos de la Tierra Internacional
considera que promover la soberanía alimentaria
constituye la manera más efectiva de garantizar
los derechos de todos los pueblos a una alimen-
tación adecuada, sana y nutritiva y a vivir sin pa-
decer hambre. Aquí se examinan dos aspectos
claves para ello: los relacionados con el comer-
cio de productos agrícolas; y las formas para
mejorar la producción agropecuaria. 

1. El comercio y la soberanía alimentaria de los
pueblos 

Los acuerdos y las reglas del libre comercio no
fomentan la soberanía alimentaria e incluso lle-
gan a promover lo opuesto: el énfasis cada vez
mayor en la agricultura industrial para exporta-
ción suele generar menor seguridad alimentaria,
además de una agricultura insustentable y la ex-
pulsión de la población rural de sus tierras. 

En consecuencia, los países deben disfrutar y uti-
lizar el derecho a adoptar medidas para promo-
ver y proteger la soberanía alimentaria de sus
pueblos. La soberanía alimentaria es el derecho
de las comunidades, pueblos y países a decidir
sus propias políticas agropecuarias y alimenta-
rias, incluso la protección y regulación de la pro-
ducción y el comercio agropecuario nacional con
miras a alcanzar las metas de seguridad alimen-
taria y sustentabilidad. La soberanía alimentaria
supone acceso seguro a alimentos sanos e ino-
cuos, prácticas agropecuarias sustentables y di-
versificadas, y producción agraria de subsisten-
cia y en pequeña escala.

Es necesario que las economías agrícolas locales,
nacionales y regionales puedan definir, cada vez
en mayor grado, hasta qué punto pueden produ-
cir sus propios alimentos en forma sustentable.
Eso les permitirá generar al mismo tiempo rique-
za, empleo, comunidades rurales más vibrantes
y un medio ambiente más diverso y equilibrado.
La meta debe ser avanzar hacia sistemas agroa-
limentarios sustentables y localizados. Un siste-
ma agroalimentario localizado es aquel donde la
producción, el procesamiento, la comercializa-
ción y el consumo de los alimentos y otros pro-
ductos agropecuarios ocurren, en la medida de lo
posible, dentro (o tan cerca como sea posible) de
la misma localidad. Allí donde esto no sea posi-
ble, debe darse prioridad al comercio interno
(nacional) o en bloques comerciales regionales o
subregionales.

Sin embargo, debe reconocerse que los países

Hacia la costrucción de la soberanía alimentaria 
de los pueblos 

Amigos de la Tierra Internacional, agosto de 2003.
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aún necesitarán comerciar y que deben por eso
conservar la posibilidad de hacerlo. Algunos paí-
ses, por ejemplo, pueden optar por el comercio
internacional para hacerse a cantidades suficien-
tes de alimentos y satisfacer así la demanda in-
terna, especialmente en ocasión de malas cose-
chas, o para obtener divisas. Pero ese comercio
deberá tener como objetivo final generar sobera-
nía alimentaria, seguridad alimentaria y la sus-
tentabilidad.

En suma, el comercio en productos agropecua-
rios –a cualquier nivel, local, regional o interna-
cional— debe responder entre otros a los si-
guientes criterios de sustentabilidad: a) políticas
internas que den prioridad a las prácticas agro-
pecuarias sustentables y diversificadas y a la
producción de alimentos económicamente ase-
quibles, saludables e inocuos y de buena calidad;
b) los agricultores deben recibir una compensa-
ción justa por su trabajo y sus productos; c)
cuando el comercio internacional es indispensa-
ble, se debe dar prioridad a los alimentos produ-
cidos en forma sustentable;  y d) para reducir las
distancias del transporte de alimentos y minimi-
zar así la consiguiente contaminación, el comer-
cio debe ocurrir siguiendo el “principio de proxi-
midad”, es decir, optando por satisfacer las nece-
sidades de la población con productos de origen
tan cercano como sea posible.

1.2 Aumento de los gastos por importación de
alimentos

El modelo actual de comercio de productos agrí-
colas supone en muchos casos el aumento de los
gastos por importación de alimentos.  La Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Agricultu-
ra y la Alimentación (FAO) realizó estudios de ca-
so en 14 países sobre los efectos de la aplicación
del AsA y encontró, por ejemplo, que en 1995-
1998 los gastos de importación de alimentos su-
peraron los guarismos de 1990-1994 en todos
los casos. Los aumentos iban del 30% en Sene-
gal hasta el 168% en la India, y superaban con-
trarrestando cualesquier ganancias derivadas de
eventuales incrementos de las exportaciones. En
dos de esos países –la India y el Brasil— el gas-
to en alimentos importados se multiplicó en más
del doble. En otros cinco, ese gasto creció entre
el 50 y el 100%.  Eso tiene consecuencias graves
para la soberanía alimentaria y la seguridad ali-
mentaria a nivel mundial.

Además el proceso de liberalización está minan-
do los medios de sustento de los pequeños agri-
cultores, especialmente a través de la importa-
ción de alimentos baratos y el ‘dumping’ -o sea

vender productos agropecuarios a precios por
debajo de su costo de producción en los merca-
dos locales de los países en vías de desarrollo-
de productos agropecuarios en los mercados
mundiales.  Se ha dicho que no sería desmesu-
rado estimar que se han perdido 30 millones de
puestos de trabajo en el mundo como conse-
cuencia de la liberalización comercial y factores
asociados. La seguridad alimentaria y la sobera-
nía alimentaria de los pueblos están siendo tam-
bién erosionadas por la sobreproducción mundial
y el crecimiento del comercio,  socavando en to-
do el mundo la producción local de alimentos pa-
ra el consumo interno, generalmente producidos
por pequeños agricultores. 

Para contrarrestar esas tendencias, las comuni-
dades, los pueblos y los países deben tener de-
recho a: a) imponer controles y restricciones a
las importaciones (es decir, restricciones a las
importaciones baratas y la invasión de mercade-
rías producto del “dumping”, que socavan la pro-
ducción local) y al comercio en productos gené-
ticamente modificados; y b) desarrollar y apoyar
economías alimentarias localizadas basadas en
la producción, el procesamiento, la comercializa-
ción y el consumo locales.

1.2 Desarrollo orientado a las exportaciones y
deuda

En realidad, la situación respecto a la deuda es
tal hoy en día, que los países en vías de desarro-
llo tienen que destinar una porción significativa
de sus ganancias por exportaciones a pagar la
deuda. En 1996, por ejemplo, tanto Etiopía como
Bolivia utilizaron el 42% de sus ganancias por
exportaciones para cumplir con el servicio de sus
respectivas deudas. En el Perú fue el 35% y en
Ghana el 25%.  Es más, en 1997 los gastos del
servicio de la deuda para los países en desarro-
llo fueron cinco veces mayores que las sumas re-
cibidas por concepto de cooperación internacio-
nal para el desarrollo. 

Los préstamos del Fondo Monetario Internacional
(FMI) y el Banco Mundial y los programas de
ajuste estructural han sido concedidos general-
mente bajo la condición de liberalizar el comer-
cio y promover el desarrollo orientado a las ex-
portaciones. Ese desarrollo orientado a las ex-
portaciones requiere a menudo tierras que antes
eran utilizadas por muchas familias dependientes
de la agricultura de subsistencia.En conjunto, el
desarrollo con orientación exportadora tiende a
conducir a una concentración creciente de la tie-
rra y el poder en manos de unos pocos, benefi-
ciando a los inversionistas, las grandes empresas
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agropecuarias y los agricultores ricos, mientras
gran parte de la población rural es expulsada de
sus pequeñas parcelas, perdiendo así sus medios
de sustento y viéndose entonces obligada a mi-
grar hacia las ciudades.

El desarrollo orientado a la exportación además
ha llevado a la sobresaturación de los mercados
mundiales y el consiguiente desplome de los pre-
cios, contrayendo así el margen de ganancia de
los agricultores por unidad de producto. Para ilus-
trar este punto veamos el caso del cultivo de café
en Vietnam. A comienzos de la década de 1990 el
Banco Mundial le otorgó un préstamo a Vietnam
para reestructurar su sector agropecuario, y mu-
chos agricultores recibieron créditos para producir
café para la exportación. Cuatro años más tarde
se recogió la primera cosecha y Vietnam pasó a
ser el segundo productor mundial, contribuyendo
así al derrumbe del mercado del café. En el año
2000 el precio del café cayó a la mitad, y a lo lar-
go del 2001 continuó desplomándose.   

Los productos primarios con poco valor agrega-
do suelen ser exportado hacia los países desa-
rrollados para su procesamiento, porque los paí-
ses desarrollados imponen aranceles más eleva-
dos a la importación de productos procesados
(utilizan esa táctica, conocida como progresión
arancelaria, para proteger sus propias industrias
procesadoras de alimentos). En otras palabras,
el sistema está organizado para que las ganan-
cias derivadas del valor agregado sean cosecha-
das por empresas del Norte y países lejanos.

Bajo este contexto las empresas transnacionales
(ETN) ejercen un control cada vez mayor sobre
el sistema alimentario, y eso amenaza el derecho
de los pueblos a  tener acceso equitativo a los re-
cursos. Un pequeño número de ETN acapara hoy
más del 80% del comercio mundial de productos
agrícolas.  Muestra de ello es que seis ETN ma-
nejan el 85% del comercio mundial en granos,
ocho realizan 55-60% de las ventas mundiales
de café, y apenas tres controlan el 83% del co-
mercio mundial de cacao.  

En resumen, no se puede esperar que la agricul-
tura orientada a la exportación conduzca a la so-
beranía y la seguridad alimentaria ni a la agricul-
tura sustentable. ¿Qué cambios de política po-
drían conseguirlo?

1.3 Los cambios necesarios

Ante todo, es necesario reformular las reglas del
juego agroindustrial –incluso las teorías subya-
centes a las que adhiere, y los flujos de inversio-
nes hacia sectores agropecuarios específicos y el

desarrollo en general— y orientarlo para que
promueva en cambio un  desarrollo equitativo y
sustentable, garantice la soberanía y seguridad
alimentarias, fortalezca las economías alimenta-
rias locales, empodere a las mujeres y establez-
ca como norma las prácticas agropecuarias sus-
tentables y diversificadas. 

En segundo lugar, es necesario invertir el flujo de
riquezas que actualmente va del Sur al Norte.
Los países desarrollados han contraído una ‘deu-
da ecológica’ con los países en desarrollo, entre
otros mecanismos, a través de la importación de
recursos que han pagado a bajo precio, y hoy
esa deuda es mucho mayor que la deuda finan-
ciera oficial de los países en desarrollo. Para lo-
grar una agricultura y comercio sustentables es
indispensable que el acceso a los recursos y los
beneficios derivados de su uso se distribuyan
equitativamente entre los países, las regiones y
las personas. Invertir esos flujos supone la anu-
lación total e incondicional de la deuda.

En tercer lugar los gobiernos deben fijar reglas
para restringir y mantener bajo control el poder
de las ETN, entre otros medios a través de: a)
normas exigentes y de alta calidad en materia
ambiental, laboral y de derechos humanos apli-
cables a las actividades empresariales; b) legis-
lación y mecanismos internacionales efectivos –y
si no los hay, nacionales—  para impedir la for-
mación y consolidación de monopolios, oligopo-
lios y cárteles en los sistemas agropecuarios y
alimentarios; y c) normas legales que garanticen
el derecho de los ciudadanos y comunidades a
exigir y percibir indemnización por concepto de
actividades empresariales que los afectan adver-
samente.

2. Hacía una producción agropecuaria mejor

Varias son las formas a través de las cuales es
posible mejorar sustancialmente la producción
agropecuaria; veamos algunas de ellas.

2.1 Promover prácticas agropecuarias sustenta-
bles y diversificadas 

Las prácticas agropecuarias actuales dañan el
medio ambiente y la salud de la población  
y deben, por lo tanto, sustituirse por prácticas de
uso sustentable del suelo. Entre los atributos de
la agricultura sustentable se destacan: acceso
equitativo a los recursos para hombres y muje-
res; formas de agricultura socialmente justas;
participación de los agricultores y utilización de
los saberes locales; autodependencia (que no
significa autosuficiencia); producción rentable y



eficiente; minimización del uso de insumos ex-
ternos dañinos para el medio ambiente y la sa-
lud; incorporación de los procesos naturales a la
producción; regeneración de los recursos loca-
les; manejo integrado de las unidades de pro-
ducción agropecuaria; y conservación de recur-
sos naturales.  Otros recursos no disponibles a
nivel predial, tales como agua y nutrientes, de-
ben ser manejados con cuidado. Cada unidad
productiva debe contar con una producción di-
versificada, incluyendo cría de animales y culti-
vos varios.

Los  patrones inequitativos de tenencia de la tie-
rra están minando las prácticas tradicionales o
modernas –ya existentes en muchas partes del
mundo—que se aproximan a la agricultura sus-
tentable. Los agricultores con frecuencia no tie-
nen una tenencia segura, porque la tierra perte-
nece legalmente a latifundistas ausentes. Otro
problema asociado a la inseguridad en la tenen-
cia de la tierra es que priva a los agricultores de
incentivos para mejorar el suelo a través de
prácticas agropecuarias sustentables, ya que en
cualquier momento los latifundistas o los intere-
ses asociados a la agricultura industrial los pue-
den sacar fácilmente de las tierras que trabajan
mediante acciones judiciales. 

En vista de esos factores, las comunidades, los
pueblos y los países deben: a) eliminar los sub-
sidios internos que fomentan usos insustentable
del suelo y patrones inequitativos de tenencia de
la tierra; b) adoptar políticas tales como refor-
mas agrarias redistributivas, que conduzcan a
patrones de tenencia equitativos, tomando en
cuenta los derechos y las necesidades de las mu-
jeres; c) estimular las técnicas agropecuarias
sustentables; y d) tener derecho a prohibir o res-
tringir por otros medios la producción y el co-
mercio de semillas, alimentos, raciones para ani-
males y cualquier producto derivado que conten-
ga componentes genéticamente modificados.

2.2 Fortalecer las economías alimentarias locales

La agricultura industrializada y el comercio a lar-
ga distancia se benefician además de subsidios
indirectos, ya que los costos de producción, pro-
cesamiento, transporte, distribución y comercia-
lización de los alimentos no reflejan hoy en día la
totalidad de los costos sociales y ambientales
que en verdad implican (por ejemplo, la conta-
minación resultante del transporte a larga dis-
tancia). 

Los costos sociales y ambientales reales de la

agricultura industrializada y el comercio deben
ser internalizados, aplicando el principio de
‘quien contamina paga’. De ese modo las tenden-
cias del comercio podrían empezar a volcarse en
favor del comercio local, nacional y regional, for-
taleciendo esas economías y protegiendo el me-
dio ambiente tanto local como global. La meta
debe ser la autodependencia local y regional,
que supone mayor consumo local de los produc-
tos locales de estación. Sin embargo, se recono-
ce que siempre será necesario algún comercio
internacional y que éste debe ser regulado en
forma eficaz a nivel multilateral, por fuera de la
OMC. El comercio internacional debe tener como
metas la conquista y protección de la soberanía
alimentaria, la seguridad alimentaria y la susten-
tabilidad. 

Para que eso ocurra, las comunidades, pueblos y
países deben, entre otras medidas: a) garantizar
que el aumento de precios derivado de la inter-
nalización de los costos previamente externaliza-
dos sea absorbido o pagado directamente por los
contaminadores; b) garantizar que los ingresos
obtenidos por concepto de impuestos cobrados a
los contaminadores se destinen a promover
prácticas agropecuarias sustentables; y c) enca-
rar los problemas de la pobreza para asegurar
que estas políticas propuestas que provoquen in-
crementos en los precios de los alimentos no
afecten a los sectores más empobrecidos de la
sociedad, en particular a las mujeres y los niños.

2.3 Garantizar el acceso a los recursos 

El acceso a los recursos debe ser considerado un
derecho humano fundamental. Los derechos de
los agricultores sobre los recursos emanan de su
papel pasado, presente y futuro en la conserva-
ción, el mejoramiento y la disponibilidad de re-
cursos genéticos vegetales (fitogenéticos).  Sin
embargo, el acuerdo de la OMC sobre los Aspec-
tos de los Derechos de Propiedad Intelectual re-
lacionados con el Comercio (ADPIC, mejor cono-
cido como TRIPS por su sigla en inglés) está ero-
sionando los derechos de los agricultores y las
comunidades.

Por intermedio del acuerdo TRIPS, los miembros
de la OMC están obligados a proteger los dere-
chos de propiedad intelectual sobre “todas las
obtenciones (variedades) vegetales y procesos
microbiológicos mediante patentes, mediante un
sistema sui generis eficaz, o mediante una com-
binación de aquellas y éste”. Amparadas en esas
disposiciones, las grandes empresas agroindus-
triales están obteniendo cada vez más derechos
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de propiedad intelectual (DPI) sobre semillas, de
manera tal que esos derechos están concentrán-
dose en un puñado de empresas muy poderosas.
Por ejemplo, tan sólo tres compañías –Cargill,
Pioneer y CP-DeKalb– controlan el 70% del mer-
cado asiático de semillas.  Esas disposiciones y
procesos de concentración atentan contra del de-
recho humano fundamental de acceso a los re-
cursos.

Las comunidades, los pueblos y los países deben
disponer del derecho a ejercer control –y por en-
de a tener acceso— sobre los recursos naturales
locales y de uso común; para ello deben: a) re-
conocer y velar por el cumplimiento de los dere-
chos legales y consuetudinarios de los pueblos
indígenas y las comunidades locales a tomar de-
cisiones acerca de sus recursos locales tradicio-
nales, incluso cuando aún no estén contempla-
dos en la legislación; b) garantizar que los pe-
queños productores agropecuarios, y en especial
las mujeres, tengan acceso equitativo a tierras,
semillas, agua, crédito y demás recursos produc-
tivos; c) prohibir cualquier tipo de patente sobre
seres vivos y sus partes, con el fin de proteger el
derecho de acceso de los pueblos a los recursos;
d) proteger los derechos de los agricultores, los
pueblos indígenas y las comunidades locales so-
bre los recursos fitogenéticos y el saber asocia-
do a ellos, inclusive el derecho de los agriculto-
res a intercambiar y reproducir semillas.

2.4 Conservar la biodiversidad 

La biodiversidad es esencial para la agricultura
sustentable, pero se encuentra amenazada por
la agricultura industrializada en gran escala que
es la principal causa de destrucción de ecosiste-
mas naturales como los bosques y selvas, los hu-
medales y las praderas. Los cambios de uso del
suelo y las transformaciones de su estructura, el
uso de agroquímicos, la introducción de especies
invasoras, y la distribución inequitativa y el uso
insustentable de los recursos de agua dulce para
riego son los principales factores resposables de
las alarmantes tasas de pérdida de la biodiversi-
dad global.

La diversidad genética agrícola también es esen-
cial para la seguridad y soberanía alimentarias,
ya que plantando diversos tipos y variedades de
cultivos juntos en un mismo predio (asociación
de cultivos) se evitan muchas plagas y se mini-
miza el riesgo de pérdida de los cultivos, mien-
tras que el monocultivo, por el contrario, ofrece
áreas de alimentación donde las plagas pueden
prosperar.  Hoy se reconoce que a nivel mundial

la pérdida de biodiversidad está ocurriendo a ta-
sas sin precedentes desde la última glaciación. 

Es necesario instaurar políticas que estimulen las
prácticas agropecuarias sustentables y diversifi-
cadas.Con ese fin, las comunidades, los pueblos
y los países deben, entre otras actividades: a)
impulsar la adopción de prácticas agropecuarias
sustentables que reduzcan y reviertan la pérdida
de biodiversidad; y b) proteger los derechos de
los pueblos indígenas, los agricultores y las co-
munidades a guardar sus propias semillas y a
desarrollar sus propias razas y variedades loca-
les.

2.5 Mejorar la sanidad y la calidad de los alimen-
tos 

En la OMC, el tema de la calidad de los alimen-
tos está abordado principalmente en el Acuerdo
sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fito-
sanitarias (MSF), que determina cuáles medidas
son necesarias para proteger la vida y la salud de
humanos, animales y plantas. La OMC además
recomienda a sus Miembros la observancia de
normas internacionales en materia alimentaria,
tales como las de la Comisión del Codex Alimen-
tarius. Sin embargo el Acuerdo MSF limita seria-
mente la aplicación del principio precautorio, y
en el Codex la influencia de las empresas de ali-
mentos y de insumos químicos es tan fuerte que
sus normas de calidad pueden ser incluso infe-
riores a las que ya rigen en muchos países. 

Para mejorar la sanidad (inocuidad) y calidad de
los alimentos las comunidades, los pueblos y los
países deben: a) establecer mecanismos que
ayuden a los productores locales de alimentos a
cumplir normas ambientales, sociales y sanita-
rias exigentes y de alta calidad (que suele ser
costoso); b) desarrollar criterios de calidad ade-
cuados a las preferencias y necesidades de la po-
blación; c) acordar una reforma fundamental de
la Comisión Internacional del Codex Alimenta-
rius; y d) introducir la obligación de rotular clara
y adecuadamente los productos agropecuarios y
alimenticios, cumpliendo así con el derecho de
los consumidores y los productores ‘a saber’ y
con sus derechos de acceso a la información.
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La agricultura y la alimentación son fundamenta-
les para los pueblos y la gente en todo el mun-
do, tanto en términos de la producción y dispo-
nibilidad de cantidades suficientes de alimentos
nutritivos y seguros, como en cuanto pilares de
comunidades, culturas y ambientes rurales y ur-
banos saludables. Todas esas funciones están
amenazadas y vienen siendo socavadas por las
políticas económicas neoliberales que con ímpe-
tu creciente impulsan las grandes potencias co-
mo Estados Unidos (EE.UU.) y la Unión Europea
(UE), a través de instituciones multilaterales co-
mo la Organización Mundial de Comercio (OMC),
el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Ban-
co Mundial (BM). En lugar de garantizar la ali-
mentación de toda la población del mundo, esos
organismos presiden un sistema que multiplica
el hambre y diversas formas de desnutrición, y la
exclusión de millones de personas del acceso a
bienes y recursos productivos tales como la tie-
rra, el agua, los peces, las semillas, las tecnolo-
gías y el conocimiento. Se requieren cambios ur-
gentes y fundamentales a éste régimen mundial.

La soberanía alimentaria es un derecho funda-
mental de los pueblos
Para garantizar la independencia y la soberanía
alimentaria de todos los pueblos del mundo es
crucial que los alimentos sean producidos me-
diante sistemas de producción diversificados y
de base comunitaria y campesina. La soberanía
alimentaria es el derecho de cada pueblo a defi-
nir sus propias políticas agropecuarias y en ma-
teria de alimentación, a proteger y reglamentar
la producción agropecuaria nacional y el merca-
do doméstico a fin de alcanzar metas de desarro-
llo sustentable, a decidir en qué medida quieren
ser autodependientes, a impedir que sus merca-
dos se vean inundados por productos excedenta-
rios de otros países que los vuelcan al mercado
internacional mediante la práctica del ‘dumping’,
y a darle preferencia a las comunidades locales
pescadoras respecto al control del uso y los de-

rechos sobre los recursos acuáticos. La sobera-
nía alimentaria no niega el comercio internacio-
nal, más bien defiende la opción de formular
aquellas políticas y prácticas comerciales que
mejor sirvan a los derechos de la población a dis-
poner de métodos y productos alimentarios ino-
cuos, nutritivos y ecológicamente sustentables.

Para conseguir y preservar la soberanía alimen-
taria de los pueblos y garantizar la seguridad ali-
mentaria, los gobiernos deben adoptar y aplicar
políticas que fomenten una producción sustenta-
ble, basada en la producción familiar campesina
y de comunidades pescadoras, en lugar que un
modelo industrial, de altos insumos y orientado
a la exportación.
Ello implica adoptar las siguientes medidas:

I. Políticas de mercado
• Garantizar precios remunerativos para todos
los productores agropecuarios y pescadores;
• Ejercer el derecho a proteger los mercados na-
cionales de los productos importados a bajo pre-
cio;
• Regular la producción en el mercado interno a
fin de evitar la generación de excedentes;
• Abolir todo tipo de apoyos y subsidios directos
e indirectos a las exportaciones;
• Eliminar progresivamente aquellos subsidios a
la producción nacional que promuevan sistemas
agropecuarios insustentables, patrones inequita-
tivos de tenencia de la tierra y prácticas pesque-
ras destructivas y, en cambio, brindar apoyo a
prácticas agropecuarias y pesqueras sustenta-
bles y a programas de reforma agraria integral.

II. Medio ambiente y calidad e inocuidad de los
alimentos
• Controlar adecuadamente la proliferación de
pestes y enfermedades, garantizando al mismo
tiempo la seguridad e inocuidad de los alimen-
tos;
• Proteger los recursos pesqueros de amenazas

NUESTRO MUNDO NO ESTA EN VENTA

PRIMERO ESTÁ LA SOBERANÍA ALIMENTARIA 
DE LOS PUEBLOS

¡FUERA LA OMC DE LA AGRICULTURA Y LA ALIMENTACIÓN!



tanto acuáticas como terrestres, tales como la
contaminación y la eliminación de desechos en el
agua, la minería costera y desde plataformas
marinas, la degradación de los estuarios y la de-
sembocadura de los ríos y las prácticas dañinas
de piscicultura industrial que utiliza antibióticos y
hormonas;
• Prohibir el uso de tecnologías peligrosas como
la irradiación de los alimentos, que genera toxi-
nas en ellos y disminuye su valor nutritivo;
• Fijar criterios de calidad de los alimentos ade-
cuados a las preferencias y necesidades de la
gente; 
• Establecer mecanismos nacionales de control
de calidad de los alimentos, de manera tal que
cumplan con normas ambientales, sociales y sa-
nitarias de alta calidad; y
• Garantizar que todas las funciones de inspec-
ción de alimentos sean llevadas a cabo por orga-
nismos gubernamentales adecuados e indepen-
dientes, y no por empresas privadas o concesio-
narias.

III. Acceso a los recursos productivos
• Reconocer y hacer valer los derechos jurídicos
y consuetudinarios de las comunidades en mate-
ria de toma de decisiones acerca del uso de los
recursos locales y tradicionales, aun cuando di-
chos derechos no hayan estado contemplados
previamente en la ley;
• Garantizar el acceso equitativo a la tierra, las
semillas, el agua, el crédito y otros recursos pro-
ductivos;
• Establecer derechos comunitarios para las co-
munidades locales que dependen de los recursos
acuáticos, y rechazar cualquier sistema que pre-
tenda privatizar esos recursos públicos;
• Prohibir cualesquier formas de patentamiento
de materia viva y cualquiera de sus componen-
tes, y la apropiación del conocimiento asociado a
la agricultura y la alimentación mediante regíme-
nes de propiedad intelectual; y
• Proteger los derechos de los productores agro-
pecuarios, los pueblos indígenas y las comunida-
des locales sobre los recursos fitogenéticos y el
conocimiento asociado, inclusive el derecho de
los agricultores a intercambiar y reproducir se-
millas.

IV. Producción-Consumo
• Desarrollar economías alimentarias locales, ba-
sándose en la producción y el procesamiento lo-
cal y la creación de puntos de venta locales.

V. Organismos Genéticamente Modificados
• Prohibir la producción y comercialización de se-
millas, alimentos y piensos genéticamente modi-
ficados o transgénicos, así como de cualquier

producto derivado;
• Prohibir que se usen alimentos transgénicos
como ayuda alimentaria;
• Denunciar y resistir activamente los diversos
métodos (directos e indirectos) que están utili-
zando las grandes empresas agroalimentarias
como Monsanto, Syngenta, Aventis/Bayer y Du-
Pont para introducir variedades de cultivos trans-
génicos en el ambiente y los sistemas agrope-
cuarios;
• Alentar y promover la agroecología y la agricul-
tura orgánica fundadas en el saber indígena y
prácticas agropecuarias sustentables.

VI. Transparencia de la información y leyes anti-
monopólicas
• Garantizar el etiquetado claro y preciso de los
alimentos para consumo humano y animal, con
base en el derecho de los consumidores y los
agricultores a conocer el origen y contenidos de
esos productos;
• Fijar normas obligatorias para todas las empre-
sas, que garanticen la transparencia, responsa-
bilidad pública y respeto de los derechos huma-
nos y las normas ambientales en sus operacio-
nes;
•Dictar leyes antimonopólicas para evitar la for-
mación de monopolios industriales en los secto-
res agropecuario, pesquero y alimentario.
• Responsabilizar ante la ley a las entidades cor-
porativas y a sus directores por cualesquier vio-
laciones de las leyes sociales y ambientales y las
normas y acuerdos nacionales e internacionales.

VII. Protección específica para las comunidades
ribereñas que dependen de la pesca marina y de
agua dulce 
• Impedir la expansión de la industria camarone-
ra y la destrucción de los manglares;
• Garantizar que las comunidades locales pesca-
doras detenten los derechos sobre los recursos
acuáticos;
• Negociar un convenio internacional vinculante
que prohíba la pesca ilegal, desregulada y no no-
tificada;
• Aplicar efectivamente los convenios y acuerdos
marítimos internacionales, tales como el Acuer-
do de la ONU sobre Poblaciones de Peces Trans-
zonales y Altamente Migratorios; y
• Erradicar la pobreza y la inseguridad alimenta-
ria de las comunidades ribereñas mediante polí-
ticas de manejo y uso sustentable y equitativo
de los recursos naturales, fundadas en los sabe-
res, culturas y experiencia indígena y local.

Las reglas de comercio tienen que garantizar la
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soberanía alimentaria 
No se le debe conceder primacía al comercio in-
ternacional por encima de otras metas sociales,
ambientales, de desarrollo o culturales. Es impe-
rativo darle prioridad a la producción de subsis-
tencia y culturalmente apropiada de alimentos
sanos, nutritivos, de buena calidad y a precios
razonables, para el mercado interno y los merca-
dos subregionales y regionales. La liberalización
actual del comercio, que deja en manos de las
fuerzas del mercado y poderosas empresas
transnacionales las decisiones acerca de qué y
cómo se producen y se comercializan los alimen-
tos, no puede dar cumplimiento a estas impor-
tantísimas metas sociales.

No! a las políticas agropecuarias y alimen-
tarias neoliberales
Los abajo firmantes denunciamos la ‘liberaliza-
ción’ de los intercambios de productos agrope-
cuarios promovida a través de acuerdos de libre
comercio bilaterales y regionales y a través de
organismos multilaterales como el FMI, el Banco
Mundial y la OMC. Condenamos  el dumping de
productos alimentarios  que practican los gran-
des exportadores, particularmente sobre los paí-
ses del tercer mundo en donde han socavado la
producción nacional para el mercado interno.
Condenamos las iniciativas de la OMC y otros or-
ganismos multilaterales que pretenden vender
todos los derechos sobre los recursos acuáticos a
grandes consorcios transnacionales. Las políticas
neoliberales obligan a los países a especializarse
en productos agropecuarios en los que gozan de
supuestas ‘ventajas comparativas’, y a comercia-
lizarlos con base en el mismo principio. Así se fo-
menta la producción para la exportación a ex-
pensas de la producción de alimentos para el
mercado interno, y los recursos y medios de pro-
ducción se encuentran cada vez más bajo el con-
trol de grandes empresas transnacionales. Lo
mismo está ocurriendo en el sector de la pesca.
Las comunidades pescadoras están perdiendo
sus derechos de acceso a las poblaciones de pe-
ces, ya que esos derechos están siendo transfe-
ridos a empresas industriales como PESCANOVA.
Esas transnacionales han acaparado gran parte
de la producción y el comercio global de pesca-
do.

Los gobiernos ricos continúan subsidiando fuer-
temente la producción agropecuaria y pesquera
de exportación en sus países, destinando la ma-
yor parte de esos recursos a los productores más
grandes. La mayor parte de esos dineros de los
contribuyentes terminan en manos de grandes
empresas –grandes productores, grandes em-
presas mercantes y grandes cadenas minoristas-

—que desarrollan prácticas agropecuarias, pes-
queras y comerciales insustentables, en lugar
que en manos de los productores familiares de
pequeña escala que producen principalmente pa-
ra el mercado interno, a menudo con estrategias
y prácticas productivas  más sustentables.

Esas políticas de fomento a las exportaciones
han dado origen a precios de mercado para los
productos que son mucho menores que los cos-
tos reales de producción. Eso alienta y perpetúa
la práctica del dumping, y permite que las em-
presas transnacionales (ETNs) compren produc-
tos a muy bajos precios, para vendérselos des-
pués a precios mucho más altos a los consumi-
dores tanto del Sur como del Norte. La mayor
parte de los subsidios agropecuarios y pesqueros
de los países ricos son en realidad subsidios pa-
ra la industria agroalimentaria, las grandes em-
presas mercantes, las grandes cadenas minoris-
tas, y para una minoría de los mayores produc-
tores.

Los efectos adversos de esas políticas y prácticas
se revelan cada vez con mayor claridad. Ellas
conducen a la desaparición de la agricultura fa-
miliar y las comunidades pescadoras de pequeña
escala tanto en el Norte como en el Sur; la po-
breza ha aumentado, especialmente en las zonas
rurales; los suelos y el agua están contaminados
y degradados; y ha habido pérdidas irreparables
de diversidad biológica y destrucción de hábitat.

Dumping
Hay dumping cuando se venden productos en un
mercado a precios menores que el costo de pro-
ducción. Ello puede ser el resultado de la aplica-
ción de diversos tipos de subsidios, y de distor-
siones estructurales tales como el control mono-
pólico de los mercados y la distribución, tanto
como de la falta de voluntad que exhiben las po-
líticas económicas actuales para ‘internalizar’ los
costos de externalidades tales como el agota-
miento de las fuentes de agua, la pérdida de nu-
trientes en el suelo y la contaminación que aca-
rrean los métodos industriales de producción
agropecuaria. Bajo las políticas neoliberales hoy
predominantes, ocurre dumping tanto en el co-
mercio Norte-Sur como en los intercambios Sur-
Norte y Sur-Sur. Independientemente de la for-
ma que adopte, el dumping es una práctica que
lleva a la ruina a los productores locales de pe-
queña escala, tanto en los países de origen co-
mo en aquellos donde se venden los productos.
Por ejemplo:
- Importación a la India de productos lácteos ex-
cedentes subsidiados por la Unión Europea;
- Exportaciones de productos porcinos industria-
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lizados de Estados Unidos a los países del Cari-
be, que han arruinado a los criadores caribeños
de cerdos;
- Importaciones de productos porcinos en Costa
de Marfil, procedentes de la Unión Europea a
precios –subsidiados-- tres veces menores que el
costo de producción en Costa de Marfil;
- Exportaciones de hilos de seda de la China a la
India a precios mucho más bajos que el costo de
producción en la India, perjudicando muy seria-
mente a cientos de miles de familias rurales del
sur de la India;
- La importación a bajo precio de maíz prove-
niente de EE.UU. en Méjico –el centro de origen
del maíz—está provocando la ruina de los pro-
ductores mejicanos del grano. De otra parte, las
verduras de bajo precio mejicanas están arrui-
nando a los productores hortícolas canadienses,
todo ello en el marco del TLCAN.

Es imperativo detener el dumping. Los países
importadores deben gozar de pleno derecho a
protegerse contra el dumping, y a los países ex-
portadores no se les puede permitir volcar sus
excedentes en el mercado internacional a precios
bajos. Los países exportadores deben responder
a la demanda real de productos y bienes agrope-
cuarios de manera tal que no se erosione la pro-
ducción local, apoyando y fortaleciendo más bien
a las economías locales.

No existe un ‘mercado mundial’ de productos
agropecuarios
El llamado ‘mercado mundial’ de productos agro-
pecuarios en realidad no existe. Lo que existe,
ante todo, es comercio internacional de exceden-
tes de cereales y productos lácteos y cárnicos
volcados al mercado internacional principalmen-
te por la Unión Europea (UE), Estados Unidos
(EE.UU.) y otros miembros del llamado Grupo
CAIRNS de países agroexportadores. Tras las
posturas de los negociadores nacionales en ma-
teria comercial están grandes empresas transna-
cionales como Monsanto y Cargill, que son los
verdaderos beneficiarios de las ayudas y subsi-
dios internos, las negociaciones internacionales
sobre comercio y la manipulación global de los
regímenes comerciales. Hoy en día, el comercio
internacional en productos agropecuarios com-
promete solamente a un 10% del conjunto total
de la producción agropecuaria mundial, y consti-
tuye fundamentalmente un intercambio entre
empresas transnacionales de EE.UU., la UE y al-
gunos otros países industrializados. Los así lla-
mados ‘precios del mercado mundial’ son suma-
mente inestables y no guardan relación alguna
con los costos de producción. Esos precios son
sumamente bajos debido al dumping, y por lo

tanto jamás podrán ser una referencia adecuada
o conveniente para la producción agropecuaria.

Banco Mundial y FMI: hermanos mayores de la
OMC
El Banco Mundial y el Fondo Monetario Interna-
cional (FMI) son los hermanos mayores de la
OMC y ofician como brazo interno del régimen de
la OMC en los países en vías de desarrollo. Am-
bos han desempeñado un papel importante en el
debilitamiento de la autonomía agropecuaria, el
desmantelamiento de la autodependencia nacio-
nal, la generación de hambrunas y la erosión de
la soberanía alimentaria. Sus programas de ajus-
te estructural –ahora  nombrados “programas de
reducción de la pobreza”—han provocado y
afianzado procesos de empobrecimiento inducido
por esas políticas a lo largo y ancho del mundo
en desarrollo. Los más golpeados por esas políti-
cas son aquellos que dependen de la agricultura
y el ambiente natural para su sustento y super-
vivencia.

A pesar de toda la evidencia acumulada que
prueba lo contrario, el Banco y el Fondo se man-
tienen incólumes en su creencia que el acceso a
los mercados y la “integración mundial” de los
sistemas agropecuarios nacionales constituyen
las mejores vías para combatir la pobreza. Ex-
hortan entonces a los países en desarrollo a em-
prender reformas de sus respectivos sectores
agropecuarios que incluyen el desmantelamiento
de los subsidios agropecuarios, la desregulación
de los precios y la distribución, la privatización
de los servicios de apoyo y extensión agropecua-
ria, mayor apertura de los mercados internos pa-
ra los productores extranjeros y eliminación de
todas las barrearas al comercio internacional
agropecuario. No obstante, el Banco y el Fondo
se han mostrado incapaces de obligar a los paí-
ses ricos de la OCDE a hacer lo mismo. En con-
secuencia, las políticas del Banco y el Fondo con-
solidan y profundizan las desigualdades entre el
mundo desarrollado y el mundo en desarrollo, y
reproducen estructuras coloniales de producción
y distribución.

Privatización, liberalización y desregulación son
distintivos del enfoque del desarrollo que exhi-
ben el Banco y el Fondo, y constituyen a la vez
condición indispensable para todos los progra-
mas de crédito de esos organismos. A pesar de
fortísimas críticas de numerosas organizaciones
campesinas y de agricultores y de académicos e
investigadores independientes, el Banco sigue
apoyando la “reforma agraria asistida por el
mercado” y la creación de un “mercado de tierras
operativo” como estrategia clave de desarrollo
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rural. Sus políticas prescriben la transformación
de los sistemas agropecuarios de subsistencia,
de orientación comunitaria y autodependientes a
sistemas de producción y distribución comercia-
les y dependientes del mercado. Los cultivos ali-
mentarios son sustituidos por monocultivos para
la exportación, y las sociedades y comunidades
son empujadas a depender de mercados en los
cuales no tienen ningún control de su seguridad
alimentaria. Además, tanto acento en los cultivos
de exportación ha generado dependencia cre-
ciente en insumos químicos costosos que ame-
nazan la calidad del suelo, del agua y del aire, la
biodiversidad y la salud humana y animal, al
tiempo que acrecientan las ganancias de las
grandes empresas químicas y agroindustriales.

La comercialización de la agricultura ha genera-
do concentración de la tierra y de los capitales
agropecuarios en manos de empresas agroin-
dustriales y otras grandes entidades comercia-
les, expulsando de sus tierras a los agricultores
familiares y obligándolos a buscarse la vida en
actividades no agropecuarias o como trabajado-
res zafrales en la agricultura comercial. La mayo-
ría de los agricultores en los países en desarrollo
están saturados de deudas a causa del costo cre-
ciente de los insumos y la caída de los precios
que obtienen por sus productos. Muchos de ellos
han tenido que hipotecar sus tierras y sus bienes
para pagas viejas deudas, y en algunos casos in-
cluso han perdido sus tierras por completo. Un
número igualmente grande se dedica ahora a la
agricultura por contrato para grandes empresas
agroindustriales, a fin de conservar cualesquiera
sean los bienes que aún les quedan. Todo eso ha
provocado emigración generalizada de familias
agricultoras, creación de nuevos bolsones de po-
breza en zonas rurales y urbanas, y la fragmen-
tación de comunidades rurales enteras.

El Banco Mundial y el FMI amenazan el potencial,
la riqueza y la diversidad de nuestra agricultura.
La agricultura no es simplemente un sector de la
economía, es un sistema complejo de ecosiste-
mas y procesos que incluye bosques, ríos, llanu-
ras, zonas costeras, biodiversidad, hábitat hu-
manos y animales, producción, distribución, con-
sumo, conservación, etc. Las políticas del Banco
y el Fondo se están infiltrando en cada una de
esas áreas. Para proteger nuestra agricultura es
preciso extirpar por completo al Banco Mundial y
el FMI del sector agropecuario y la alimentación.

La Organización Mundial del Comercio hace oídos
sordos a los reclamos de reforma del sistema
La OMC es antidemocrática, no le rinde cuentas
a nadie, ha aumentado las desigualdades mun-

diales y la inseguridad, fomenta patrones de pro-
ducción y consumo insustentables, erosiona la
diversidad y socava otras prioridades sociales y
ambientales. Ha demostrado ser impermeable a
las críticas respecto a su funcionamiento y ha re-
chazado todos los reclamos de reforma del siste-
ma. A pesar de las promesas de mejoras en el
sistema anunciadas durante la conferencia mi-
nisterial de Seattle en 1999, las formas de go-
bierno  de la OMC en realidad se han empeora-
do. En lugar de encarar las iniquidades y los de-
sequilibrios reinantes entre los países ricos y los
países pobres, el grupo de presión de los ricos y
poderosos en la OMC está buscando ampliar el
mandato de esa organización sobre nuevas áreas
de la vida social como el medio ambiente, la le-
gislación laboral, las inversiones, las políticas de
competencia y la contratación pública.

La OMC es una institución completamente inade-
cuada para hacerse cargo de los problemas de la
agricultura y la alimentación. Los abajo firman-
tes no vemos que sea posible que la OMC se so-
meta a una reforma profunda que la haga sensi-
ble a los derechos y necesidades del pueblo y el
común de la gente. La OMC pretende imponer
reglas para proteger la inversión extranjera en
flotas pesqueras que operan en aguas territoria-
les, y está presionando a los gobiernos para que
le cedan a los consorcios internacionales dere-
chos de pesca exclusivos. En consecuencia, los
abajo firmantes reclamamos que todo lo relativo
a la alimentación y la agricultura sea excluido del
ámbito de jurisdicción de la OMC, mediante el
desmantelamiento del Acuerdo sobre Agricultura
(AsA) y la exclusión o enmienda de otras cláusu-
las afines y acuerdos de la OMC, entre los que se
incluyen el acuerdo sobre Aspectos de los Dere-
chos de Propiedad Intelectual relacionados al Co-
mercio (ADPIC, mejor conocido como TRIPS, por
su sigla en inglés), el acuerdo sobre Medidas Sa-
nitarias y Fitosanitarias (MSF), el acuerdo sobre
Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC), el acuer-
do sobre Restricciones Cuantitativas (RC), el
acuerdo sobre Subsidios y Medidas Compensato-
rias (SMC), y el Acuerdo General sobre el Comer-
cio de Servicios (AGCS, mejor conocido como
GATS, por su sigla en inglés).

Agricultura: parálisis total en la Organización
Mundial del Comercio
En febrero de 2003 la OMC dio a conocer el con-
trovertido e inaceptable Programa de Harbinson,
redactado por el Presidente del Consejo General,
Stuart Harbinson, con el objetivo de reestructu-
rar la producción y el comercio mundial agrope-
cuario. Las modalidades son los términos de re-
ferencia y condiciones bajo las cuales los países
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miembros habrán de registrar sus compromisos
vinculantes con la OMC en materia de sus res-
pectivas economías agropecuarias. Sin embargo,
las concesiones en esta área estarán ligadas a
otras áreas de negociación en la OMC. Se supo-
nía que los países miembros debían haber acor-
dado un texto sobre las Modalidades durante la
semana del 25 al 31 de marzo de 2003, pero no
lo lograron. También se espera que los Miembros
consignen sus compromisos bajo el nuevo acuer-
do agrícola durante la Conferencia Ministerial de
la OMC en Cancún en septiembre de 2003, pero
es muy posible que para entonces no se hayan
puesto de acuerdo todavía.

Estados Unidos y el Grupo Cairns (un bloque li-
derado por Australia y otros países desarrolla-
dos, que nunca refleja los intereses de los países
en vías de desarrollo) están presionando por re-
bajas mayores en los aranceles agropecuarios,
reclamando que el Texto de Harbinson es inade-
cuado en esa materia, pero ambos están satisfe-
chos con lo que propone con respecto a las ayu-
das internas. Para la Comisión Europea (CE) en
cambio, lo más problemático del texto son los re-
cortes que propone en materia de ayudas inter-
nas. Aun cuando la Unión Europea no aprueba
las modalidades de Harbinson, existen algunas
similitudes entre éstas y las propuestas de refor-
ma de la Política Agrícola Común que está plan-
teándose la CE. La falta de propuestas para en-
carar el tipo y nivel de ayudas internas de EE.UU.
ha quedado de lado frente a las críticas genera-
lizadas contra la CE.

India está de acuerdo con la CE en su cautela
contra grandes recortes arancelarios y, en conse-
cuencia, se encuentra apretada por presiones
tanto de los países en desarrollo del Grupo
Cairns como de EE.UU. India aspira a 1) una fór-
mula de reducciones arancelarias más leve; y 2)
una cláusula permanente en materia de Produc-
tos Estratégicos (PE) y disposiciones provisorias
bajo el Mecanismo de Salvaguardia Especial
(SGE) contra aumentos repentinos y abruptos en
las importaciones, únicamente aplicables por los
países en desarrollo. Tanto los PE como el SGE
son de gran importancia para muchos países en
desarrollo que sencillamente no pueden darse el
lujo de liberalizar muchos de sus rubros agrope-
cuarios, y que incluso quisieran elevar sus aran-
celes en determinadas áreas vulnerables de su
agricultura.

Las modalidades propuestas todavía le permiten
a los países desarrollados retener niveles impor-
tantes de ayudas internas que distorsionan el co-
mercio. Se mantienen aquellas disposiciones de

la Ronda Uruguay del GATT sobre ayuda interna
que protegen los pagos exentos de reducción
que se realizan bajo la Caja Verde, a donde los
países desarrollados han transferido una porción
importante de sus subsidios que distorsionan el
comercio. Por ejemplo, los pagos directos permi-
tidos bajo la Caja Verde, que tienen el mismo
efecto neto de estimular la producción agrope-
cuaria, no fueron sujetos a eliminación a pesar
que así  lo reclamaban muchos países en desa-
rrollo.

Las modalidades sobre acceso a los mercados no
encaran la principal iniquidad de esa cláusula
que obliga a muchos países en desarrollo a tari-
ficar y abatir sus aranceles significativamente,
en tanto que los países desarrollados mantienen
aranceles altos gracias a los topes arancelarios y
la progresión arancelaria. Si los países desarro-
llados reducen sus aranceles altos promedial-
mente en un 60% en un plazo de 5 años, y los
países en desarrollo lo hacen promedialmente en
un 40% en un plazo de 10 años, los primeros
aún así tendrán mayor protección arancelaria
que los países en desarrollo cuyos aranceles ya
fueron recortados a niveles muy bajos o incluso
a cero al inicio del período de aplicación.

Por último, la cláusula sobre trato especial y di-
ferenciado para los países en desarrollo sigue
siendo intrascendente, ya que de ninguna mane-
ra compensa las desigualdades en los términos
de intercambio actuales originadas en el propio
acuerdo. La disposición de una reducción arance-
laria mínima del 10% para los productos que los
países en desarrollo registren como estratégicos
para su seguridad alimentaria y el  desarrollo ru-
ral pasa por alto el hecho que muchos de esos
países ya han fijado sus aranceles agropecuarios
en niveles muy bajos.

Nosotros, los abajo firmantes, rechazamos el
Texto de Harbinson. En lugar de reparar y com-
pensar los desequilibrios e inequidades inheren-
tes al Acuerdo Agrícola, enuncia modalidades
que intensificarán aún más el comercio agrope-
cuario; garantiza protección para las ayudas y
subsidios agrícolas que aplican los países desa-
rrollados y que distorsionan el comercio; y pro-
fundiza el control de las empresas transnaciona-
les sobre la producción y el comercio agropecua-
rio mundial.

¿Pueden las normas de comercio desempeñar un
papel positivo en las políticas agropecuarias y
alimentarias?
El comercio internacional de alimentos puede de-
sempeñar un papel positivo, por ejemplo en
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tiempos de inseguridad alimentaria regional, o
para el caso de productos que sólo se pueden
cultivar en determinados lugares del planeta, o
para el intercambio de productos de calidad. No
obstante, esas normas de comercio deberán res-
petar el principio de precaución en todas las po-
líticas a todos los niveles, así como reconocer los
procesos democráticos y participativos en la to-
ma de decisiones y la primacía de la soberanía
alimentaria de los pueblos por encima de los im-
perativos del comercio internacional.

Un régimen institucional alternativo
Es evidente la necesidad, como complemento al
papel de los gobiernos locales y nacionales, de
un nuevo régimen  institucional alternativo de
reglamentación multilateral para la producción
sustentable y el comercio de bienes agropecua-
rios y alimentarios. Ese nuevo régimen deberá
respetar los siguientes principios:
1. La soberanía alimentaria de los pueblos;
2. El derecho de todos los países a proteger su
mercado interno, regulando a tal efecto todas
aquellas importaciones que socaven su sobera-
nía alimentaria;
3. Normas de comercio que apuntalen y garanti-
cen la soberanía alimentaria;
4. Equidad de género e igualdad en todas las po-
líticas y prácticas referidas a la producción ali-
mentaria;
5. El principio de precaución;
6. El derecho a la información acerca del origen
y contenido de los productos alimenticios;
7. Mecanismos internacionales de participación
genuinamente democráticos;
8. Prioridad para la producción alimentaria nacio-
nal, las prácticas agroecológicas sustentables y
el acceso equitativo a todos los recursos;
9. Apoyo a los pequeños productores agropecua-
rios para que obtengan la propiedad y ejerzan
suficiente control sobre los medios de producción
alimentaria;
10. Apoyo al pleno acceso  a los recursos acuá-
ticos para las comunidades pescadoras tradicio-
nales; 
11. Prohibición eficaz de todas las formas de
dumping, a fin de proteger la producción alimen-
taria nacional, mediante la aplicación de medidas
de control de la oferta que eviten la generación
de excedentes por parte de los países exportado-
res, y el ejercicio del derecho de los países im-
portadores a proteger sus mercados internos
contra los productos importados a bajo precio;
12. Prohibición de la biopiratería y las patentes
sobre materia viva  –animales, plantas, el orga-
nismo humano y otras formas de vida— y cual-
quiera de sus componentes, e incluso al desarro-
llo de variedades estériles mediante procesos de

ingeniería genética; y
13. Respeto por todos los convenios de Derechos
Humanos y otros acuerdos multilaterales afines
bajo jurisdicción internacional independiente.

Los abajo firmantes hacemos nuestros los recla-
mos planteados en otras declaraciones de la so-
ciedad civil tales como ‘Nuestro Mundo No Está
en Venta: OMC, Someterse o Desaparecer’  y
‘Frenemos Ya el Ataque del GATS’. Reclamamos
que los gobiernos aprueben las siguientes medi-
das de manera inmediata:

1. Cesar las negociaciones tendientes al lanza-
miento de una nueva ronda de liberalización co-
mercial y frenar las discusiones tendientes a in-
corporar ‘nuevos temas’ o sectores al ámbito de
jurisdicción de la OMC, tales como inversiones,
normas de competencia, compras del Estado,
biotecnología, servicios, normas laborales y me-
dio ambiente;
2. Cancelar las negociaciones para una mayor li-
beralización del comercio agropecuario en el ám-
bito del Acuerdo sobre Agricultura de la OMC, in-
clusive a través de la llamada ‘agenda incorpora-
da’ u ordinaria de la OMC;
3. Eliminar la aceptación obligatoria de un cupo
mínimo de importación del 5% del consumo in-
terno; todas las cláusulas sobre acceso obligato-
rio a los mercados deben ser asimismo elimina-
das inmediatamente;
4. Emprender una revisión exhaustiva tanto de la
implementación como de los impactos sociales y
ambientales de las normas y acuerdos de comer-
cio vigentes (y el papel de la OMC en ese siste-
ma) con respecto a la alimentación, la agricultu-
ra y la pesca;
5. Tomar medidas inmediatas para sustraer a la
alimentación y la agricultura del control de la
OMC, entre otras, mediante el desmantelamien-
to del acuerdo AsA y la exclusión o enmienda de
las cláusulas pertinentes en los acuerdos ADPIC,
AGCS, MSF, OTC, y SMC y su sustitución por un
nuevo Convenio Internacional sobre Soberanía
Alimentaria y Comercio Agropecuario, Pesquero
y Alimentario;
6. Revisar las políticas sobre propiedad intelec-
tual, de tal manera que se prohíba el  patenta-
miento de todo tipo de materia viva o cualquiera
de sus componentes, y se fijen límites a los de-
rechos de patente a fin de proteger la salud y la
seguridad públicas;
7. Frenar las negociaciones del acuerdo GATS, y
eliminar el principio de “liberalización progresiva”
a fin de proteger los servicios públicos y el inte-
rés común;
8. Aplicar políticas de reforma agraria genuina, y
garantizar los derechos de los productores agro-
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pecuarios sobre recursos cruciales como la tie-
rra, las semillas, el agua y otros recursos;
9. Promover y proteger el papel fundamental de
los pescadores artesanales y las organizaciones
de trabajadores pesqueros en el control del uso
de los recursos acuáticos y los océanos, nacional
e internacionalemente;
10. Iniciar discusiones sobre un régimen institu-
cional alternativo para reglamentar la producción
sustentable y el comercio en productos agrope-
cuarios, pesqueros y alimentarios. Tal régimen
debería incluir:
• A la ONU –reformada y fortalecida— activa-
mente comprometida en la protección de los de-
rechos fundamentales de todos los pueblos, en
tanto que foro apropiado para elaborar y nego-
ciar normas de producción sustentable y comer-
cio justo;
• Un mecanismo de resolución de disputas inte-
grado a una Corte Internacional de Justicia, es-
pecialmente para impedir la práctica del dum-
ping y los envios de ayuda alimentaria transgé-
nica; 
• Una Comisión Mundial para la Agricultura Sus-
tentable  y la Soberanía Alimentaria, creada pa-
ra evaluar exhaustivamente los efectos de la li-
beralización del comercio sobre la soberanía y
seguridad alimentaria, y para generar propues-
tas de cambio; su mandato deberá abarcar los
acuerdos y reglas de la OMC y de otros pactos
comerciales bilaterales, regionales e internacio-
nales, así como las políticas económicas impulsa-
das por los organismos financieros internaciona-
les y los Bancos Multilaterales de Desarrollo; tal
comisión deberá constar de y estar dirigida por
delegados de diversas organizaciones sociales y
grupos culturales, movimientos sociales, organi-
zaciones profesionales, y representantes políti-
cos democráticamente electos y funcionarios de
organismos multilaterales pertinentes;
• Un Tratado Internacional vinculante que defina
y consagre los derechos de los campesinos y pe-
queños productores agropecuarios sobre los bie-
nes, recursos y protecciones legales que preci-
san para ejercer su derecho a producir; dicho
tratado deberá integrarse al sistema de Dere-
chos Humanos de la ONU y asociarse a otros
convenios relevantes ya existentes dentro de la
ONU;
• Un Convenio Internacional que sustituya al
Acuerdo sobre Agricultura (AoA) y las cláusulas
pertinentes de otros acuerdos de la OMC, y que
consagre y aplique en el contexto del régimen in-
ternacional de políticas el concepto de soberanía
alimentaria y el derecho fundamental de los pue-
blos a alimentos sanos y nutritivos, a pleno em-
pleo digno en las zonas rurales, a derechos labo-
rales y seguridad y a un ambiente natural rico y

diverso, y que incluya asimismo reglas para la
producción y el comercio sustentables en pro-
ductos agropecuarios y alimentos.

Una alianza amplia con una agenda para el cam-
bio!
Los efectos de las políticas neoliberales saltan a la
vista. La sociedad civil se percata de ellas cada vez
más cabalmente y las rechaza en todo el mundo,
ejerciendo una presión creciente por cambios.

En la etapa preparatoria de la próxima Conferencia
Ministerial de la OMC y en los años que siguen, los
abajo firmantes continuaremos denunciando los
efectos negativos de las políticas económicas y co-
merciales neoliberales en la agricultura, la pesca y
la alimentación, y proponiendo alternativas al ac-
tual régimen mundial de comercio.

Esta declaración constituye una clara señal de la
firme decisión que une a los movimientos socia-
les y otros actores de la sociedad civil en todo el
mundo en la lucha por democratizar las políticas
internacionales y crear instituciones capaces de
albergar y defender políticas sustentables para la
agricultura, la pesca  y la alimentación.

Suscrita por:

A) Redes y movimientos internacionales
Via Campesina (movimiento internacional cam-
pesino con más de 80 organizaciones en más de
40 países)
World Forum of Fish Harvesters and Fishworkers
(WFF)
World Forum of Fisher Peoples (WFFP)

B) Redes y movimientos regionales
Amigos de la Tierra (FoE) de América Latina y el
Caribe 
COASAD - Africa

C) Organizaciones nacionales
CESTA- Amigos de la Tierra El Salvador
CENSAT – Amigos de la Tierra Colombia 
COECOCEIBA- Amigos de la Tierra Costa Rica
COHPEDA- Amigos de la Tierra Haití
Collectif Stratégies Alimentaires - Bélgica
Focus on the Global South - Tailandia
Friends of the Earth England, Wales and Nort-
hern Ireland
Foodfirst/ Institute for Food and Development
Policy – EE.UU
ETCgroup - Canadá
IBON Foundation Inc. - Filipinas
Institute for Agriculture and Trade Policy –
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EE.UU.
KMP (miembro de Via Campesina) - Filipinas
NBS (miembro de Via Campesina) - Noruega
NFFC (miembro de Via Campesina) – EE.UU.
Public Citizen's Energy and Environment Pro-
gram – EE.UU.
REDES- Amigos de la Tierra Uruguay
Sobrevivencia – Amigos de la Tierra Paraguay
Small and Family Farms Alliance (SFFA)  - Reino
Unido
National Fishworkers' Forum Of India (NFF)

Información de contacto de las organizacio-
nes que han auspician la declaración:

COASAD
Christine Andela
POBox 11813, Yaounde, Camerún
Tel: +237-96 32 58, Fax: +237-22 86 55
Email: andelac@yahoo.com

Collectif Stratégies Alimentaires
Marek Poznanski
184 D, Boulevard Léopold II, 1080 Bruselas,,
Bélgica
Tel. + 32-2- 412 06 61 / Fax: + 32 2 412 06 66  
Email: csa@csa-be.org

ETC Group (formerly RAFI)
478 River Avenue, Suite 200, WINNIPEG MB R3L
0C8, CANADÁ
Tel: +(1-204) 453-5259,  Fax: (1-204) 284-
7871
Email: etc@etcgroup.org

Focus on the Global South
Shalmali Guttal
CUSRI, Chulalongkorn University, Phayathai
Road, Bangkok 10330, Tailandia
Tel: + (66-2) 218 7363-5
Email: s.guttal@focusweb.org

Food First/Institute for Food and Development
Policy
Peter Rosset
398 60th Street, Oakland, California 94618
EE.UU.
Tel: +1-510-654-4400 x224, fax: +1-253-295-
5257 
Email: rosset@foodfirst.org

Friends of  the Earth Latin America & Caribbean
Alberto Villarreal
San Jose 1423, 11 200 Montevideo, URUGUAY
Tel/fax: +5982 902 2355 or 5982 908 2730
Email: comerc@redes.org.uy

Friends of the Earth England, Wales and Nort-
hern Ireland
Tim Rice
26-28 Underwood Street, London N1 7JQ, Reino
Unido
Tel: +44 20 7566 1603
Email: timr@foe.co.uk

GRAIN
Henk Hobbelink
Girona  25, pral 08010 Barcelona, España
Tel: +34-93-301 1381  Fax: +34-93-301- 1627  
Email: grain@grain.org

Institute for Agriculture and Trade Policy
Mark Ritchie
2105 1st Ave. S., Minneapolis, MN, EE.UU.,
55404
Tel: +1 612 870 3454
Email:  mritchie@iatp.org

IBON Foundation Inc.
Rosario Bella Guzman,  Antonio Tujan Jr.
P.O. Box SM-447, Sta Mesa, Manila, Philippines
Tel +63-2-7142737  fax +63-2-7160108
Email: atujan@ibon.org

Public Citizen's Energy and Environment Pro-
gram
Wenonah Hauter
215 Pennsylvania Ave. SE, Washington, DC
20003, USA
Tel: +1 202-454-5150
Email: whauter@citizen.org

Via Campesina
Rafael Alegria, Paul Nicholson
Colonia Alameda, Casa #2025, 11 Calle, 3 y 4
Avenidas, Tegucigalpa, Honduras
Telefax: +(504) 235 99 15, Telephone: (504)
239 4679
Email: viacam@gbm.hn
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